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Presentación 



Prólogo 

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR) yel Instituto de :&tudios Internacionales de la Universi­
dad de Chile organizaron un Curso sobre Derecho Internacional de 
los Refugiados que tuvo lugar en Santiago de Chile entre el 30 de 
junio y el 2 de julio de 1992. :&ta actividad académica contó con el 
patrocinio de la Sociedad Chilena de Derecho Internacional y la 
Corporación de :&tudios Internacionales. 

Asimismo, se realizaron en Santiago de Chile otros dos cursos 
organizados por ACNUR: el primero, dirigido a los funcionarios de 
Policía Internacional en la Dirección General de Investigaciones, 
entre el11 y el 14 de agosto de 1992, yel otro, para los integrantes 
del Curso Regular del Instituto Superior de la Policía de Investiga­
ciones, se realizó con fecha 29 y 30 de octubre de 1992. 

En esta publicación se han reunido las presentaciones de los 
expositores en estos Cursos, además de una exposición realizada por 
la señora Virginia Trimarco en la Cátedra FridtjofNansen de Dere­
cho Internacional de los Refugiados en el X Curso Interdisciplinario 
en Derechos Humanos del Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos de San José, Costa Rica, desarrollado entre el 22 de 
septiembre y el2 de octubre de 1992. 

La presentación de este volumen se inicia con las Palabras 
Inaugurales del Curso de Derecho Internacional de los Refugiados 
que tuvo lugar en el Instituto de :&tudios Internacionales de la 
Universidad de Chile. En primer lugar, se dirigió a los asistentes el 
señor Moharnmed Benamar, Representante Regional para el Sur de 
América Latina del ACNUR, quien destacó que la asistencia a los 
refugiados es un tema altamente jurídico y que aun cuando América 
Latina parece haber encontrado caminos de solución al problema de 
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los refugiados, existen 17 millones de ellos en todos los continentes, 
particularmente debido a que "hace falta la voluntad política de 
aplicar concientemente los dispositivos de la Convención de 1951 y 
de su Protocolo Adicional de 1967". A continuación, el Embajador 
Eduardo Vío Grossi, Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio 
de Relaciones Exteriores de Chile, recordó la tradición de Chile en 
relación al exilio o al refugio y la actividad desarrollada por el 
Gobierno del Presidente Patricio Aylwin en su política "destinada a 
promover el retorno de los exiliados, buscando crear las posibilida-
des para su plena reinserción". La profesora María Teresa Infante 
Caffi, Directora del Instituto de Estudios Internaciqn',Íes de la Uni·, ' .. " ' ( 
versidad de Chile, destacó en esta oportunidad el desarrollo jurídico ,',j~' 
que significa incorporar el estudio del Derecho de los Refugiados y ", .. ;, 
que estimula al Instituto a "iniciar una línea de trabajo docente que 
permita en un futuro mediato, ofrecerla como una actividad tradicio-
nal de enseñanza abierta a la comunidad internacional", agradecien-
do la participacón de los expositores y el apoyo brindado por 
ACNUR para desarrollar el tema del Derecho Internacional de los 
Refugiados en la Universidad de Chile. " 

La Primera Parte del presente volumen se inicia con la presen­
tación de Jaime Ruiz de Santiago, jurista mexicano, Encargado de 
Misión de ACNUR en BraSilia, quien desarrolla El Derecho Interna- '!', 

cional de los Refugiados en su relación con los Derechos Hunulnos y 
en su evolución histórica, analizando la protección de los derechos de ' 
la persona lÍumána a nivel 'universal, en el marco de los instrumentos "3 

Y órganos de N aciones Unidas y en el del Sistema Interamericano de 
la Organización de Estados Americanos a nivel regional. El autor : "; 
describe con gran acierto la evolución de la protección de los Refu­
giados del Pasaporte Nansen a la Convención de Ginebra de 1951 y 

, . 
," 

el Protocolo de 1967,llevando su estudio hasta los últimos progresos 
de la protección internacional de los Refugiados en América Latina, 
cuya situación cambió en la década del 70, en que el ACNUR comen- , 
ro a prestar sus servicios y se abre la Oficina Regional de Buen~, ' 'ji:;, 
Aires para el Cono Sur, mientras en Centro América se prestaba '" 
asistencia a unos 20.000 refugiados 'en 1983. La "Declaración de 
Cartagena de Indias" (Colombia, 1984) adopta la definició~ ,amplia-
da de refugiado, "único modo de solucionar de manera hpmanitaria 
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y justa el problema de Refugiados cetroamericnosll
• Por otra parte, 

la Asamblea General de Estados Americanos aprobó en Santiago de 
Chile en 1991 una Resolución sobre la "Situación Jurídica de los 
Refugiados, Repatriados y Desplazados en el Continente Ameri­
cano" y estimula a los Estados Miembros a incorporar en sus legisla­
ciones internas la Declaración de Cartagena "con el propósito de 
fortalecer el régimen jurídico de la protección de los refugiadosll

• 

La señora Virginia Trimarco analiza en las Reflexiones sobre 
la protección internacional en los '90 la tarea que debe enfrentar 
ACNUR en esta década y lo hace "a la luz de la experiencia en 
América Latina con particular énfasis en América Central", puesto 
que se trata de su exposición en la Cátedra Fridtjof Nansen en el X 
Curso del Instituto Interamericano de Derechos Humanos en San 
José de Costa Rica. Destaca los desplazamientos de refugiados a 
través de las fronteras y el desplazamiento de poblaciones al interior 
de sus países debido a violaciones de derechos humanos y confliCtos 
internos, lo que plantea dificultades logísticas y de protección sin 
precedentes. La autora plantea y describe las situaciones y proble­
mas de muchos refugiados y el surgimiento de nuevas y complejas 
realidades que en esta última década llevaron a la extensión de 
hecho de la competencia más allá de aquellas personas que fueron 
originalmente contempladas en la Convención de 1951, el Protocolo 
de 1967 y el propio Estatuto del ACNUR y estimula un debate que 
ayuda a encontrar fórmulas innovadoras que permitan "continuar 
contribuyendo a la paz y la reconciliación mediante la búsqueda 
incesante de soluciones humanitarias duraderas". 

El jurista peruano Diego García-Sayán incorpora el tema de 
El refugio en situación de violencia polúica que describe los nuevos 
motivos de temor de poblaciones que no sufren "persecución" en el 
concepto tradicional del derecho de los refugiados, sino que sus 
motivos de temor son muy diversos (persecución política, étnica, 
cultural o social), estableciendo que la violencia política tiene direc­
ta relación con los desplazamientos que ocurren en varios países de 
América Latina. El autor sostiene que "hay alguna aplicabilidad de 
la d~finición ampliada de Cartagena en ciertos países de la región 
andina" y consideraciones que explican el énfasis mayor por las 
personas "que quieren proteger su vida y su integridad física de la 
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violencia, por desplazarse dentro de su propio país". Analiza la 
categoría de desplazados-refugiados en Colombia y en Perú y la 
protección humanitaria que se les debe brindar para paliar los efec­
tos de esta situación y señala como tarea urgente la búsqueda de un 
marco .de paz y de respeto a Jos derechos humanos. Señala el ejem­
plo de El Salvador y la labor mediadora de Naciones Unidas que 
facilitó propuestas y mecanismos para verificar el cumplimiento de 
los acuerdos, poniendo énfasis en lo diferente de las situaciones en 
Centro América y en los países andinos. 

El Procedimiento para la detenninación de la condición de 
Refugiado está descrito por el abogado español Jorge Vallés, Oficial 
de Protección Adjunto de ACNUR, quien realiza un acabado estu­
dio sobre el mecanismo mediante el cual el órgano competente 
examina las condiciones que presenta un individuo para hacerse 
acreedor al estatuto del Refugio, de acuerdo a los instrumentos 
jurídicos internacionales y a la legislación interna del país en que se 
encuentra. Se formula una clara distinción entre la determinación 
individual, masiva y la posibilidad de aplicación de los procedimien­
tos acelerados. Se analizan los casos especiales de personas que 
padecen enajenación mental, menores no acompañados y mujeres 
refugiadas, con caral?teríticas propias, aparte del gran dilema que 
significa precisar y distinguir en los solicitantes de refugio a personas 
que son inmigrantes por rarones económicas y no acreedores del 
estatuto de refugiadQS. 

La Segunda Parte de este volumen está dedicado a las exposi­
ciones presentadaS en los Cursos dictados para el Servicio Nacional 
de Investigaciones de Chile y reúne los temas que dicen relación con 
la legislación chilena y la normativa internacional sobre Refugiados. 

Se inicia con el tema de Chile y el Derecho Internacional sobre 
los Refugiados, en que el especialista Hemán Quezada trata la larga 
tradición que presenta nuestro país con respecto a la institución del 
Asilo y lo ajeno que permanece nuestro país en relación al reco­
nocimiento de la condición de refugiado, poniendo énfasis en la 
importancia de distinguir entre el "otorgamiento de asilo" yel "reco­
nocimiento de la condición de refugiado". El autor señala la necesi­
dad de establecer normas de procedimento que permitan la 
aplicación de la Convención sobre el &tatuto de los Refugiados de 
1951 y el Protocolo de 1967, vigentes en Chile a partir de '1972, 
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considerando que en la actualidad "las normas dictadas son insufi­
cientes desde el punto de vista de los instrumentos internacionales 
sobre los refugiados y que ellas, además, confunden las instituciones 
del asilo y de la condición de refugiado, como si se tratare de concep­
tos sinónimos". 

El abogado Héctor Contreras, profesor del Instituto Superior 
de la Policía de Investigaciones describe la Legislación Migratoria. 
Desaflos y Necesidades, poniendo énfasis en la importancia del cono­
cimiento y difusión del Derecho de los Refugiados y la importancia 
que tiene para la Policía de Investigaciones de Chile que actúa como 
"organismo de control del ingreso, egreso y reingreso de personas al 
territorio nacional" y es importante señalar que en Chile "los refugia­
dos, como lo ha declarado nuestro Ministerio de Relaciones Exterio­
res, de cualquier procedencia gozan, sin discriminación, del 
tratamiento general que nuestra legislación otorga a todo extranje­
ro, asimilándolo prácticamente al nacional, en el disfrute de las 
garantías constitucionales y en todos los derechos civiles". 

La institución del Refugio. Fundamentos constitucionales chi­
lenos es analizada por el Asesor del Director General de la Policía 
de Investigaciones don Andrés Domínguez, quien señala que el Art. 
5 (reformado) de la Constitución Política de Chile obliga a otorgar 
prioridad a la articulación de las normas internas con las internacio­
nales y avanzar en la afirmación que sostiene que "la solidaridad 
internacional recibida, no se agradece, se retribuye". Justamente el 
refugio "es una institución que reúne a ambos ordenamientos" y se 
presenta ahora la oportunidad de aclarar las confusiones que ha 
presentado la tradición diplomática y evitar así los riesgos que invo­
lucran las precariedades de la legislación chilena sobre esta materia. 

El último trabajo de esta parte es de Virginia Trimarco y se 
refiere a Las soluciones permanente al problema de los Refugiados, 
considerando que con ellas "se contribuye a los procesos de estabili­
zación de las democracias tan frágiles, a veces, en nuestra América 
Latina", aun cuando la búsqueda de soluciones duraderas se centran 
en tres posibilidades: repatriación voluntaria, integración del refu­
giado al país de asilo y el reasentamiento. En este trabajo se analizan 
las ventajas e inconvenientes de cada una de ellas y se destaca que la 
repatriación voluntaria es "no sólo una solución sino un derecho, el 
derecho del retorno a la patria y a acogerse a la protección de su país 
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de origen que corresponde a todo refugiado" y expresa que el acuer-
do suscrito con el Gobierno de Chile en noviembre de 1990 por 
ACNUR y la OIM (Orgánización futernacional para las Migraciones) 
está cumpliendo co~eI.Manclato de. A.~NUR y facilita a los chilenos 
exiliados "el derecho inalienable de vivir en su patria asegurando que "o, ,_ 

esta tarea se realice en condiciones de seguridad, dignidad y. ':.' 
respeto", 

Como puede apreciarse, todos los aspectos del Derecho Inter­
nacional de los Refugiadqs y su relación con el derecho interno 
chileno han sido abordados, por destacados especialistas en este 
volumen. &peramos que ~Úl publicación sirva para cumplir con los 
objetivos de difusión en América Latina que se, tuvieron en vista al 
organizar esta actividad académica y, jUlltq ,COn reiterar nuestTo 
reconocimiento a los autores de cada uno de los temas presentados~ 
considero un grato deber dejar constancia de mis sentimientos de 
gratitud para con Ivonne Gondar y Magdalena Are,1Jano, quienes 
hicieron posible que este libro pueda ser editado. 

Significa un gran estímulo para el Instituto de &tudios In­
ternacionales de la Universidad de Chile el apoyo brindado por 
ACNUR para publicar este volumen y esperamos que contnbuya al 
mejor conocimiento, difusión y aplicación del Derecho Internaciq~ 
nal de los Refugiados, tanto en Chile como en los demás países de 
América Latina. 

Jeannette lrigoin. BafTenne 

Santiago de Chile, marzo 1993. 
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Palabras Inaugurales 

En nombre del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, es para mí un gran privilegio participar del primer curso 
de derecho internacional de refugiados organizado conjuntamente 
por el Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de 
Chile y por el ACNUR. Es éste un acontecimiento reconfortante en 
la medida en que se inscribe en el contexto de los esfuerzos de los 
sectores democráticos para enraÍzar el estado de derecho. Que la 
Sociedad Chilena de Derecho Internacional y la Corporación de 
Estudios Internacionales hayan patrocinado este curso nos alienta a 
todos a continuar una tarea encomendada por una convención inter­
nacional, la de 1951 y por su Protocolo adicional a los que Chile ha 
adherido desde 1972. Como lo veremos a lo largo de este seminario 
estos instrumentos establecen claramente las obligaciones de los 
estados signatarios en materia de protección a todos aquellos y todas 
aquellas que se han beneficiado con una tierra de asilo por haber 
sido víctimas de violaciones de sus legítimos derechos en su país de 
origen. 

El hecho que hayamos elegido tal marco para evocar el dere­
cho de los refugiados establece con precisión la naturaleza de nues­
tras preocupaciones. 

Sin duda hay una tendencia natural comprensible que asimila 
la ayuda a los refugiados a una actividad caritativa. El objetivo es sin 
embargo más complejo. 

El asilo ha tenido siempre sus raíces,fuertemente implantadas 
en la mejor tradición de la solidaridad del hombre para con su 
prójimo. La Iglesia, el templo religioso por excelencia, ha sido siem­
pre el refugio inviolable de los perseguidos. Un denominador común 
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de las civilizaciones dignas de ese nombre es el respeto del asilo que 
toda persona perseguida puede esperar fuera de su país de origen. 

Es impresionante constatar hoy la multitud de agencias de 
bien público no gubernamentales qQe se preocupan y luchan por el 
derecho de asilo. Estas agencias han jugado un rol excepCional para 
lograr que tal combate humanitario sea comprendido, apoyado, 
compartido por todos los sectores de la sociedad más allá de sus 
opiniones políticas stricto-sensu. Quisiera citar solamente un ejem­
plo sin duda conocido por algunos de los participantes de este curso. 
Después del g~lpe de estado de septiembre de 1973 en Chile, hubo 
en Europa, Como eriel resto del mundo, un rechazo unánime de la 
violencia que obligó a miles de chilenos a dejar su patria. Concreta­
mente, yo fui testigo en Francia de manifestaciones extraordinarias 
en favor de los exiliados chilenos que habían elegido Francia como 
tierra de asilo. Todos los partidos políticos de la derecha a la izquier­
da habían decidido apoyar el trabajo de acogida de numerosas agen­
cias tales como la ClMADE, France Terre d' Asile, la Cruz Roja y 
muchas otras en los lugares más lejanos de Francia. Tal unanimidad 
en favor de los_exiliados constituye un testimonio impresionante de 
la solidaridad de las sociedades humanas cuando se trata de defender 
los derechos ~el hombre. Hubiera podido evocar otros ejemplos que 
he observado' personalmente en Argentina, Italia, Yugoslavia, Arge­
lia, España, en los Países Escandinavos, conocidos por algunos de 
ustedes. Pero basta decir que cuando la historia lo exige, la solidari­
dad humana va más allá de las fronteras, es una realidad bien concre­
ta. Aun en el mismo seno de Chile durante los años de dictadura 
militar, agencias como la Vicaría de la Solidaridad y FASIC. tuvieron ,_ 
el coraje de ayudar a las familias de los exiliados y de colaborar con 
el ACNUR en su trabajo humanitario, estrictamente apolítico. En el 
nombre de la institución que represento deseo expresarles una vez 
más nuestro profundo agradecimiento. 

Pero que esa apreciación sobre la solidaridad humana no nos 
haga olvidar que la asistencia a los refugiados es un tema altamente 
jurídico. Tanto la Sociedad de las Naciones ,como la Organización de 
las Naciones Unidas han comprendido la n~idad de proteger al 
individuo que no puede gozar de la protección estatal de su país de 
origen. Millones de personas habían perdido esta protección estatal 
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o habían sido víctimas de poderes discriminatorios en el curso de lás 
dos guerras mundiales. El sistema multilateral de las Naciones Uni­
das tuvo el privilegio de inventar -si me permiten este vocablo- la 
institucionalización de la asistencia jurídica y material a los refugia­
dos, de codificar los derechos legítimos a los cuales debían tener 
acceso, de solicitar a los Estados adherir al respeto de esos derechos. 
Todos esos derechos han sido claramente enunciados en la Conven­
ción de 1951 yen su Protocolo adicional. Es por esto que insisto en 
decir que la asistencia a los refugiados no es un asunto de caridad 
sino un objetivo que todo estado de derecho debe integrar en su 
arsenal jurídico. 

Hemos vivido el fin de la década del 80 con plena furia. 
Habíamos pensado que por fm el hombre era el centro de interés de 
todas las políticas y sus derechos se tomaban inalienables como lo 
desean las constituciones democráticas. La cortina de hierro caía 
permitiendo a hombres y mujeres circular libremente. Los derechos 
del hombre se constituían en el parámetro inevitable de toda socie­
dad que se pretendiera respetable. Las dictaduras militares en 
América Latina cedían el lugar a los regímenes democráticos. Pero 
lamentablemente la terrible guerra de Medio Oriente para liberar a 
Kuwait, el trágico desmembramiento de Yugoslavia, anunciadora de 
otros problemas geopolíticos en Europa Central nos recuerdan la 
fragilidad del devenir del hombre. Y si me tomo la libertad de 
referirme a acontecimientos altamente políticos es porque todas las 
instituciones humanitarias como el Alto Comisionado de las Nacio­
nes Unidas para los Refugiados, la Cruz Roja Internacional, la 
Oficina del Coordinador de las Naciones Unidas para el Socorro en 
Casos de Desastre, y la Organización Internacional para las Migra­
ciones, se han visto directamente afectadas en sus objetivos, en su 
sueño de un mundo sin violencia. Como decía recientemente la Alta 
Comisionada señora Sadako Ogata, tenemos la neta impresión que 
la agenda de nuestro trabajo humanitario cotidiano se encuentra 
cada mañana en la primera página de los diarios. Por un lado debe­
mos correr para asistir a cientos de miles de personas que parten de 
Myanmar, Yugoslavia, Somalía. Y por otro lado hay millones de 
pefSonas que en 1992 esperan para regresar a sus casas en Mganis­
tán, Angola, Camboya, Etiopía, Mozambique, Sudáfrica, el Sahara 
Occidental. En América Central hemos desarrollado un modelo de 
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asistencia integrado al que contribuyen numerosas organizaciones 
internacionales y 'organizaciones no gubernamentales para qu~ los 
'refugiados y'los repatriados, las personas desplazadas, las comunida,. 
des de acogida reciban la ayuda que tienen el derecho de esperar de 
la comunidad internacional. ' 

Hoy nos alegramos que América Latina haya reencontrado el 
camino de la democracia aún cuando esta democracia parece estar 
aquí y allá en estado de convalescencia. Pero el mundo de los refu~ 
giados se compone de 17 millones y se despliega ~n todos los conti­
nentes. A esta c;ifra hay que agregar alrededor de 20 millones de 
personas desplazadas en el interior de sus propios países y que 
sufren los mismos problemas que los refugiados. Hace falta que los 
países permanezcan abiertos para recibirlos. En otras palabras hace 
falta la voluntad política de aplicar concientemente los dispositivos 
de la Convención de 1951 y de su Protocolo adicional de 1967. Es 
una forma de contribuir a través del planeta a la disminuci6n de 
situaciones COnflictivas: Por supuesto es importante preservar el 
carácter regional de las soluciones establecidas para ciertos proble-
mas. 

Pero es esencial señalar que el retomo al país natal constituye 
la mejor solución. Nosotros colaboramos desde hace dos años con la 
Oficina Nacional de Retomo que dirige con solvencia Jaime Espon­
da y la Organización Internacional para las Migraciones a fin de 
facilitar el retomo de chilenos exiliados desde hace varios años y que 
quieren regresar a su patria. Según la Oficina de Retorno aproxima­
damente 20.000 chilenos se han repatriado y nosotros estimamos en 
200.000 el número de aquellos que eligieron el exilío después del 
golpe de estado de septiembre de 1973. 

Numerosos gobiernos occidentales han puesto tanto corazón 
como solidaridad para financiar la repatriación como para apoyar a , 
los chilenos durante los años duros del exilio. Es auténticamepte 
legítimo recordarlo durante este curso y renovar a estos gobiernos 
nuestros sentimientos de gratitud. 

Tendremos tres días para pasar revista a los, derechos de los 
refugiados, para recordar que Chile es signatario de la Convención 
de 1951 y su Protocolo adicional de 1967. Mis colegas tendrán la 
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oportunidad de analizar con todos ustedes el camino que queda por 
recorrer para que esta Convención sea totalmente aplicada en el 
territorio chileno. Nos daremos así cuenta que falta una legislación 
nacional a fm de que las autoridades competentes apliquen las 
disposiciones previstas por el instrumento internacional. Gracias a 
los intercambios mantenidos por nuestra Representante en Santiago 
con el Gobierno, sabemos que hay una predisposición natural de 
este último para que Chile reencuentre su condición de país de asilo 
más conforme a sus tradiciones de hospitalidad. Estoy seguro que 
este curso nos acercará a esta situación jurídica clara y generosa. 

Les agradezco su participación y les deseo resultados fructífe-
ros~ 

Mohammed Benamar .. 

• Representante Regional para el Sur de América Latina, del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados. 
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1992 parece ser un año propicio para que, con la serenidad que sigue 
a las alteraciones, conversemos sobre el Derecho Internacional de 
los Refugiados. . 

Por de pronto, porque el 24 de octubre próximo se cumplen 
150 años del fallecimiento, en el exilio, en Lima, Perú, del Padre de 
la Patria, Libertador Bernardo O'Higgins. Ello es motivo más que 
suficiente para que la Nación toda reflexione sobre el fenómeno del 
destierro, extrañamiento, exilio, refugio o como se le denomine a la 
situación en la cual un ciudadano no puede ...:.por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, sociales o políticos o por situaciones de gene­
ralizada violencia o violación de los derechos humanos-, ser acogido 
por su Patria, al ser rechazado por ésta, provocándole el dolor que a 
un hijo le originaría el ser negado por su madre. 

El exilio o el refugio se halla, en consecuencia, en el origen de 
nuestro Estado. 

Quizás, por lo mismo, a partir de la estabilización política de 
Chile en el siglo pasado, nuestra tierra fue de asilo -el asilo contra la 
opresión como dice nuestro Himno Nacional- lo cual se expresó 
constantemente en nuestro ordenamiento jurídico y hoy ello se 
manifiesta en especial en la incorporación a nuestro Derecho Inter­
no de la Convención sobre Asilo Político de Montevideo de 1933, de 
la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su 
Protocolo Adicional de 1967 y de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos de 1969. Cabe aquí aludir al artículo 5° de la 
Constitución Política de la República, que le asigna a los tratados 
sobre Derechos Humanos un valor jurídico de orden constitucional, 
10 cual le confiere a la incorporación a que nos hemos referido una 
especial significación. 

Por otra parte, habiéndose cumplido ya dos años de gobierno 
democrático, es útil evaluar, aunque no sea más que de manera 
preliminar, la política que se ha seguido respecto de los refugiados 
chilenos en otras latitudes. 
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En el período comprendido entre e11! de septiembre de 1973 
yel año 1988, miles de chilenos (no menos de 160.000 personas) 
abandonaron el país, forzados por motivos de orden político o eco­
nómico. Se trata, por tanto, de un tema que toca de lleno el corazón 
de los chilenos. 

En esta perspectiva y conforme a lo expuesto en su programa, 
el Gobierno democrático ha desarrollado una activa política destina­
da a promover el retomo de los exiliados, buscando crear las posibi­
lidades para su plena reinserción. Como lo ha señalado S.S. Juan 
Pablo n, "la acogida en otros pueblos no puede ser nunca la respues­
ta definitiva a la situación de estas gentes. Tienen derecho a volver a 
sus raíces, a regresar a su país de origen con su soberanía nacional y 
su derecho a la independencia y la autodeterminación; tiencn dere­
cho al conjunto de relaciones culturales y espirituales que los ali­
mentan y los sostienen como seres humanos" (Bangkok, 1984). 

El actual Derecho Internacional de los Refugiados está pre­
sentando, entonces, una novedosa faceta, a saber, cómo cumple la 
Patria su obligación de volver a acoger a sus hijos. Chile procura 
cumplir ese imperativo moral. 

Tal situación deriva de que la mera derogación de aquellas 
normas jurídicas que originaron el exilio político, no significa, sin 
embargo, la desaparición de sus consecuencias. A las secuelas pro­
pias de la residencia obligada en otro país, se agregan las dificultades 
que, actualmente, presenta a los retornados su readaptación a la 
comunidad nacional, especialmente en los ámbitos psico-social, la­
boral y cultural. 

El Gobierno considera que la migración forzosa de miles de 
chilenos es, en principio, responsabilidad de la sociedad toda y, por 
tanto, la reparación de los daños originados deberá ser asumida 
solidariamente por toda la comunidad, que debe acoger a quienes 
retornan. Sin embargo, al Gobierno le corresponde asumir el rol 
promotor de las políticas destinadas a garantizar su reinserci6n. 

Esta reparación debe otorgarse respetando el principio de 
igualdad, en armonía con las normas generales que rigen para todos 
los habitantes del país y de acuerdo a los recursos financieros dispo­
nibles, a fin de que los migrantes forzosos puedan participar, en 
igualdad de condiciones, de las posibilidades y sacrificios que el país 
les ofrece y demanda en su etapa de reconstitución democrática. 
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Con el objeto de afrontar la soluci6n de los proble~as defiva­
dos del exilio, se cre6la Oficina Nacional de Retomo, encarga<ia de .. 
todo lo referente al "Programa de Retomo y Reinserci6n". Se estima 
que en el período del Gobierno del Presidente Aylwin retornarán a 
Chile ~Jrededor de 20.000 personas, habiendo la Oficina Nacional de 
Retomo ateíididoya a 5.491 familias retornadas. ; . , 

Pero, además, el Gobierno consider6 que, para la so1uci6nde . 
los problemas derivados del exilio, era necesario el aporte de orga-·· 
Dismos internacionales especializados, como el ACNUR y la OIM, la. 
cooperaci6n de los gobiernos que otorgaron acogida a tantos chile~ 
nos y la dictaci6n de medidas de orden legal y administrativo. 

y así, con el fin de incentivar el retorno,. se están negociando 
convenios de seguridad social con varios países, como por ejemplo .. 
con Francia y Suiza, y se· han suscrito sendos convenios con el 
ACNUR y la OIM. 

En el orden legislativo, se han dictado las leyes sobre recono.":, 
cimiento de títulos profesionales y sobre franquicias aduaneras. Al 
mismo tiempo, se han ido solucionando vitales:problemas como el de 
la nacionalidad de los chilenos nacionaJizados en países extranjeros, 
la residericia de los faI11iliares exiliados, el ingreso de los hijos de los 
exiliados a las universidades chilenas, la previsi6n de salud para 
todos los retornados, su reinserci6n laboral y el de la incorporaci6n 
escolar de los niños. Menci6n especial merece el problema de la 
nacionalidad que afecta a numerosos hijos de exiliados, razón por la 
cual se ha enviado al Congreso Nacional un proyecto de reforma 
constitucional destinado a eliminar el requisito de residencia de un 
año en Chile para los hijos de chilenos nacidos en el extranjero. 

Quedan, empero, dos situaciones pendientes. La primera dice 
relaci6n con los chilenos que, habiendo encontrado refugio en otras 
latitudes, desean permanecer en d extranjero. El problema radica, 
respecto de ellos, por una parte, en CÓmo lograr que, junto a sus 
descendientes, continúen vinculados a Chile como lo están tantos 
descendientes europeos con sus respectivos países y, por la otra, 
cómo ayudar para que los países de refugio les otorguen un adecua­
do régimen jurídico que sustituya al de refugiado. 

La segunda situaci6n pendiente se refiere a la necesidad de 
volver, una vez que la Patria se ha reconciliado consigo misma 
acogiendo nuevamente a todos los suyos, a la vieja y noble tradici6n 
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de ser una tierra de asilo. Para ello no basta, en razón de la experien­
cia recogida, con sostener la hospitalidad sólo en el carácter del 
chileno y en los convenios aludidos al comienzo. Es necesario com­
prender que los refugiados no reciben limosnas sino que ejercen un 
derecho. De allí que, acogiendo la sugerencia del ACNUR, el Go­
bierno ha decidido comenzar los estudios para la dictación de una 
legislación nacional y moderna sobre las migraciones y en particular 
sobre los refugiados, lo cual permitirá, entre otras cosas, la aplica­
ción eficiente del Derecho Internacional de los Refugiados. 

Al participar en este Seminario se nos otorga la oportunidad 
de conocer de un Derecho que en nuestra historia ha significado el 
alivio para tantos perseguidos. Por ello es un Derecho vivo, vital, 
vigoroso, pero, al mismo tiempo, susceptible de peñeccionarse para 
hacer de este planeta una gran Patria donde sean cobijados como la 
madre lo hace con todos sus hijos. 

Eduardo Vio Grossi • 

* Director de Asuntos JurídiCOli, Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile. Miembro del 
Comité J\lrídico Interamericano de la Organización de Estados Americanos (ORA). 
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Es un honor para el Instituto de Estudios Internacionales de la 
Universidad de Chile, dar inicio en esta fecha a un Curso sobre 
Derecho Internacional de los Refugiados. 

La iniciativa del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados a través de su Representante en Chile, la Sra. 
Virginia Trimarco, ha sido fuente de especial estímulo para trabajar 
en esta materia, junto al grupo de distinguidos colaboradores que 
hoy día nos acompañan. 

El Curso nos recuerda la estrecha vinculación entre los fenó­
menos políticos, históricos y sociales y las fuentes materiales del 
Derecho Internacional, cuyo estudio acoge esta área dinámica de las 
relaciones jurídicas internacionales. 

Como es de conocimiento de todos nosotros, el Derecho In­
ternacional se crea, desarrolla, fortalece y actúa en un mundo ex­
traordinariamente cambiante y fluido, recibiendo desde el tema de 
los refugiados, interrogantes y problemas en que su oportunidad y 
eficacia etá siempre puesta a prueha. Derecho universal y derecho 
regional aparecen en la práctica a través de principios o esquemas 
que compiten o se armonizan, en la búsqueda de soluciones general­
mente aceptables para resolver la situación de los refugiados. 

En el contexto latinoamericano, la situación de los refugiados 
ha constituido una materia de especial urgencia y, los especialistas 
afirman que ha habido un desarrollo del Derecho aplicable, surgien­
do nuevos principios y defIniciones que tienen fuerza obligatoria.' 
&te es un punto que esperamos ampliar en el desarrollo de este 
programa. 

Por otra parte, la importancia para el ámbito interno de los 
propios Estados, tanto en cuanto a sus instituciones como para los 
diferentes actores involucrados, ofrece una dimensión particular­
mente rica para los estudios del Derecho. Las tareas propias del 
Derecho Internacional de los Refugiados, expresadas en los concep-
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tos de asistencia, protección y búsqueda de soluciones, demandan 
mayor eficacia a las instituciones jurídicas. 

La falta de capacidad para que los propios Estados enfrenten 
y resuelvan estas materias con independencia del marco internacio­
nal, siendo muchas veces ellos mismos el origen o la circunstancia 
que explica su gravedad, hace más relevante la función del A1to 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, por su 
calidad de ente independiente de perspectivas políticas contingentes 
y responsable dentro del vasto campo de la labor humanitaria inter­
nacional. 

Esperamos iniciar de este modo una línea de trabajo docente 
que nos permita en un futuro mediato, ofrecerla como una actividad 
tradicional de enseñanza abierta a la comunidad nacional, sobre los 
desarrollos que vaya alcanzando la teoría y la práctica en el Derecho 
Internacional de los Refugiados. 

En nombre del Instituto, doy la más cordial bienvenida a los 
participantes extranjeros y nacionales y, agradezco en la persona del 
Sr. Mohamed Benamar, el valioso apoyo y la contribución del 
ACNUR para el éxito de esta iniciativa que esperamos prolongar. 

Maria Teresa Infante Caffi • 

• Profesora de Derecho Internacional. Directora del Instituto de Estudios Internacionales 
de la Universidad de Chile. 
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El Derecho Internacional de los Refugiados 
en su relación con los Derechos Humanos 

y en su Evolución Histórica 

Jaime Ruiz de Santiago * 

Síntesis 

Se trata de hacer una comparación entre el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional de los Refu­
giados, tanto a nivel universal como regional americano. 

Al tratar el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
a Nivel Universal se estudian los principales instrumentos conven­
cionales y no-convencionales, entre los cuales el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos, perfeccionado por su Proto­
colo Facultativo. Ello se completa con una presentación de los 
procedimientos establecidos por la resolución 1235 de 1967 y la 
resolución 1503 de 1970 de la Comisión de Derechos Humanos. 

El Sistema Americano de Derechos Humanos es presentado 
en su evolución histórica y en los mecanismos previstos por la Decla­
ración Américana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948, la 
Carta Americana de Garantías Sociales de 1948, la Convención 
Americana de Derechos Humanos (o Pacto de San José) de 1969 y 
el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

" Encargado de Misión de ACNUR en Brasil. 
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Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultura­
les (o Protocolo del Salvador) de 1988. 

En lo que respecta al Derecho Universal de los Refugiados se 
analiza la evolución seguida a partir de la creación de la Sociedad de 
Naciones y la meritoria labor realizada por Fridtjof Nansen, para 
pasar a continuación a la creación de la Organización Internacional 
de los Refugiados (1947) ya en el seno de la ONU y las labores que 
fueron continuadas por la Oficina del AIt~, Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (1950). El ACNUR es estudia­
do a través del mandato encomendado por la Asamblea General de 
la ONU y a través de sus dos grandes instrumentos convencionales: 
la Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugia­
dos y el Protocolo de 1967. Se destacan los aspectos que dan relevan­
cia a estos instrumentos en el mundo contemporáneo. 

Por último, se presenta la evolución que ha tenido el Derecho 
de los Refugiados en el continente americano. La institución univer­
sal del refugio coexiste con aquella del asilo, las que aparecen en su 
carácter complementario. A partir de 1970 se analizan los fenóme­
nos que prepararon la "definición ampliada", de la Declaración de 
Cartagena de 1984 y las características que ha tenido la problemática 
de los "refugiados, repatriados y desplazados" en su evolución poste­
rior, tanto en México y en Centro-América como en el Sur del 
continente. Se analizan las resoluciones de la OEA más recientes en 
la materia y los problemas que existen hoy día. 

l. La protección jurídica internacional de la persona 
humana a nivel universal 

1.- No hace mucho tiempo se recordaban en e.-;te mismo 
forollas nuevas dimensiones en la protección jurídica del individuo, 
lo que confirma la importante observación realizada por A Verdross 
en el capítulo de su "Derecho Internacional Público" dedicado a "Las 
Innovaciones más importantes del Derecho Internacional desde la 
Organización de la Comunidad internacional".2 En efecto, en esas 
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estimulantes páginas señala el Prof. Verdross la importancia que 
poseen tres áreas que han sido sumamente fecundas en el Derecho 
Internacional Organizado: la prohibición de la autotutela violenta, 
el derecho de autodeterminación de los pueblos y la protección de la 
persona humana. 

En la presente ocasión no nos interesa referirnos a los dos 
primeros temas, en tanto que el tercero merece ser analizado con un 
cierto cuidado. 

2.- Es evidente que la protección jurídica de la persona 
humana corresponde primeramente al Estado al cual pertenece y a 
esta obligación el Estado no puede renunciar. 

La evolución del Derecho Constitucional permite ver cómo, si 
la percepción primera fue en el sentido de que los diversos ordena­
mientos constitucionales tenían como misión la de organizar al Esta­
do, establecer sus diversos poderes y señalar las tareas propias de 
cada uno de ellos, pronto se percibió también que en esa organiza­
ción del Estado era necesario destacar los derechos fundamentales 
de la persona humana que requieren ser proclamados y debidamente 
garantizados. Derechos básicos de la persona humana de naturaleza 
civil y política, pero igualmente de naturaleza económica, social y 
cultural. Es de este modo, por ejemplo, que la Constitución de 
México de 1917 consagra, bajo el rubro de "Garantías Individuales" 
una serie de derechos humanos que abarcan aquellos de naturaleza 
social y económica. Lo mismo acontece con la Constitución Política 
de la República de Chile de 1980, cuyo Capítulo III se dedica a °Los 
Derechos y Deberes Constitucionales". 

3.- Aunque el reconocimiento y protección de los derechos 
humanos básicos pertenece al Estado, el siglo XX ha sido testigo de 
que con alarmante frecuencia el Estado no sólo no cumple con esta 
tarea sino que se convierte con frecuencia en agente de violación de 
los mismos. 

Fueron los acontecimientos que provocaron la Segunda Gue­
rra Mundial los que hicieron patente tan dramático hecho. Millones 
de vidas fueron el trágico saldo de los excesos cometidos por diferen­
tes Estados convertidos en auténticos verdugos. 
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Por ello cuando nació en 1945 la Organización de las Naciones 
Unidas, el tema de los derechos humanos aparece en su carta funda­
cional de manera repetida. 

Desde un principio la Carta de la ONU declara: "Nosotros los 
pueblos de las Naciones Unidas determinados ... a reafirmar la fe en 
los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y valor de la 
persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y 
de naciones grandes y pequeñas ... 11 (Pár. 2). 

El artículo 1 establece como propósito de las Naciones Unidas 
"lograr la cooperación internacional al resolver problemas interna­
cionales de carácter económico, social, cultural o humanitario~ pro­
moviendo y favoreciendo el respeto por los derechos humanos y por 
las libertades fundamentales para todos sin distinción de raza, sexo, 
idioma o religión" (Art. 1.3.). : 

A la Asamblea General se le encomienda ""iniciar estudios y 
hacer recomendacionés con el propósito de ... asistir en la realiza­
ción de los derechos humanos y de las libertades fundamentales para 
todos" (Art. 13). 

Al tratar en el Cap. IX la "Cooperación Internacional Econó­
mica y Social", se afirma que, "con intención de crear condiciones de 
estabilidad y bienestar que son necesarias para las relaciones pacífi­
cas y amistosas entre las naciones basadas en el principio de la 
igualdad de derechos y la autodeterminación de los pueblos, las 
Naciones Unidas promoverán ... el respeto universal y el cumpli­
miento de los derechos humanos y las libertades fundamentales para 
todos" (Art. 55), de modo que "todos los Miembros se comprometen 
a tomar acciones conjunta y separadamente en cooperación con la 
Organización para la realización de los propósitos mencionados 
anteriormente" (Art. 56). 

4.- Fue así como se inició propiamente lo que puede deno­
minarse "internacionalización de los Derechos Humanos" y que hace 
ver el error de aquellas posturas que, como la soviética, opinan que 
la materia de Derechos Humanos es una de las comprendidas en la 
famosa fracción 7 del artículo 2 de la Carta, el cual establece que 
"Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas 
a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción 
interna de los Estados, ni obligará a los Miembros a someter dichos 
asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta". 
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Con razón asienta Héctor Gros Espiell que "el fenómeno 
de la internacionalización de la cuestión de los derechos 
humanos, manifestación específica de la actual internacio­
nalización de muchos de los asuntos considerados tradicio­
nalmente como pertenecientes a la jurisdicción interna y 
de la ampliación conceptual o material, también llamada 
vertical, del contenido del Derecho Internacional, ha 
hecho que el asunto de la protección y garantía de los 
derechos del hombre, sin dejar de ser una materia esencial­
mente regulada por el Derecho Interno, haya pasado a ser 
una materia propia del Derecho Internacional. De tal mo­
do, nadie puede poner en duda hoy el hecho de que la 
materia relativa a los derechos humanos está regulada, por 
10 menos parcialmente, por el Derecho.Internacional, ra­
zón por la cual constituiría un absurdo y una negación, no 
sólo del Derecho, sino de la realidad internacional vigente, 
sostener que constituye un sector absolutamente reservado 
y propio de la jurisdicción interna de los Estados".3 
Es interesante observar, a pesar de 10 anterior, 10 que señala 

Verdross de que "aunque este principio haya sido reconocido por la 
Carta de la ONU, su puesta en práctica se encuentra todavía en sus 
comienzos".4 

5.- Si los Derechos Humanos conocen una internacionaliza­
ción constante yen progreso, no se debe olvidar, sin embargo, que la 
protección jurídica internacional de los mismos continúa poseyendo 
un carácter subsidiario de la protección internacional. En esta mate­
ria se debe cumplir con el principio "de definitividad", por el cual es 
necesario agotar los recursos internos antes de acudir a la jurisdic­
ción internacional. El tema ha sido abundantemente analizado por 
el Prof. Antonio Augusto Cangado Trindade,s quien afirma que 

"la superación del viejo obstáculo de la objeción con 
fundamento en el llamado dominio reservado de los Esta­
dos se acompaña del gradual reconocimiento y la cristali­
zación de la capacidad procesal internacional de los 
individuos, paralelo a la gradual atribución o afirmación de 
la capacidad de actuar de los órganos de supervisión inter­
nacional. El gradual reconocimiento por los Estados de la 
naturaleza subsidiaria de los procedimientos internaciona-
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naturaleza subsidiaria dé los procedimientos internaciona­
les de solución de supuestas violaciones de los derechos 
humanos cOntribuyó considerablemente para hacéf'pOsible 
el progreso en es~a área. Los individuos pasaron 'a'póder 
ejercer derechos que emanan directamente del derecho 
internaciona!, (droit des gens); cuya implementación habría 
de inspirarsé' o fortalecerse en la noción de la garantía 
colectiva de los derechos' consagrados. Se 'volvió patente, 
en la operación de tal sistema de protección internacional, 
el reconocimiento deque'los derechos humanos protegi­
dos son inherentes a la persona humana y no derivan del 
Estado".6 

6.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Carta Funda­
cional de la ONU, se dispuso la creación de una Comisión de Dere­
chos Humanos, que de inmediato se entregó a la tarea de preparar 
el texto de una Resolución sobre Derechos Humanos, al igual que 
una Convención sobre su protección. ' 

Fue ,de este modo que la Comisión realizó la que sería la 
famosa Resolución 217A (III) del 10 de Diciembre de 1948, más 
conocida como "Declaración Universal de Derechos Humanos", que 
contiene un largo Preámbulo y 30 Artículos. 

El clima político en el que se vivía en ese momento hacía 
imposible, tras al texto de la Carta de la ONU, pensar en un texto 
convencional que constriñese a los Estados. Por ello fue que se 
pensó en la posibilidad de una Resolución, la que ha hecho nacer 
muchos debates en torno a su 0bligatoriedad. Acerca de este tema es 
necesario recordar que la evolución que la materia de los Derechos 
Humanos ha tenido a partir de 1948, señala una aceptación por 
parte de todos los Estados, de los principios, criterios e ideas que 
aparecen en la Declaración de 1948. En aquella época 48 E~tados 
acogieron decididamente tal Resolución, no existió ningún voto en 
contra y hubo 8 abstenciones, consecuencia de muy importantes 
reservas y salvedades expuestas durante la elaboración del documen­
to. El día de hoy se puede afirmar que todos los Estados que compo­
nen la Comunidad Int~rnacional aceptan, sin reticencias ni reservas 
te6ricas, tal Declaración. Existen, por otra parte, otras resoluciones 
de las Naciones Unidas que afirman la obligatoriedad jurídica de la 
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Resolución 217, en especial la Proclamación de Teherán, adoptada 
en 1968, sin ninguna oposición por más de 120 Estados, cuyo párrafo 
2 "Declara solemnemente obligatoria para la Comunidad Interna­
cionalla Declaración Universal de Derechos Humanos". 

7.- La Declaración Universal de Derechos Humanos tuvo la 
ventaja, además de enunciar con claridad una serie de derechos 
humanos fundamentales, de permitir un lenguaje común entre los 
diferentes miembros de la Comunidad Internacional. 

El punto es de interés, pues es evidente que al adoptarse la 
Declaración o al adherirse a ella, los Estados suelen tener diferentes 
concepciones teóricas acerca del sentido de los derechos enuncia­
dos. En este sentido se puede decir que no es a nivel teórico que se . 
establece el acuerdo de los Estados. Diferentes filosofías que, sin 
embargo, se ponen de acuerdo al nivel de las conclusiones prácticas, 
tal como lo muestra Jacques Maritain al hablar de la Declaración de 
1948, la que prueba que 

"no es fácil, pero es posible establecer una formulación 
común de tales conclusiones prácticas o, en otras palabras, 
de los diversos derechos que el hombre posee en su exis­
tencia individual y social. Pero sería inútil buscar una co­
mún justificación racional de esas conclusiones prácticas y 
de esos derechos. Si así lo hiciéramos, correríamos el riesgo 
de imponer una dogmática arbitraria o bien ser detenidos 
por diferencias irreconciliables. La cuestión que aquí se 
plantea es aquella del acuerdo práctico entre hombres que 
están opuestos los unos a íos otros en el nivel teórico". 

"En este sentido aquí nos encontramos ante la siguiente 
paradoja: las justificaciones racionales son indispensables, 
pero al mismo tiempo son incapaces para crear un acuerdo 
entre los hombres. Son indispensables, porque cada uno de 
nosotros cree instintivamente en la verdad y no quiere dar 
su consentimiento más que a aquello que ha reconocido 
como verdadero y válido racionalmente. Pero las justifica­
ciones racionales son incapaces para crear un acuerdo en­
tre los hombres porque son fundamentalmente diferentes, 
e inclusive opuestas. ¿Puede uno ser sorprendido por esto? 
Los problemas planteados por las justificaciones racionales 
son arduos, y las tradiciones filosóficas de las cuales derivan 
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tales justificaciones se encuentran desde hace mucho tiem-
po en conflicto".' , 

Este acuerdo a nivel práéti~ vale igualmente pata las n~io'~ 
nes que expresan valo~es morales y qué aparecen, por ejemplo, en la 

, . f "" • -"~',., , ,.,.' , ,'. ' 

Carta fundacional de la ONU de, 19"l5. En este sentido el estudio de 
Héctor Gros EsPiell "Derechos Humanos: Etica, Der~cho y polítr~' 
ca"s reviste esp~ial importancia. En él muestra, con múltiples ejem­
plos, que "El Derecho de los derechos humanos ha de fundarse y se 
funda efectivamente, en una moral, sin' la cual ,no le es posible 
sustentarse y no puede aplicarse eficazmente". Instituciones y con~: 
ceptos -tales como la idea de justicia, de paz, de buena fe, el princi­
pio "Pacta sunt servanda", la noción de abuso del derecho- que 
ejemplifican el reenvío por parte del derecho a conceptos morales,: 
cuya acepción sólo puede ser dada por la ética, pero en los cuales los 
hombres se ponen de acuerdo a nivel práctico, no en aquel ·de 
fundamentacióq teórica. 

8.- Tras la aprobación de la Declaración de Derechos .Ru­
manos, ,el Consejo Económico y Social, a través de la Comisión de 
Derechos Humanos, elaboró dos proyectos' que. servirían para esta­
blecer deberes convencionales para los Estados relativos a Derechos 
Humanos. Tales proyectos fueron aprobados por la Asamblea Ge­
neral el 16 de diciembre de 1966, sin ningún voto en contra, y llevan 
el nombre de "Pactos~1 (Convenants) para destacar la solemnidad 
que poseen. El primero, el Pacto Internacional de Derechos Econ6-
micos, Sociales y Culturales, entr6 en vigor el3 de Enero de 1976, en 
tanto el segundo, el Pacto Internacional de Derech9.5·dviles y Polí­
ticos, lo hizo el 23 de marzo de 1976. 

Resulta interesante destacar que si la Declaración Universal 
fue aprobada en 1948, habían de pasar casi 20 años antes de que Jos 
Estados integrantes de la comunidad internacional organizada apro­
basen los textos de instrumentos convencionales relativos a la mate­
ría, y que pasaron casi 30 años antes de que tales convenciones 
pudiesen entrar en vigor. También debe señalarse que fue imposible 
elaborar un único instrumento convencional y que los intereses de 
los diferentes Estados llevaron a la elaboración de dos instrumentos 
convencionales. 
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La duaÍidad de instrumentos llevó pronto a plantear el proble­
ma de la relación existente entre los Derechos Civiles y Políticos y 
los Económicos, Sociales y Culturales. La Asamblea General de la 
ONU adoptó en 1977 una resolución relativa a los criterios y medios 
para mejorar el goce de los derechos humanos y las libertades funda­
mentales, resolución aprobada por 126 votos a favor, ninguno en 
contra y 11 abstenciones (10 países de Europa Occidental y Estados 
Unidos), que dice en sus primeros apartados: 

"Decide que el enfoque de la labor futura del sistema de 
las Naciones Unidas, respecto a las cuestiones de.derechos 
humanos, deberá tener en cuenta los conceptos siguientes: 
a) Todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
son indivisibles e interdependientes; deberá prestarse la 
misma atención y urgente consideración tanto a la aplica­
ción, la promoción y la protección de Jos derechos civiles y 
políticos, corno a las de los derechos econ6micos, sociales y 
culturales. b) La plena realización de los dere,chos civiles y 
políticos sin el goce de los derechos económicos, sociales y 
culturales resulta imposible; la consecución de un progreso 
duradero en la aplicación de los derechos humanos.,depen­
de de unas buenas y eficaces políticas nacionales e interna-, 
cionales de desarrollo económico-social, corno se réconocé 
en la Proclamación de Teherán (1968). c) Todos los dere­
chos humanos y las libertades fundamentales de la persona 
humana y de los pueblos son inalienables ... " 

En ese sentido Antonio A Can~ado Trindade afirma que 
"Las mencionadas "categorías" de derechos (civiles y políti­
cos y económicos, sociales y culturales), com plementarios y 
no concurrentes, con variaciones en su formulación, pue­
den ser adecuadamente examinadas a la luz de la unidad 
fundamental de la concepción de los Derechos Humanos. 
Pronto se hizo evidente que tal unidad conceptual -y tal 
indivisibilidad- de los derechos humanos, todos ellos inhe­
rentes a la persona humana, en la cual encuentran su últi­
mo punto de convergencia, trascendía las formulaciones 
diversas de los derechos reconocidos en diferentes instru­
mentos al igual que en los respectivos y múltiples mecanis­
mos o procedimientos de implementación".9 
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9.- Los Pactos, en efecto, establecen procedimientos d,e 
control de los Derechos consagrados, procedimientos que son dife­
rentes y que se corresponden con la naturaleza propia de los dere~ 
chos protegidos. 

Ya no sólo se enuncian derechos, se crean mecanismos para 
hacerlos efectivos, estableciendo procedimientos a los que se puede 
recurrir en caso de posible violación. &tá en juego la eficacia en la 
protección de los derechos establecidos.IO 

10.- El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Cultura­
les posee una naturaleza específica, a la que se hace referencia en el 
Art. 2.1.: 

"Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se 
compromete a adoptar medidas, tanto por separado como 
mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de 
los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, 
por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los 
derechos aquí reconocidos". 

El párrafo destaca la obligación que tienen los &tados Partes 
de adoptar las medidas que garanticen el disfrute de estos derechos 
-lo cual evoca la idea de prestaciones positivas-, el condicionamien­
to que supone tal disfrute y su progresividad. 

Para ello los Estados Partes tienen la obligación de presentar 
"informes sobre las medidas que hayan adoptado y los progresos 
realizados, con el fin de asegurar el respeto de los derechos recono­
cidos" en el Pacto (Art. 16.1). El Pacto fija con detalle el sistema 
referente al envío de tales informes, su tramitación y consideración 
por el Consejo Económico y Social (Art. 16.2) y eventualmente por 
la Comisión de Derechos Humanos (Art. 19). 

En 1985 el Consejo Económico y Social -integrado por 54 
miembros- estableció un Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, formado por 18 expertos de reconocida competencia 
en )a esfera de los derechos humanos que actúan a título personaL 
Sus miembros son elegidos por el Consejo para un período de cuatro 
años mediante votación secreta, partiendo de una lista presentada 
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por los Btados Partes en el Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales. 

Las funciones del Comité están relacionadas con la aplicación 
del Pacto. El Comité examina los informes de los Estados Partes 
sobre las medidas que han adoptado y los progresos que han realiza­
do en la promoción de los derechos reconocidos en el Pacto, y presta 
asistencia al Consejo Económico y Social en el desempeño de sus 
funciones de supervisión relativas al Pacto, formulando para ello 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el 
examen de los informes presentados por los Estados Partes y los 
organismos especializados interesados. 

Los representantes de los Estados Partes en el Pacto de Dere­
chos Económicos, Sociales y Culturales pueden asistir a las reunio­
nes del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
cuando se examinan sus informes, hacer declaraciones sobre los 
informes de sus E'itados y responder a las preguntas planteadas por 
los miembros del Comité. 

El Comité realiza un período de st:::siones al año en la Oficina 
de las Naciones Unidas en Ginebra. 

Para finalizar cabe señalar que actualmente son 105 los E'ita­
dos Partes en el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Cultura­
les. l1 

11.- Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos establece en el Artículo 201.: 

"Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se 
compromete a respetar ya garantizar a todos 108 individuos 
que se encuentren en su territor~o y estén sujetos a su 
jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pac­
to, sin distinción de raza, color, sexo, idioma, religión, opi­
nión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social". 

Ello significa que, de acuerdo con este Pacto, el Estado debe 
tener, respecto de los derechos civiles y políticos, una actitud de 
respeto y garantía, requiriendo esta última una serie de prestaciones 
positivas en los órdenes legislativo, ejecutivo y judicial. Mas, como la 
obligación de respeto y garantía no depende de condicionamientos, 
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es posible que su control no sólo se lleve a cabo por vía de informes 
sino también que su .prQtección se logre a través de reclámaciones. 

El Pacto 'establece tres procedimientos de protección de los 
derechos civiles y políticos! uno es obligatorio y dos son optativos. El 
obligatorio Consiste en la presentación de informes "sobre las dispo. 
siciones que Oos Estados) hayan adoptado y que den efecto a los 
derechos reConocidos en el Pacto" (Art. 40), los cuales deben pre­
sentarse a un Comité de Derechos Humanos (Art. 28), que es 
diferente de la Comisión de Derechos Humanos, y que se integra 
por 18 personas que actúan a título personal y son elegidos por 
cuatro años por una conferencia de los Estados Partes en el Pactó~ 
U~ resumen de los mismos se hace público en el informe del Comité 
.\1 COnsejo Económico y Social y a la Asamblea General. 

" Por ello las funciones del Comité, según se dice en los artícu-
los 40 a 45 del Pacto, son: estudiar los informes sobre las disposicio­
nes que los Estados Partes hayan adoptado para dar efecto a 'los 
derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso realizado en 
cuanto ai disfrute de esos derechos; transmitir sus informes y los 
comentarios generales que estimen oportunos a los Estados Partes; 
cumplir con ciertas funciones a fin de solucionar controversias entre 
los Estados Partes en lo relativo a la aplicación del Pacto, siempre 
que esas partes hayan reconocido la competencia del Comité a ese 
efecto; y, cuando sea necesario, establecer una comisión "ad hoc" de 
conciliación para poner a disposición de los Estados Partes sus 
buenos oficios en una controversia relativa a la aplicación del Pacto, 
a fin de llegar a una solución amistosa del asunto basada en el 
respeto del Pacto. Esta comisión deberá presentar un informe al 
Presidente del Comité a más tardar 12 meses después de haber 
tomado conocimiento del asunto, para que sea transmitido a los 
Estados Partes interesados. 

Además de este procedimiento obligatorio existen, como he­
mos dicho, dos procedimientos opcionales que se ponen en marcha 
en virtud de reclamaciones. El primero, que por su naturaleza ha 
sido muy poco efectivo, se da por la reclamación que hace un Estado 
Parte de que otro Estado Parte no ha cumplido con las obligaciones 
del Pacto (Art. 41), siempre que uno y otro hayan aceptado la 
competencia del Comité de Derechos Humanos a este respecto. El 
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segundo existe por reclamaciones individuales de las personas que 
hayan sido víctimas de las violaciones del Pacto, lo cual es posible 
sólo si el &tado demandado ha expresado su consentimiento en 
obligarse a través del Protocolo Facultativo del Pacto, que establece 
la competencia del Comité de Derechos Humanos a este respecto. 12 

El día de hoy son 101 los F..stados Partes en el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos, de los cuales 60 han aceptado la com­
petencia del Comité para examinar denuncias de particularesP 

12.- Junto a estos mecanismos de carácter convencional 
existentes a nivel universal, debe recordarse otro mecanismo de 
defensa de los derechos humanos de carácter no--convencional. Ade­
más de la labor de la Asamblea General-básicamente por medio de 
su Tercera Comisión (la que se ocupa de los asuntos sociales, huma­
nitarios y culturales)-- y del Consejo Económico y Social, se localizan 
las actividades de la Comisión de Derechos Humanos, órgano inter­
gubernamental creado por el Consejo Económico y Social, e integra­
do por 43 representantes de &tados miembros que son elegidos por 
un mandato de tres años. La Comisión se reúne cada año durante 
seis semanas y se rige, por el reglamento de las comisiones orgánicas 
del Consejo Económico y Social. 

De 1946 a 1967 la Comisión estuvo concentrada en la elabora­
ción de los Pactos Internacionales mencionados, pero a partir de la 
resolución 1235 (XLII) de 6 de junio de 1967 completada el 27 de 
mayo de 1970 con la resolución 1503 (XLVIII), se establece un ." 
procedimiento por el cual la Comisión puede conocer de comuriica-
ciones relativas a violaciones de derechos humanos a través de un 
procedimiento de carácter confidenciaL 

Por vez primera la resolución 1235 (XLII) respondió a la 
necesidad de responder con urgencia, por parte de la comunidad 
internacional a través de la Comisión de Derechos Humanos, a 
comunicaciones individuales recibidas. La resolución autoriza a la 
Comisión de Derechos Humanos y a la Subcomisión de Prevención 
de Discriminaciones y Protección a las Minorías, a "examinar la 
información pertinente sobre violaciones notorias de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales que ilustran la política Sud-
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occidentai bájolaresponsábilidad directa de las Naciones Unidas y 
ocupado ilegalmente en la actualidad por el Gobierno de la Repúhli­
ca de Sudáfrica~ y la discriininación racial que se practica especial­
mente en Rhodesia del Sur" .. 

En 1975 fueron creados procedimientos públicos especiales 
de investigación de "situaciones" de derechos humanos, en particular 
con la creación de un Grupo de Trabajo ad hoc encargado de 
investigar la situación· de los derechos humanos en Chile, tras el 
golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973 que derrocó al Go-
bierno del Presidente Allende. : .' 

A partir de esa decisión de 1975, la practica de la Comisión de 
Derechos Humanos ha desarrollado en términos insospechados la 
potencialidad de realizar, conforme a la resolución 1235 que lo 
concede, estudios a fondo "de las situaciones que revelen un cuadro 
persistente de violaciones d~ los derechos humanos ... ". Lo novedoso 
es que tales estudios se han realizado como verdaderas investigacio­
nes y sobre materias no contempladas inicialmente por la resolución 
1235. 

Ante todo se autoriza la investigación de la situación en países 
determinados, para lo cual la Comisión de Derechos Humanos de­
signa expertos que le informan, tales como Relatores o Repre­
sentantes. 

Además se autoriza la investigación de fenómenos que produ­
cen graves violaciones de derechos humanos en todo e1 mundo (así, 
por ejemplo, las desapariciones forzadas o involuntarias, las ejecu­
ciones sumarias o arbitrarias, la tortura, la intolerancia religiosa, los 
mercenarios, la venta de niños, etc.). 

Poner fin a situaciones que revelen "un cuadro persistente de 
violaciones manifiestas y fehacientemente probadas de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales" es el objeto de la resolu-
ción 1503. . 

Las denuncias de violación son referidas al Grupo de Trabajo 
de la Subcomisión de Prevención de Discriíninaciones y Protección . 
a las Minorías y que está compuesto de cinco miembros, quienes se 
reúnen dos veces al año antes del período anual de sesiones de la . 
Subcomisión. El Gnípo examina todas las comunicaciones recibidas 
y las respuestas de los gobiernos y selecciona para la Subcomisión los 
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casos en que parecen existir pruebas fehacientes de un cuadro per~ 
sistente de violaciones manifiestas de los derechos y las libertades 
fundamentales, es decir, situaciones que afecten a un gran grupo de 
personas durante un largo período de tiempo. 

La decisión de remitir una comunicación a la Subcomisión se 
adopta por mayoría de los miembros del Grupo de Trabajo. 

Al recibir la Subcomisión las comunicaciones recibidas del 
Grupo de Trabajo, tiene que decidir si remite las situaciones a la 
Comisión de Derechos Humanos, en caso de que parezca existir un 
cuadro persistente de violaciones de los derechos humanos. La Co­
misión deberá decidir, a su vez, si corresponde un estudio a fondo de 
la situación y presentar un informe y recomendaciones al respecto al 
Consejo Económico y Social. También la Comisión puede decidir 
establecer un comité especial para efectuar una investigación, pero 
ésta precisa el consentimiento del Estado en el que se hayan realiza­
do las supuestas violaciones. 

Las reglas a la') que deben someterse las comunicaciones son 
establecidas en la resolución 1 (XXIV) del 13 de agosto de 1971 de la 
Subcomisión. Una de tales reglas es que las comunicaciones pueden 
ser admitidas si proceden de una persona o grupo de personas que 
afirmen ser víctimas de violaciones de los derechos humanos. Tam­
bién pueden ser admitidas si proceden de cualquier persona o grupo 
de personas que tenga conocimiento directo y fidedigno de tales 
violaciones. Si es una ONG la que presenta la comunicación relativa 
a violaciones, se precisa que obre de buena fe, conforme a los prin­
cipios de los derechos humanos, y que tenga conocimiento directo y 
fidedigno de la situación que denuncia. 

Son inadmisibles tanto las comunicaciones anónimas como las 
basadas exclusivamente en informaciones aparecidas en los medios 
de comunicación masiva. 

13.- Aunque sea de manera breve, es importante referirse a 
las relaciones que existen entre los procedimientos establecidos por 
el Protocolo Facultativo del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y 
aquellos que aparecen en las resoluciones 1235 y 1503.14 

Ante todo si comparamos los procedimientos establecidos por 
las citadas resoluciones aparece que se asemejan por: 
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a. ser procedimientos "no convencionales", pues fueron 
creados por resoluciones del Consejo Económico y Social y su 
Comisión de Derechos Humanos. 
b. no ser procedimientos contenciosos ni acusatorios. Po­
seen una naturaleza humanitaria y se proponen para solucio­
nar a pueblos que padecen graves violaciones de derechos 
humanos. 
c. no Cueron establecidos, en principio, para resolver situa­
ciones individuales sino globales o generales. A pesar de esto 
la evolución del procedimiento establecido por la resolución 
1235 muestra que trata de dar respuesta tanto a situaciones 
globales como 'a los casos individuales con los que se encuen­
tra. 

Los procedimientos se distinguen por: 
a. el carácter público del "procedimiento 1235", al menos 
en su etapa final, al presentarse un inCorme a la Comisión de ' 
Derechos Humanos o a la Asamblea General. 
b. el carácter más estricto de las normas procesales que 
regulan el "procedimiento 1503" y que son más flexibles para 
el "procedimiento 1235"~ 
c. el establecimiento de un órgano especial de investiga­
ción en el ámbito confidencial, que requiere consentimiento y 
cooperación de) Estado involucrado. En el marco público no 
se precisa tal consentimiento. Precisamente de esta diCerencia 
depende la decisión de la Comisión de llevar el caso conforme 
a uno u otro procedimiento, de modo que el recurso alproce­
dimiento público aparece como sanción para el Estado que se 
resiste a cooperar (por ello se optó por la aplicación de la 
resolución 1235 en el caso de Guinea Ecuatorial, El Salvador, 
Guatemala, Irán y Afganistán). 

14.- En cuanto a ,las relaciones entre el "procedimiento 
1503" y aquel del Protocolo Facultativo, las principales diferencias 
son:15 ' 

a. el"procedimiento 1503" es una obra no convencional, en 
tanto aquel del Protocolo posee carácter convencional. 
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b. el "procedimiento 1503" requiere la cooperación del &­
tado, en tanto aquel del Protocolo se basa en un tratado 
internacional que obliga a los &tados Partes. 
c. el "procedimiento 1503" se aplica a todos los &tados, en 
tanto aquel del Protocolo sólo a los &tados que son Partes del 
Protocolo. 
d. el "procedimiento 1503" trata de situaciones generales, 
en tanto el procedimiento del Protocolo trata del examen de 
denuncias particulares. 
e. el "procedimiento 1503" se aplica en caso de violaciones 
generales a los derechos humanos y libertades fundamentales 
en su totalidad, en tanto aquel del Protocolo sólo se refiere a 
los derechos civiles y políticos protegidos por el Pacto corres­
pondiente. 
f. cualquier persona, grupo de personas u organización no 
gubernamental puede accionar el "procedimiento 1503", si 
tienen un conocimiento directo o indirecto de las violaciones 
alegadas, en tanto las comunicaciones presentadas gracias al 
Protocolo deben estar firmadas por la presunta VÍctima o una 
persona debidamente legitimada. 
g. Jos autores de las comunicaciones presentadas gracias al 
"procedimiento 1503" no participan en ninguna fase de su 
tramitación ni son informados de las medidas adoptadas por 
las N aciones Unidas, a menos ser públicas, en tanto el autor de 
una comunicación presentada gracias al Protocolo Facultativo 
posee plena legitimación activa y es plenamente informado de 
las medidas adoptadas por el Comité o por· su Grupo de 
Trabajo. 
El &tado es igualmente informado y el autor de la comunica­

ción tiene la oportunidad de responder a las comunicaciones escritas 
que presente el Estado. 

15.- Es así como, a nivel universal, se busca otorgar una 
eficaz protección a los Derechos Humanos. Antes de terminar esta 
sección es importante recordar, sin embargo, que este tema se en­
cuentra Íntimamente relacionado con el desarrollo del "Jus Cogens", 
expresión de los grandes principios de la comunidad internacional 

. organizada. 
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El Jus Cogens es tratado en la Convención de Viena sobre 
Derecho de Tratados, aprobada el 23 de mayo de 1969, yen vigor a 
partir del 27 de enero de 1980.16 

El Artículo 53 de la Convención estable.ce que "Todo tratado 
que en el momento de su conclusión esté en conflicto con una norma 
del Jus Cogens es nulo. Para los efectos de la Convención se entiende 
por norma imperativa de derecho internacional general aquella nor­
ma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Esta­
dos en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario 
y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior que tenga el 
mismo carácter". Tal es el "Jus Cogens Antecedente". 

y el Artículo 64 señala que" ... si surge una norma imperativa 
de derecho internacional general, todo tratado existente que esté en 
conflicto con esa norma se convertirá en nulo y terminará". Tal es el 
"Jus Cogens Superviniente o Consecuente". 

El Comité de Redacción de la Convención de Viena sobre 
Derecho de Tratados dejó claramente establecido que las normas de 
"Jus Cogens", como correlativas de) concepto de "orden público" en 
los derechos internos, manifiestan los grandes principios e intereses 
colectivos de la comunidad internacional organizada, y no los intere­
ses particulares de los Estados y, porelJo, son oponibles incluso a Jos 
Estados que se opusieron a ellos. El "Jus Cogens" es una verdadera 
expresión del "bien común internacional". 

La Corte Internacional de La Haya, por su parte, ha estableci­
do en su jurisprudencia la característica "erga omnes" del "Jus Co­
gens", sobre todo en el caso de la "Barcelona Tractíon" del 5 de 
febrero de 1970. 

La Corte Internacional destaca en tal sentencia la distinción 
esencial que existe entre las obligaciones de los Estados para con la 
comunidad internacional en su conjunto y aquellas que existen para 
con otros Estados en particular: las primeras conciernen a todos los 
Estados. 
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"Una distinción esencial debe particularmente estable­
cerse entre las obligaciones del Estado hacia la comunidad 
internacional en su conjunto y las que nacen respecto a 
otro Estado en el marco de la protección diplomática. Por 
su naturaleza misma, las primeras conciernen a todos los 
Estados. En atención a la importancia de los derechos en 
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causa, todos los Estados pueden considerarse en posesión 
de un interés jurídico al efecto de que estos derechos sean 
protegidos; las obligaciones de que se trata son obligacio­
nes erga omnes". 

Una norma violatoria del Jus Cogens es sancionada con su 
nulidad absoluta, ya sea con relación a la totalidad del tratado en el 
caso del "Jus Cogens Antecedente" o respecto de aquellas partes del 
Tratado que le sean opuestas, en el caso del "J us Cogens Consecuen­
te". 

Pues bien, elJus Cogens está Íntimamente relacionado con los 
Derechos Humanos. Es así como el Praf. McDougal, el Prof. Ago, 
Héctor Gros Espiell y Antonio A Can~ado Trindade no dudan en 
afirmar que los Derechos Humanos en su conjunto poseen el carác­
ter de Jus Cogens, o al menos aquéllos que no admiten derogación. 

que 

Es así como el primero escribe que lila Declaración U ni­
versal de los Derechos Humanos ... es ahora reconocida 
como norma consuetudinaria que recoge los atributos del 
"Jus Cogens" y constituye el corazón de la declaración de 
derechos ... no debe causar sorpresa que las prescripciones 
de derechos humanos contemporáneas sean identificadas 
ahora como normas de Jus CogensY 

Gros Espiell afirma que "Hoy día se ha llegado a afirmar, 
a nuestro juicio con razón, que el deber de respetar los 
derechos del hombre constituye una norma imperativa del 
Derecho Internacional General, un caso de Jus Cogens, 
quizá el más característico de nuestra época, con todas las 
consecuencias que de esta afirmación se derivan, cuyo res­
pecto y vigencia se vinculan con la idea de "orden público 
internacional't

k 
lo que implica también efectos de obvia 

importancia".1 

En el mismo sentido Antonio A Cangado Trindade asienta 

"En materia de tratados sobre protección de derechos 
humanos, la reciprocidad es suplantada por la noción de 
garantía colectiva y por las consideraciones de ordre pu­
blic". Tales tratados incorporan obligaciones de carácter 
objetivo, que trascienden los meros compromisos recípro-
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'·:"oos; eritre las partes. Se buscar en suma, la salvaguarda de 
.. ló(:derechos del ser humano y no los derechos de los 

EStados, en lo cual ejerce función clave el elemento de 
"interés público" común o general (u ordre public) su­
perior. Toda la evolución jurisprudencial relativa a la in ter­
R~~tación propia de los tratados de, protección internacio-

. na,LqeJos derechos humanos se ,encuentra orientada en· 
éSte sbntido".19 

~ -' 1 c.: " f • 

Eric"S~yen su lección inaugural de los cursos de 1980 del 
Instituto Intérnacional de los Derechos Humanos de Estrasburgo, al 
disertar "Sobre el Derecho de los Tratados y los Derechos Huma­
nos", sostuvo el criterio de que son al me¡nos casos de "Jus Cogens" 
aquellas cláusulas conteniqas en las con,venciones internacio~a.les 
sobre derechos humanos que no pueden·~etogarse. al igual que lo 
son aquellos derechos cuya violación representa un crimen de Dere-
cho' InternacionaL20 . 

11. La Protección Jurídica Internacional de la Persona 
Humana a nivel regional 

16.- Interesa referirse básicamente a la prot~j<?p otorgada 
a los Derechos Humanos en el continente americano, pero por la 
importancia que posee el sistema europeo, al igual que por la in­
fluencia que ha ejercido sobre el americano, resulta de importancia 
referirse, aunque sea de manera suscinta, al mismo,21 

En el seno de los países de Europa que forman parte del 
Consejo de Europa se firmó en Roma, el 4 de Noviembre de 1950, 
el Convenio Relativo a la Protección dé tos Derechos del Hombre y 
de las Libertades Fundamentales, completada por 8 Protocolos adi­
cionales: ello fue firmado en París el 20 de marzo de 1952; el 20 y el 
3° en Estrasburgo el6 de Mayo de 1963; el 4° en Estrasburgo el 16 
de septiembre de 1963; el 50 en Estrasburgo el 20 de enero de 1966; 
el 60 en Estrasburgo el 28 de abril de 1983; el 7° en Estrasburgo el 
11 de noviembre de 1983 y el 80 en Viena el 19 de marzo de 1985. 

La Convención de Roma de 1950, pieza fundamental del 
sistema europeo de Derechos Humanos, salvaguarda básicamente 
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los derechos civiles y políticos; los económicos, sociales y cultur~l~ 
son protegidos por la Carta Social Europea, firmada en Turín el 18 
de octubre de 1961. 

La Convención de Roma de 1950 se compone de 5 títulos: el 
1, en el que aparecen 18 artículos, enumera los derechos y libertades 
protegidas; el TI instituye dos órganos encargados de tutelar los 
Derechos Humanos: la Comisión Europea de Derechos Humanos y 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de lbs cuales se trata en 
los dos títulos siguientes; el V establece algunas cuestiones adminis~ 
trativas y de competencia que son importantes. . 

Interesa referirnos sobre todo a la Comisión Europea y al 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que tienen su asiento en 
Estrasburgo, Francia. A través de ellos se ha logrado una protección 
cada vez más firme y eficaz de los derechos por los cuales se vela. 

La Comisión -analizada en el Título TII- está formada por "un 
número de miembros iguales al de las altas partes contratantes" (Art. 
20), en tanto el Tribunal -del que se trata en el Título IV- "se 
compone de un número de magistrados igual al de miembros del 
Consejo de Europa" (Art. 38). 

Los miembros de la Comisión son elegidos por un período de 
seis años (Art. 22), en tanto aquellos del Tribunal lo son por nueve 
años (Art.40), siendo ambos reelegibles. 

Todo Estado Parte puede denunciar a la Comisión cualquier 
incumplimiento de la Convención que pueda ser imputada a cual­
quier otra parte contratante (Art. 24), aunque también lo puede 
hacer . 

"cualquier persona física, organización no gubernamen­
talo grupo de particulares, que se considere víctima de una 
violación por una de las Altas Partes Contratantes, de los 
derechos reconocidos en el Convenio, en el caso en que la 
Alta Parte Contratante acusada haya declarado reconocer 
la competencia de la Comisión en esta materia" (Art.25).22 

Las demandas requieren, como requisito de admisibilidad, no 
ser anónimas, ni ser esencialmente idénticas a otras reclamaciones 
ya examinadas por la Comisión u otra instancia internacional de 
encuesta y conciliación -a no ser que contengan hechos nuevos-, y 
no ser incompatibles con la Convención o manifiestamente mal 
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fundadas o abusi~ll~. (Arlo 27). Deben haber agotado los recursos 
internos (Art. 26): .. ,::,:, .>' •• 

En lo que respecta ál Tribunal Europeo de Derechos Huma­
nos, su competencia obligatoria está firmada por el Art. 45, pero el 
acceso al mismo está limitada a la Comisión, al Estado del nacional 
que ha sido víctima de la violación, al Estado que ha presentado la 
demanda a la Comisión o el Estado demandado (Art. 48), mas no al 
individuo lesionado en sus derechos. 

Conforme al Protocolo 2 de 1963, el Tribunal puede, a peti­
ción del Comité de Ministros, emitir opiniones consultivas. 

El Protocolo 6 de 1983 establece la abolición de la pena de 
muerte. 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha elaborado 
una jurisprudencia de suma importancia. 

En lo que respecta a la Carta Social Europea (Turín, 1961), 
ésta prevee un sistema de aplicación basado en los informes que se . 
deben enviar al Secretario General del Consejo de Europa (Arts. 21 . 
a 24) y que son examinados por un Comité de Expertos (Art. 25). 

En el continente europeo ha tenido muchas consecuencias la 
tesis establecida por la Asamblea General de la ONU del carácter 
indivisible e interdependiente de los Derechos Humanos. En el fallo 
del caso "Airey", el Tribunal Europeo constató que, aunque la Con­
vención de 1950 consagre esencialmente derechos civiles y políticos, 
"muchos de entre ellos tienen implicaciones de naturaleza social o 
económica" y no existe una delimitación precisa (no waterlight divi­
aion) entre ambas categorías de derechos.1A 

Poco después, en 1978, la Asamblea Parlamentaria del Conse­
jo de Europa adoptó dos recomendaciones por las cuales sugería 
examinar la posibilidad de incorporar algunos derechos económicos, 
sociales y culturales a la Convención de 1950 e igualmente establecía 
un refuerzo del sistema de supervisión de la Carta Social Europea de 
1961 de manera que incluyera el derecho de petición junto al sistema 
de informes. 

Han seguido muchas discusiones a tales posiciones, pero el 
tema permanece abierto y no se ha llegado a una posición definitiva 
al respecto. En 1987 el Comité de Ministros adoptó el Primer Proto­
colo de la Carta Social Europea, ampliando la lista de los derechos 
protegidos por esta última, con lo cual parece cerrarse la posibilidad 
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de situar ciertos derechos económicos, sociales y culturales bajo la 
protección directa del mecanismo establecido por la Convención 
Europea de Derechos Humanos.25 

11.- El sistema americano de derechos humanos tiene como 
norma originaria la Declaración Americana de Derechos y Deberes 
de] Hombre y fue adoptada el 30 de abril de 1948.26 Tal documento 
estuvo preparado por una serie de pasos previos: la Conferencia de 
Chapultepec (Conferencia Interamericana sobre los Problemas de 
la Guerra y de la Paz) de 1945 estableció en su resolución XL la 
adhesión de las Repúblicas Americanas a los principios existentes en 
el Derecho Internacional para la salvaguarda de los derechos del 
hombre, "pronunciándose en favor de un sistema de protección 
internacional de los mismos". La Conferencia encomendó al Comité 
Jurídico Interamericano un anteproyecto de Declaración de Dere­
chos y al Consejo Directivo de la Unión Panamericana que convoca­
ra una Conferencia de jurisconsultos para adoptar la proyectada 
declaración en forma convencional. 

Fue así como el Comité Jurídico Interamericano produjo el 
"Anteproyecto de Declaración de los Derechos y Deberes Interna­
cionales del Hombre" del 31 de diciembre de 1945, fuente inicial de 
la Declaración de 1948. El proyecto fue revisado por el mismo 
Comité Jurídico, el cual, el 8 de diciembre de 1941, aprobó un 
proyecto definitivo y el tema llegó así a formar parte del temario de 
la IX Conferencia Internacional Americana (Bogotá, 1948). El tema 
pasó en esta Conferencia a la VI C,omisión (Asuntos Jurídicos Polí­
ticos) la cual lo aprobó y pasó al Plenario de la Conferencia, que lo 
adoptó, al parecer por unanimidad, sin votación expresa, el 30 de 
abril de 1948. 

El proyecto del Comité Jurídico parece haber tenido en cuen­
ta el proyecto de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
preparada por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, modificado y aprobado en París ellO de diciembre de 1948. 

La Declaración Americana enumera una serie de derechos 
(civiles y políticos, económicos, sociales y culturales) en los artículos 
1 a 21 y de los artículos 29 a 38 establece una lista de Deberes del 
Hombre, lo que permite ver la estrecha correlación que en el sistema 
existe entre derechos y deberes. 
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18.- Esta Declaración'fue completada por la Carta Interna­
cional Americana de Garantías Sociales, adoptada también en Bogo­
tá en 1948 y que posee idéntica naturaleza jurídica. En todo caso la 
Qjilferencia Internacional Americana de 1948 consideraba que se 
estaba dando\m primer paso que debía ser posteriormente comple­
tado por la creación de un instrumento convencional. 

La Declaración Americana tuvo poca aplicación durante va­
rios años, hasta que en 1959 se creó la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, la cual sigue aplicando y promoviendo hasta el 
día de hoy los derechos enumerados en la Declaración a aqu,ellos 
Estados que no son parte de la Convención AmericanaP Para los 
Estados que son parte de ésta, la Declaración continúa aplicándose 
en lo relativo a los deberes del hombre que enumera. El. texto de la 
Declaración fue, además, el único aplicable entre 1960 y 1969 ,y 
constituyó una de las fuentes, al igual que la Convención Europea 
de 1950 y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (o Pacto de San 
José de 1969). 

19.- El sistema americano de derechos humanos, integrado 
por la Declaración Americana y la Carta Americana, se completa 
con la Carta de la Organización de los Estados Americanos reforma­
da por el Protocolo de Buenos Aires de 1967, la que preve la 
existencia, como órgano de la organización, de la Comisión lntera­
mericana de Derechos Humanos. Esta Comisión, creada en 1959, 
recibió su primer Estatuto en 1960, fue modificado en 1965 por la 
Segunda Conferencia Internacional Extraordinaria (Río de J aneiro) 
y fue adoptado en 1967 por el citado Protocolo de Buenos Aires, que 
reformó la Carta de la OEA.28 

Fue así como el artículo 150 de la Carta reformada estableció: 
Í1Mientras no entre en vigor la Convención Interamericana de Dere­
chos Humanos a que se refiere el capítulo xvm, la actual Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos velará por la observación de 
tales derechos", lo que permite actuar a la Comisión en todos los 
Estados miembros de la OEA y no sólo en aquellos que son parte de 
la Convención de 1969. A todos los Estados miembros de la OEA se 
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aplica también, en 10 pertinente, el.Estatuto y el Reglamento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, es decir a treinta 
y cinco Estados, algunos de los cuales todavía no se adhieren a la 
Convención.1!J 

20.- La Convención Americana sobre Derechos Humanos o 
PaCto de San José (1969) es pieza fundamental del sistema regional 
de derechos humanos, a la que se han adherido hasta el día de hoy 
un total de veintitres Estados.JO 

Ello permite entender como en el continente americano coe­
xisten dos sistemas diferentes de promoción y protección de De­
rechos Humanos: uno para los Estados que son Partes en la Conven­
ción Americana y otro para aquellos que no lo son, y que sea un 
mismo órgano, la Comisión Interamericana, la que actúa en ambos 
sistemas o regímenes, poseyendo competencias normalmente análo­
gas, pero no idénticas. 

21.- La última pieza fundamental del sistema americano de 
protección de los derechos humanos está constituida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, cuya existencia está prevista 
por la Convención de San José y tiene competencia para aquellos 
Estados Partes de esta Convención que de manera expresa la han 
aceptado. El día de hoy estos Estados suman ya el número de catorce 
(Art. 45).31 

Si la Comisión Interamericana se expresa a través de informes 
y puede recibir comunicaciones o denuncias individuales de dere­
chos humanos,32 la Corte Interamericana se expresa a través de 
opiniones consultivas y sentencias, sumando el día de hoy el número 
de doce las primeras y tres las segundas (existen también cuatro 
casos pendientes relacionados con Surinam y con Perú). Debe pre­
cisarse, además, que en tanto la competencia consultiva de la Corte 
se extiende a la Convención y a "otros tratados concernientes a la 
protección de los derechos humanos en los Estados Americanos", la 
contenciosa sólo se refiere a los casos "relativos a la interpretación o 
aplicación de la Convención".3.1 

22.- Lo hasta aquí afirmado es de gran importancia para la 
comprensión del problema de los refugiados en el continente ameri· 
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cano y no sólo por el hecho de que aquí existe todo un sistema de 
promoción y protección de los derechos humanos, cuya eficacia es 
creciente tanto a nivel de los derechos de las personas humanas 
como a nivel del fortalecimiento de verdaderos sistemas democráti­
cos, sino también porque, aunque son muchos los países que se han 
adherido por igual a los instrumentos protectores de los derechos 
humanos al igual que a aquellos protectores de los refugiados, son 
varios los que únicamente reconocen los primeros, de manera que 
son diversos los Estados en que los únicos instrumentos convencio­
nales aceptados son aquellos relativos a los derechos humanos.34 

23.- En el continente americano la protección de los dere­
chos económicos, sociales y culturales ha conocido una real evolu­
ción.35 El tema fue discutido durante los trabajos preparatorios de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969. Chile y 
Uruguay habían propuesto la inserción de tales derechos en el pro­
yecto de Convención, pero se siguieron los modelos mundiales y 
europeos, con la diferencia de que la Convención Americana se 
contenta con remitir, en su artículo 26, a las normas económicas, 
sociales y culturales que aparecen en los artículos 29-50 de la Carta 
enmendada de la OEA. Pronto se dieron cuenta, sin embargo, que 
entre los derechos económicos, sociales y culturales algunos reque­
rían mecanismos de protección parecidos a los de los derechos civiles 
y políticos. 

La necesidad fue percibida con mayor claridad tras los pro­
nunciamientos de la Asamblea General de la ONU y de la Comisión 
de Derechos Humanos afirmando el carácter indivisible e interde­
pendiente de los diferentes Derechos Humanos. 

Ya en 1980-1981, la Asamblea General de la OEA, por reco­
mendación de la Comisión Interamericana, destacó la importancia 
del respeto de los derechos económicos, sociales y culturales. El 
Artículo 77 del Pacto de San José dio la posibilidad a los Estados 
Partes y a la Comisión Interamericana de someter a la Asamblea 
General de la OEA los proyectos de protocolos adicionales, de 
manera que fueren protegidos otros derechos. 

Tras ello se realizó un difícil trabajo de llegar a posturas 
comunes que culminó con la adopción del Protocolo Adicional a la 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado y firmado en 
San Salvador, El Salvador, en la XVIII Asamblea General de la OEA 
el 17 de noviembre de 1988.36 

El Artículo 10 del Protocolo establece la obligación de los 
&tados Partes de adoptar medidas (de orden interno y a través de la 
cooperación internacional) "hasta el máximo de los recursos dispo­
nibles y teniendo en cuenta su nivel de desarrollo", con el fin de 
obtener "Progresivamente y de acuerdo con la legislación interna" la 
"plena efectividad" de los derechos que aparecen en el Protocolo. 

& así como aparecen derechos económicos, sociales y cultu­
rales de "exigibilidad inmediata" y otros de "realización progresiva". 
Los trabajos preparatorios del Protocolo indican que "la obligación 
de adoptar medidas ... " que aparece en el Artículo primero se refiere 
a la segunda categoría. 

Por ello se puede afirmar que la meta de alcanzar un sistema 
de protección fuerte y eficaz de estos derechos está aún por alcan­
zar. 

111. Evolución de la Protección Internacional de Jos 
Refugiados a nivel universal 

A. Del Pasaporte Nansen a la Convención de Ginebra 

24.- Como se sabe, el primer intento para organizar la com u­
nidad internacional fue la Sociedad de Naciones, con sede en Gine­
bra, que nació tras la Primera Guerra Mundial y como consecuencia 
de los Tratados de Paz de 1919. La Sociedad de Naciones representa 
la primera constitución de la comunidad internacional en sentido 
formal. 

El Gobierno de Noruega nombró como delegado a Fridtjof 
Nansen (1861-1930), espíritu inquieto que para esas fechas ya se 
había lanzado a la aventura de atravesar Groenlandia y pocos años 
después -en 1895- había logrado alcanzar el punto más próximo al 
Polo Norte. 
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N ansen había oombatidoJuertemente para qu~ la Sociedad de 
Naciones fuese una realidady, además, para que Noruega le presta­
se su adhesión. Todo esto lo había logrado. 

La Sociedad de Naciones, poco después de haber nacido, se 
enfrentó a un problema de enormes dimensiones: Europa contaba 
con numerosos países desmembrados, los países victoriosos estaban 
desunidos, surgían nuevos conflictos entre los estados y en Rusia se 
desarrollaba una terrible guerra civil. Consecuencia de estos aconte­
cimientos eran cientos de miles de personas deportadas, persegui­
das, sin hogar y VÍctimas del hambre y de las enfermedades. 

Frente a tal panorama, la Sociedad de las Naciones escuchó 
pronto la voz del Delegado de Noruega, quien pedía "rodear al 
mundo con una cadena de hermandad" y tratar de remediar la situa­
ción existente. .Para tratar de remediar el hambre de numerosos 
rusos que se encontraban por toda Europa, Nansen había acudido 
ante los dirigentes de &tados Unidos, la Gran Bretaña, Francia e 
Italia, incluso antes de que se crease la Sociedad de Naciones. 

Debido a que los rusos se negaron a detener sus acciones 
armadas, los países europeos se rehusaron a prestar cualquier ayuda, 
hasta que finalmente en el mes de agosto de 1921 se pudo celebrar 
una Conferencia con representantes de 13 países y las Sociedades de 
la Cruz Roja para iniciar un programa de asistencia a todas las 
personas desplazadas y que viVÍan en condiciones inhumanas: la 
Conferencia pidió a Nansen que tomara a cargo el programa. 

Ante la Asamblea de la Sociedad de Naciones, Nansen inter­
vino en favor de los miles de personas que se encontraban fueran de 
sus países. "En nombre de la humanidad, en nombre de todo aquello 
que es noble y sagrado para nosotros, os suplico, a todos vosotros 
que tenéis esposa e hijos. Desde esta tribuna hago un llamado a los 
gobiernos y pueblos de Europa, y al mundo entero, para pedir su 
ayuda y asistencia", Su llamado se repitió sin cansancio y ante nume­
rosas conferencias, hasta que logró el apoyo y ayuda de las grandes 
potencias. 

Entre tanto la URSS había sido excluida de la Sociedad de 
Naciones y se negaba a recibir de ella cualquier tipo de ayuda, pero 
aceptó tener como interlocutor a Fridtjof Nansen. Más de medio 
millón de rusos se encontraban fuera de su patria y se les localizaba 
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principalmente en Polonia, Alemania, los Balcanes, Francia, Tur­
quía yen otros países. Nansen se dirigió a ellos para tratar de aliviar 
su situación de refugiados y proponerles el retorno a sus hogares: a 
finales de 1921 más de 380.000 habían retornado. Para poderlo 
hacer, y siempre de acuerdo con las grandes potencias y con la URSS, 
se creó el famoso pasaporte Nansen, que fue usado en 26 países y fue 
entregado a los rusos -y más tarde a los armenios- que no deseaban 
retornar. El documento pudo ser usado ante todo como certificado 
de identidad y después como pieza que permitía al titular el retornar 
al país que lo había expedido. 

Por la extraordinaria labor realizada se le concedió a Nansen, 
en 1923, el Premio Nobel de la Paz. 

25.- Mas la labor humanitaria y generosa de Nansen conocía 
nuevas necesidades: el año anterior, en 1922, había estallado la 
guerra entre Grecia y Turquía y numerosos griegos y turcos se 
encontraban fuera de su país a causa de ella. En esta ocasión Nansen 
recibió rápidamente ayuda de la Sociedad de Naciones para atender 
a los desplazados, logrando que pudiesen retornar o instalarse defi­
nitivamente en los países que los habían acogido. La Sociedad de 
Naciones otorgó a Nansen más de 10 millones de libras esterlinas 
para ayudar a los refugiados a instalarse especialmente en Tracia, en 
donde numerosas áreas abandonadas podían ser restauradas para su 
cultivo. 

En esa misma época los armenios vieron que la esperanza de 
crear una Armenia libre e independiente era un sueño, en tanto se 
encontraban diseminados en Medío Oriente, Siria, Irak, Chipre, 
Palestina, Grecia y Bulgaria. Nansen los tomó bajo su protección y 
llevó su causa nuevamente ante la Asamblea de la Sociedad de 
Naciones. Los urgentes y patéticos l1amados de Nansen chocaron 
con una Asamblea cada vez más fría y desinteresada, que no presta 
oído a sus ruegos y que cerraba sus corazones frente a la evidente 
necesidad. 

Nansen ejercía sus labores de Primer Alto Comisionado para 
los Refugiados en medio de otras múltiples y pesadas tareas. Su voz 
no se había de acallar sino con la muerte, ocurrida en el año 1930 y 
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que causó verdadero pesa~ en-'~l m~ndo preocupado par mantener. 
viva la conciencia de la dignidad humana. . 

Lo más importante, sin embargo, quedaba en la obra de Nan­
sen, quien había logrado movilizar a la comunidad internacional a fin 
de tratar de encontrar una solución permanente al prob!ema de los 
refugiados. 

26.- La femática había nuevamente de aparecer, sin embar­
go, no muchós años después, tras la Segunda Guerra Mundial. En el 
panorama europeo volvieron a .aparecer millones de seres humanos 
desplazados, que habían sido arrancados de. sus países y que, debido 
a la frágil situación política, no encontraban un sitio donde asentar­
se.37 Por otra parte la Sociedad de Naciones había desaparecido, 
pero su vacío se había dejado sentir y había C()nducido a los países a 
movilizar sus mejores fuerzas para constituir una nueva organización 
de Estados. Fue así como el 24 de octubre de 1945 nació la Organi-
zación de Naciones Unidas. . 

Antes de esa fecha la comunidad de Estádos había sentido tan 
en vivo el problema de las personas que habían sido obligadas a 
abandonar sus países, que 44 de esos Estados decidieron el mes de 
noviembre de 1943 crear la Administraci6n de las Naciones Unidas 
para el Auxilio y la Rehabilitadón (UNRRA), encargada de la repa­
triación de aquellas personas cuyos casos no podían conocer otra 
especie de solución permanente. Su operación se había de prolongár 
hasta 1947, tras haber repatriado a más de 7 millones de personas. 

Pero nació la ONU Y ya desde la Primera Sesión el gobierno 
británico y el noruego sometieron a la consideración de la Asamblea 
General la preocupación encaminada a crear un nuevo organismo 
que re, dedicase exclusivamente a atender el tema de los refugiados. 

La idea fue bien acogida y precisada: Estados Unidos, Francia, 
Inglaterra y otros países destacaron de manera repetida que el pro­
blema era esencialmente humanitario y social y que debería ser 
considerado y solucionado por las Naciones Unidas, actuando éstas 
conforme a lo establecido en el Art. 1.3. de su Carta Fundacional: 
"Propósitos de las Naciones Unidas son: ... 3. Lograr la cooperación 
internacional en la solución de problemas de carácter económico, 
social, cultural o humanitario", 
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La proposición encontró una postura contraria por parte de 
los países de Europa del Este, quienes mantenían, en consonancia 
con la tesis sostenida con respecto al tema de los derechos huma­
nos,38 que el problema no debería ser resuelto por un organismo 
internacional sino más bien a través de negociaciones bilaterales. 
Los debates, sin embargo, fueron de suma utilidad para subrayar la 
idea que, en el caso de las repatriaciones, éstas deberían ser necesa­
riamente voluntarias y nunca forros as . 

. 27.- El 15 de Diciembre de 1946, antes todavía de la aproba­
ción de la Declaración de Derechos Humanos, la Asamblea General 
aprobó ~por 30 votos en favor, 5 en contra y 18 abstenciones- la 
creación de la Organización Internacional para Refugiados (OIR), 
establecida con carácter provisional y que inició sus laboreS ellO de 
julio de 1947. 

La OIR substituyó así a la UNRRA, y para su presupuesto 
contribuyeron tan sólo 18 de los 54 existentes miembros de la ONU. 
Su sede fue localizada en Ginebra ya ella se le atribuyeron como 
principales tareas la de identificar a los refugiados, expedirles docu­
mentos, asistirlos en sus diversas necesidades, atender las peticiones 
de repatriación, ayudar a los refugiados a lograr una adecuada inte­
gración local y cuando fuese necesario, intervenir para obtener su 
reasentamiento en un tercer país. 

La OIR tenía un mandato provisional de año y medio, al 
término del cual había obtenido el reasentamiento de un millón de 
personas -básicamente en los Estados Unidos, Canadá, Australia e 
Israel-, la repatriación de más de 63.000 personas y el que más de 
410.000 personas pudiesen permanecer en los países a donde habían 
llegado y donde deseaban vivir. . 

En Europa imperaba en esa época la llamada "guerra fría" y la 
recuperación económica se realizaba lentamente a través del Plan 
Marshall, que requería que los países que acogiesen a las personas 
desplazadas tendrían que asumir el proceso de su integración. 

Antes de que llegase a su término el mandato de la OIR, se 
comenzó a discutir en la Asamblea General el problema de su 
sucesor. El obstáculo mayor lo constituía el que, para enfrentar 
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eficazmante el reto planteado por la existencia de los refugiados, se 
requerían criterios universalmente aceptaqos a su respecto. 

t·, ",r1'1:-'.\ " :,}. 

28.- Aresolver esa espinosa cuestión ayudó, decisivamente 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada ellO de 
DicieniBt~' de 1948, que proclama en su Art. 14 que "cada persona 
tiene derecho a buscar y gozar de asilo en otros países si sufre 
persecución ". 

29.- El3 de diciembre de 1949 la Asamblea General tomó la 
decisión de designar un Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados y un año después, a través de la resolución 428 
(V) del 14 de diciembre de 1950, se aprobaba el Estatuto bajo el cual 
trabajaría. ' 

El art. 10 establece que 'el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados ," 

"asumirá la función de propórcionar protección interna­
cional a los refugiados que reúnan las condiciones previstas 
en el presente Estatuto, y de buscar soluciones permanen­
tes al problema de los refugiados, ayudando:a l(js"gobiernos 
y, con sujeción a la aprobación de los gobiemos<.interesa­
dos, a las organizaciones privadas, a facilitar la repatriación 
voluntaria de tales refugiados o su asimilación en nuevas 
comunidades nacionales". 

Desde ese Estatuto fundacional, se precisa que "la labor del 
,Alto Comisionado tendrá carácter enteramente apolítico: será hu­
manitariay,social" (Art. 1.2.). 

'i'~ ~n!eresante también .destacar que, al señalar las funciones 
del p;It9 Comisionado, se estable<;e la naturaleza propia del refugia­
do, definición que está afecta de la llamada "limitación temporal". 

Dice el Art. 6.Aii, que el Alto Comisionado tendrá competen-
cia respecto ~e ' 
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"cualquier persona que, como resultado de aconteci­
mientos ocurridos antes del 10 de Enero de 1951, y debido 
a fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, 
religió'fi',: na.cionalidad u opirlión polítiE3, se encuentre fue­
ra del país' 'de su nacionalídad y n(), púeda o, a causa de 
dichos tenÍores o de razciités' qúe no sean de mera conve-
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niencia personal, no quiera acogerse a la protección de ese 
país, o que, por carecer de nacionalidad y estar fuera del 
país donde antes tenía su residencia habitual, no pueda o, a 
causa de dichos temores o de razones que no sean de mera 
conveniencia personal, no quiera regresar a él". 
Se fija entre las diferentes acciones que debe realizar el Alto 

Comisionado para asegurar la protección de los refugiados, el pro­
mover 

"la conclusión y ratificación de convenios internacionales 
para proteger a los refugiados, vigilando su aplicación y 
proponiendo modificaciones a los mismos" (Art. 8). 

30.- Ello de Enero de 1951 comenzó a funcionar la Oficina 
del ACNUR con mandato por tres años, habiéndose nombrado a 
Gerrit Jann van Heuven Goedhart encargado de la misma. Con ello 
se puso estabJemente en marcha una 

"concepción que fue a la vez innovadora y liberal, permi­
tiendo que esta organización internacional estrictamente 
humanitaria y apolítica pudiera intervenir en todo momen­
to y en cualquier país en favor de seres humanos exiliados 
VÍctimas de la violación de los derechos humanos. Este iba 
a ser uno de los aspectos que ca pacitarían al ACNUR durante 
los años siguientes, cuando los refugiados huyeron en masa 
hacia países carentes de recursos, para responder lo antes 
posible a su necesidad de ayuda, sin tener que obtener 
primero la aprobación de una asamblea internacional".39 

En esa época el Alto Comisionado pidió un estudio al Profe­
sor Jacques Vernant, del "Centre d'Etudes de Politique Etrangere" 
de Paris, sobre la temática de los refugiados. Tal estudio cubre con 
gran profundidad y comprensión los problemas de los refugiados, no 
sólo de aquellos que se encontraban encomendados al mandato del 
ACNUR, y concluía que las crisis de refugiados tenían, por desgracia, 
un carácter repetitivo y permanente. Se destacaba la necesidad de 
un organismo internacional-que el profesor Vernant juzgaba debe­
ría tener un carácter permanente- que atendiera el problema de los 
refugiados y ayudase a éstos a encontrar una solución duradera a su 
situación. 
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Tal era el amQiente en que apareció y fue aprobada por la 
Asamblea.General' de la ONU, el 26 de julio de 1951, la Co!lvención 
Relativa ál ~.t,atuto de los Refugiados, que constituye, por decirlo 
así, la Carta Magna de este instituto. 

Al año's'igüiente, en 1952, se reeligió a Van Heuven Goedhart, 
para un segundo período de tres años como Alto Comisionado. En 
el mes de Octubre de 19531a Asamblea General de la ONU prolongó 
el mandato del ACNUR y del Alto Comisionado. 

El año de 1954 estuvo marcado por dos hechos muy importan­
tes: ante todo porque el 22 de abril de ese año entró.&i1lC41mente en 
vigor la Convención de Ginebra -de la cual son hoy parte ·un: total de 
109 Estados- y porque, además, el doctor Van Heuven Goedhart 
recibió el Premio Nobel de la Paz en nombre de) ACNUR.40 

B. La Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de 1967 

31.- La Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de 
Jos Refugiados constituye la Carta Magna para determinar la condi­
ción de refugiados, así como para entender sus derechos y deberes, 
yes conforme a esta Convención que se ha determinado la situación 
de más de 18 millones de personas que actualmente tienen en el 
mundo )a condición de refugiados. 

Aunque no interesa por el momento realizar un análisis de tal 
Convención, si es importante hacer algunas aclaraciones a su respec­
tO.41 

La primera se refiere a la relevancia que posee la Convención. 
Ella se debe, ante todo, a que es el primer instrumento convencional 
universal que unifica ¿llenguaje y, sobre todo, propone una defini­
ción que se aplica a cualquier persona que se encuentre e~ los 
supuestos mencionados en el Cap. I, Artículo J. A, 2. 

La importancia de esta afirmación se mide si se recuerda que, 
con anterioridad a la Convención de 1951, sólo existían convencio-

. nes -no universales- aplicables a determinados grupos 'de refugia­
dos. Entre estos "antecedentes" de la Convención de 1951 cabe 
recordar el "Acuerdo sobre Refugiados Rusos'" del 5 de juJio de 
1922, el "Acuerdo sobre Refugiados Armenios" del 31 de mayo de 
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1924, el "Acuerdo sobre otros Grupos de Refugiados (Sirios, Tur­
cost, del 30 de junio de 1928, el "Plan para Brindar Certificados de 
Identidad a los Refugiados del Saar" del 30 de julio· de 1935, el 
"Acuerdo sobre la Condición de Refugiados venidos de Alemania" 
del 4 de julio de 1936, la "Convención sobre la Condición de Refu­
giados venidos de Alemania" del 10 de Febrero de 1938 y el "Conve­
nio para Brindar Documento de Viaje a Refugiados venidos de 
Alemania, Austria y España" del 15 de octubre de 1946. 

La universalidad del concepto de refugiados que aparece en la 
Convención de 1951 no hace olvidar una doble limitación que en ella 
aparece y que marca indudablemente su origen "europeo". 

La primera limitación, que la "hiere de muerte", es la llamada 
"limitación temporal". En efecto, la definición que aparece en la 
Convención dice ya en su primera línea que el término refugiado se 
aplicará a toda persona "que, como resultado de acontecimientos 
ocurridos antes del 10 de Enero de 1951. .. " 

Ello significa que los refugiados lo deben ser como consecuen­
cia de episodios que tuvieron realización antes de esa precisa fecha: 
el 10 de enero de 1951. De este modo tal definición se habría 
aplicado a muchos miles de personas, pero con el correr de los 
tiempos la definición, y la Convención, se haría inoperante. Pode­
mos considerar que ya en 1992 carecería prácticamente de utilidad. 

Fue por ello necesario pensar en poner remedio a tal situa­
ción. Se realizó un trabajo de convencimiento entre los Estados y 
finalmente se logró la aprobación en Nueva York, el31 de enero de 
1967, de un instrumento convencional diferente que es el Protocolo 
sobre el Estatuto de los Refugiados.42 

El Protocolo explica su sentido en los tres primeros párrafos: 

"Considerando que la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, 
sólo se aplica a los refugiados que han pasado a tener tal 
condición como resultado de acontecimientos ocurridos 
antes del 1 o de enero de 1951". 

"Considerando que han surgido nuevas situaciones de 
refugiados desde que la Convención fue adoptada y que 
hay la posibilidad, por consiguiente, de que los refugiados 
interesados no queden comprendidos en el ámbito de la 
Convención". 

1651 



DERECHO INTERNACIO~ DE LOS REFUGIADOS 

"Considerando conveniente que gocen de igual estatuto' 
todos los refugiados comprendidos en la definición de la 
Convención, independientemente de la fecha límite del 1 o 

de enero de 1951". 

Con ello el Protocolo suprime la fech~ del 1 o de enero de 1951 
y aplica el articulado restante de la Convención de 1951 a los refu· 
giados que sean reconocidos como tales. 

Así se logró superar de manera definitiva la mayor limitación 
de la Convención de 1951. 

La segunda limitación que aparece en el texto convencional es' 
la llamada "limitación o reserva geográfica". Esta limitación, al con­
trario de la primera, aparece como optativa para los países. 

En efecto, la Convención de 1951 establece en el Art. 10 B, 
que na los fines de la presente Convención, las palabras "acon­
tecimientos ocurridos antes del 1 o de enero de 1951", que figuran en 
el Artículo 1 de la sección A, podrán entenderse como: 

a) "Acontecimientos ocurridos antes del 10 de enero de 1951 
en Europa", o como 

b) "Acontecimientos ocurridos antes del 1 o de enero de 1951 
en Europa o en otro lugar". 

Desaparecida la "limitación temporal" gracias al Protocolo de 
1967, subsiste la posibilidad de mantener la "limitación o reserva 
geográfica". 

De hecho una de las grandes tareas del ACNUR, que se con­
vierte en recomendación constante de su Comité Ejecutivo, es con­
vencer a los E"tados, además de que se adhieran a la Convención de 
1951 y al Protocolo de 1967, que lo hagan sin establecer la limitación 
o reserva geográfica. En caso de que lo hayan hecho con aceptación 
de tal limitación, que fa supriman. De hecho son pocos los &tados 
que en la actualidad mantienen aún esa limitación que re.~erva el 
término de refugiado a la persona que reúna los requisitos de la 
definición y como resultado de acontecimientos ocurridos en 
Europa. 

33.- La Convención de 1951 tiene la indudable cualidad de 
ser un documento que establece con claridad las condiciones en las 
cuales cesa el estatuto (Art. l, C) Y en cuáles otras una persona no 
puede ser reconocida como refugiado (Art. 1, D-E-F). Igualmente 
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enumera de manera suficiente los derechos y deberes de los refugia­
dos. 

Es evidente que otro problema es el de la aplicación de todas 
estas previsiones, pero esta dificultad es normal y de ninguna manera 
puede ser recriminada al texto convencional. 

Otra cualidad que tiene la Convención de 1951 es el estable­
cer que a los refugiados se les provea de un "Documento de Viaje" 
(Art. 28) que ha venido a substituir al Pasaporte Nansen y la expedi­
ción de documentos de identidad para los refugiados (Art. 27). 

La ventaja del "Documento de Viaje" de la Convención sobre 
cualquier otro documento nacional es que da garantía de protección 
internacional. 

34.- La Convención de Ginebra de 1951 formula y establece 
con nitidez la prohibición de la devolución de los refugiados -y de los 
peticionantes de refugio- al país donde su vida o libertad se encuen­
tre amenazada. De este modo el "Principio de non-Refoulement" es 
expresado en el Artículo 33: "Ningún Estado Contratante podrá, por 
expulsión o devolución, poner en modo alguno a un refugiado en las 
fronteras de territorios donde su vida o su libertad peligre por causa 
de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo 
social, o de sus opiniones políticas. 

El Principio de No-Devolución (Non-Refoulement) es hoy día 
considerado "columna vertebral" del sistema jurídico protector de 
los refugiados, principio aceptado y reconocido por la comunidad 
internacional de Estados en su conjunto como disposición que no 
admite norma en contrario, es decir, como formando parte del Jus 
Cogens al cual ya nos hemos referido. 

La importancia del Principio de No-Devolución ha sido subra­
yada en diversas Conclusiones sobre la Protección Internacional de 
los Refugiados elaboradas por el Comité Jurídico del ACNUR.43 Del 
mismo modo los sistemas regionales de protección de refugiados se 
han preocupado de poner en evidencia la importancia del "Principio 
de No-Devolución".44 

El Principio de No-Devolución se conjuga armoniosamente 
con aquella que es solución idónea para el problema de los refugia­
dos: la repatriación, que requiere responder a una decisión volunta-
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ria del refugiado, siendo este requisito tan básico que suele hablarse 
en general de "repatriación voluntaria". 

"No-Devolución" y "Repatriación Voluntaria" son ejemplos, 
en el Derecho Internacional de los Refugiados, de "Jus Cogens" que 
se complementan. Así se ha escrito que: 

"Repatriación y No-Devolución son institutos perfecta­
mente compatibles. Una, la primera, cuando, como debe 
necesariamente ser, voluntaria y libre, es la forma más 
deseable, permanente y normal de que se ponga fin al 
refugio; la otra es la garantía de que jamás mediante el 
rechazo o la devolución, se ha de poner en peligro la vida o 
la seguridad del que busca refugio o se ha acogido a él. En 
consecuencia, se integran y complementan recíprocamen­
te".4S 

El texto de la Convención de 1951 ha sido apoyo seguro para 
el desarrollo que estas materias han recibido de parte del Comité 
Ejecutivo, lo cual ha permitido al ACNUR realizar importantes tra­
bajos en los países de origen al efectuarse programas de repatriación 
voluntaria.46 

35.- La Convención de 1951 ha sido el punto de partida para 
los perfeccionamientos que se han recibido gracias a los diferentes 
sistemas regionales de protección a los refugiados. 

A través de la llamada "definición ampliada" nacida en el 
continente africano, recogida y ampliamente usada en el continente 
americano, se intenta responder a nuevos desafíos, en especial aquel 
representado por los flujos masivos de refugiados. Este reto, que 
parecía ya lejano al continente europeo, ha hecho su reaparición en 
pleno corazón de Europa en los dolorosos acontecimientos que 
acaecen hoy día en la ex··Yugoslavia. 

La definición "ampliada" y la defi'nición "clásica" de refugiado 
no deben ser consideradas como excluyentes e incompatibles. Por el 
contrario, son profundamente complementarias y conjugables. 

1681 

"El concepto de refugiado tal como es definido en la 
Convención y el Protocolo constituye una base legal apro­
piada para la protección de los refugiados a través del 
mundo. Esto no impide la aplicación de un concepto de 
refugiado "más amplio". Ambos conceptos de refugiado no 
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deberán ser considerados como mutuamente excluyentes. 
El concepto "ampliado" deberá ser más bien considerado 
como un aspecto de la definición de la Convención y como 
un instrumento técnico efectivo para facilitar su amplia y 
humanitaria aplicación en situaciones de flujos masivos de 
refugiados" , 

tal y como lo escribe Ivor C. Jackson, una de las personas más 
versadas en la materia.47 

36.- Aunque es indudable que la Convención tiene lagunas 
y defectos (que, sin embargo, han procurado ser superados a través 
de Resoluciones de la Asamblea General de la ONU, las Conclusio­
nes del Comité Ejecutivo sobre la Protección Internacional de los 
Refugiados y otros instrumentos universales y regionales), debe 
recordarse, last but not least, que este texto convencional -al igual 
que el Protocolo de 1967- ha merecido la adhesión de una gran 
parte de los Estados que forman la comunidad internacional. Pensar 
que un nuevo y "más adecuado" instrumento convencional universal 
pueda recibir, en las actuales circunstancias, semejante aceptación, 
parece por lo menos bastante ilusorio. 

También resulta aleccionador el darse cuenta que los nuevos 
Estados Europeos que antes estaban colocados bajo la hegemonía 
soviética, son los que más recientemente se han adherido a la Con­
vención y al Protocolo (es el caso de Polonia, las Repúblicas Checa 
y Eslovaca, Hungría, Rumania ... ). 

Queda mucho por hacer y ello constituye, sin lugar a dudas, el 
capítulo más prometedor en la protección internacional de los refu­
giados. 

IV. Evolución de la Protección Internacional de los 
Refugiados a nivel regional 

37.- Si lo anterior sucedía a nivel universal, América Latina 
había de jugar un papel de gran trascendencia en desarrollos poste­
riores. ¿Cuál fue la postura que mantuvieron, en general, los países 
de esta parte del mundo frente a la Convención de 1951 yel Proto-
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colo de 19671 En un principio estos países consideraron que ambos 
instrumentos internacionales eran' importantes fundamentalmente 
para resolver el problema de los· refugiados europeos, y ,en este 
aspecto se acogían a la posibilidad de la "reserVá ·geográfica" que 
establecía la misma Convención de 1951. En razón de tal "reselVa 
geográfica", ya lo hemos dicho, sólo se reconoce el carácter de 
refugiados a quienes han abandonado su país de origen por aconte-
cimientos ocurridos en Europa. " 

Los países latinoamericanos consideraron que los problemas 
regionales 'podían encontrar adecuada solución en los instrumentos 
elaborados en la propia región y que establecían el asilo como una 
de las instituciones convencionáles más ricas y típicas producidas en 
esta parte del mundo.48 " . 

.. ' -" Por ello, como lo ha señalado Leonardo Franco, "entre 1951 y 
1967 los países que ratificaron la ConvenciÓn de 1951 fueren por 
orden cronológiCo: Ecuador el 7 de agosto de 1955; Brasil el 16 de 
noviembre de 1960; Colombia ellO de octubre de 1961; Argentina 
el 15 de noviembre de 1961 y Perú el 21 de diciembre de 1964. Sólo 
Colombia ratificó la Convención de 1951 sin reserva geográfica; 
Ecuador y Perú levantaron la reserva geográfica el 10 de febrero de 
1972 y el8 de diciembre de 1980 respectivamente; Argentina lo hiw 
el 23 de octubre de 1984"49 y Brasil lo llevó a cabo el 19 de diciembre 
de 1989. A ello habría que añadir que incluso cuando Paraguay se 
adhirió a la Convención de 1951 y al Protocolo e11 o de abril de 1970, 
mantuvo la reserva geográfica y que sólo hace poco tiempo la acaba 
de levantar.5o 

Por ello el instituto de asilo fue el mayoritariamente usado por 
estos países latinoamericanos hasta el final de la década de los 60, y 
si los servicios del ACNUR eran solicitados lo eran tan sólo para 
colaborar en la tarea de recepción e integración de refugiados eu­
ropeos, muchos de los cuales representan todavía importantes gru­
pos protegidos en algunos países latinoamericanos, como en el caso 
de Chile, Brasil y Argentina. ' 

A principios de la década de los 70 la situación cambió en esta 
región del mundo, como consecuencia principalmente de los aconte­
cimientos ocurridos en Bolivia y en Chile. El ACNUR comenzó a 
prestar sus servicios en la tarea de acogida y protección a refugiados 
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latinoamericanos y para ello se decidió la apertura, en el Cono Sur, 
de la Oficina Regional de Buenos Aires.Sl 

38.- Hecho importante lo representó el cambio acaecido en 
Chile en 1973, por el cual el ACNUR colaboró, en primer lugar, en el 
reasentamiento de refugiados de diversos países latinoamericanos 
que se hallaban en Chile. Por ello unos 5.000 refugiados latinoame­
ricanos dejaron Chile con destino a unos 10 países diferentes. Tam­
bién intervino el ACNUR para dar protección y asistencia a 
refugiados chilenos que se dirigieron a países limítrofes, en especial 
Perú y Argentina. 

Poco después fueron refugiados uruguayos y argentinos quie­
nes dejaron sus respectivos países y se dirigieron a países latinoame­
ricanos o bien a países europeos. 

La década de los 70 vio la entrada en vigor de los dos grandes 
Pactos de Derechos Humanos y del Pacto de San José (éste entró en 
vigor el 18 de julio de 1978), lo que indudablemente ayudó a percibir 
mejor que entre la institución regional del asilo y la universal del 
refugio existe complementariedad y esto ayudó a ir levantando pau­
latinamente la "reserva geográfica". 

Mas los últimos años de la década de los 70 coincidieron con 
una radicalización de los problemas de los refugiados en América 
Central. Diversos países de esta región recurrieron al ACNUR a fin 
de cooperar en la asistencia de refugiados nicaragüenses que habían 
dejado su país entre 1978 y 1979. Tras los acontecimientos de 1979, 
el ACNUR participó en el movimiento de repatriación de estos 
refugiados y así se iniciaba un movimiento de salida y repatriación 
que habría de repetirse con el correr de los años. 

Poco tiempo después, varios miles de refugiados centroameri­
canos eran acogidos por los países vecinos e integrados generosa­
mente por sus poblaciones. En América del Sur los regímenes 
militares dejaban su lugar a gobiernos democráticos, lo que posibili­
tó la realización de programas de repatriación a países como Argen­
tina y Uruguay. 

Todo ello sirvió de importante marco para el progreso de la 
protección internacional de los refugiados. 
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39.- En la región centroamericana y en México, el ACNUR 
asistía aunas 20.000 refugiados hacia febrero de 1983. Entre 1980 y 
1983 se habían producido importantes movimientos: 

- de salvadoreños hacia países de Centro y Norteamérica; 
- de indígenas miskitos y sumos que de Nicaragua se trasla-

dªron a Honduras y luego a Costa Rica (principalmente a 
"p,wtir de 1981 y de manera acentuada el mes de diciembre 
d~ ... ese año, y los primeros meses de 1982); 

- de guatemaltecos que dejaron su país y se trasladaron al 
Estado de Chiapas, en México (mediados de 1981).":3 

Estos refugiados centroamericanos, de extracción básicamenl.. 
te rural o semi-urbana; constituían con frecuencia flujos masivos de 
población, localidades enteras, que atravesaban las fronteras en 
busca de refugio. Con alguna frecuencia representaban y repre­
sentan grupos de etnias americanas de las cuales era y es necesario 
mantener la identidad cultural y todo ello explica que, al cruzar las 
fronteras, se congregaban en campamentos que en ocasiones se 
organizaban espontáneamente cerca de tales fronteras .. 

En este ambiente se realizó en México a fines de 1981 un 
Coloquio que se dedicó a examinar los problemas más delicados e 
inmediatos del asilo y de los refugiados en América Latina.52 

Ese Coloquio subrayó la necesidad de extender la protección 
internacional a todas las personas que huyen de su país a causa de 
agresión, ocupación o dominación extranjera, violación masiva de 
los derechos humanos o acontecimientos que alteren gravemente el 
orden público, en todo o en parte del territorio del país de origen. 

Esta última disposición que sienta las bases de la "definición 
ampliada de refugiados" tenía como antecedente la Convención de 
la Organización de Unidad Africana (OUA) reguladora de aspectos 
específicos de problemas de refugiados en Africa, elaborada precisa­
mente para responder al fenómeno de flujos masivos de refugiados 
que presentaban en el. continente africano rasgos similares a aque­
llos que más tarde aparecieron en América Central. 

Fue así como en noviembre de 1984 se pudo organizar en 
Cartagena de Indias, Colombia, un Coloquio al que asistieron dele­
gados de Belice, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá y Venezuela, que tuvo como 
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finalidad tratar de hallar soluciones al problema de los refugiados 
presentes en la región.53 

Se estableció así la "Declaración de Cartagena sobre los Refu­
giados" en 1984, que adoptó la "definición ampliada de refugiado", 
único modo de solucionar de manera humanitaria y justa el proble­
ma de refugiados centroamericanos, que en esos años presentaba 
algunos nuevos rasgos: 

- el número de refugiados guatemaltecos en México au­
mentó considerablemente y pudieron instalarse campa­
mentos lejos de la frontera, en la península de Yucatán; 

- Honduras y Costa Rica continuaron incrementando la 
recepción de refugiados venidos principalmente de El Sal­
vador, Guatemala y Nicaragua. De este último país salie­
ron unos 15.000 indígenas miskitos y sumos durante los 
primeros meses de 1986; 

- Belice se constituyó en un joven país receptor de refugia­
dos venidos de diferentes países centroamericanos. 

40.- A finales de 1986 se realizó en Guatemala la reunión 
denominada Esquipulas I, que abrió un capítulo cuyos frutos se 
recogen todavía. Se pudo firmar un "Procedimiento para establecer 
la Paz Firme y Duradera en Centroamérica", acuerdo que fue resul­
tado de la acción permanente de Contadora, del Grupo de Apoyo en 
Favor de la Paz, y de la especial colaboración prestada por la Comu­
nidad Económica Europea y Su Santidad Juan Pablo n. 

En este acuerdo "los gobiernos centroamericanos se compro­
meten a atender con sentido de urgencia los flujos de refugiados y 
despJazados que la crisis regional ha provocado". Yes un hecho que, 
a partir de esa fecha, no se han presentado hasta el día de hoy nuevos 
flujos masivos de refugiados. 

Poco después, la Asamblea General de la OEA, reunida del 9 
al 13 de noviembre de 1987, aprobó una importante resolución sobre 
"La Situación de los Refugiados de América Central y los Esfuerzos 
Regionales para la Solución de sus Problemas", en la que se elogia la 
creación de mecanismos tripartitos creados para favorecer la repa­
triación voluntaria y se hace referencia a la constitución por parte 
del ACNUR de un "Grupo de Trabajo sobre Posibles So)uciones a )os 
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I ' , 

Problemas de los Refugiados Centroamericanos" y la celebración de 
una conferenciaregionaJ.sobre el tema. , " ' ' 

En efecto, ,d,el25 al 27 demayo dét1987, d A1to Comisionado 
había convocado en Ginebra a un grupo de consulta que produjo un 
importante doCuinento relativo'a las opciones de solucióri en favor 
de los refugiados centroamericanos. El documento tennina exhor­
tando a los países afectados en el área a convocar uná conferencia 
regional sobre refugiados centroameric3l;tos.. " 

A fmes de 1987 ,el grupo de consulta, reúÓidcf: esta vez en 
Nueva York, formuló un .infonne sobre los pasos dados en orden a 
la celebración de la.conferencia y propuso como fecha de realización 
la de junio de 1988. ' 

Aunque no se pudo realizar en la fecha propuesta, se llevó a 
cabo finalmente del 29 al 31 de mayo de 1989, en Guatemala, la 
Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos 
(CIREFCA). En ella participaron representantes de los gobiernos de 
la región, de la comunidad internacional, de la ONU, de la OEA, 
de diversos organismos no gubernamentales y del ACNUR. La 
CIREFCA aprobó un documento jurídico elaborado por el Comité 
Jurídico de Expertos que lleva como títúlo "Principiosy'Criteno'S 
para la Protección y Asistencia de los Refugiados, Repatriados y 
Desplazados Centroamericanos en América Latina", texto de enor­
me importancia por presentar las principales normas jurídicas apli-' 
cables en la región para tratar de resolver el problema que se 
enuncia. Se adoptaron, además, una serie de decisiones y programas 
a realizar en el futuro con el fin de ir, resolviendo la situación de 
"refugiados, repatriados y desplazados centroamericanos en Amérj­
ca Latina". 

41.- En el mes de febrero de 1990 se celebraron elecciones 
democráticas en Nicaragua y se realizó importante transmisión de 
poder que trajo como consecuencia el aument9 de repatriaciones al 
,país. 

Si desde 1986 no h,abían existido ya más flujos' masivos de 
personas centroamericanas que a~aIÍdonaban s~s paísés en buSca de 
protección internacional, los programas que 'fueron adquiriendo ca­
da vez mayor imPortancia .fueron los de repatriación y consolidación 
de las personas en sus países de origen. :. 
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Ha habido necesidad de la simpatía, comprensión y ayuda de 
la comunidad internacional, de un trabajo que el ACNUR ha profun­
dizado con los gobiernos involucrados, con las agencias no guberna­
mentales y con otras agencias del propio sistema de las Naciones 
Unidas, para revertir la situación existente y ayudar a consolidar una 
paz más estable y duradera en la región. 

A partir de 1988, y sobre todo en los años posteriores, se 
acentuó la repatriación de salvadoreños y nicaragüenses, en tanto 
Guatemala realiza acuerdos que buscan lograr la pacificación inter­
na del país. 

Todo ello se expresa en el Informe sobre el procedimiento 
para &tablecer la Paz Firme y Duradera en Centro América que fue 
aprobado por la Asamblea General de la OEA realizada en Asun­
ción, Paraguay, el mes de junio de 1990. 

Enesa misma ocasión se aprobaron otras dos resoluciones de 
importancia en el tema de refugiados: aquella sobre la Situación de 
los Refugiados en Centroamérica y los &fuerws para la Solución de 
sus Problemas y otra sobre la Situación Jurídica de los Refugiados, 
Repatriados y Desplazados en el Continente Americano, resolución 
que destaca 

"que la Declaración de Cartagena de Indias sobre refu­
giados significa un aporte importante para la solución del 
problema de los refugiados en América y para el progreso 
del Derecho Internacional de los Refugiados". 

Para dar seguimiento a la CIREFCA el ACNUR realizó un 
Seminario en febrero de 1991 en la ciudad de Guatemala, en el que 
participaron representantes de la Oficina de Ginebra, las Oficinas de 
América Central. Belice y México, y de la Oficina de Nueva York. 
Fue un buen momento para hacer un balance de las acciones efec­
tuadas y de las necesidades a cubrir en el futuro. 

En el Seminario se destacaron los siguientes puntos: 
el considerable aumento de las repatriaciones voluntarias, 
especialmente a Nicaragua y El Salvador. Durante 1990 
unas 44.000 personas pudieron retornar a sus países de 
origen con ayuda de los programas del ACNUR. 
10 anterior permitió poner fin a diversos campamentos de 
refugiados, especialmente en Honduras y Costa Rica. 
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- se intensificó el programa de integráción loc·al en país~ 
como México, Belice y Costa Rica. . . .. 

42.- La OEA, por otra parte, en las Asambleas Gerlerales 
realizadas en 1991 (Santiago de Chile) y en 1992 (Nassau); ha' apro­
bado resoluciones relativas a los refugiados que muestran la reievan-
cia del tema en la región. . .. . 

La resolución de 1991 tiene como título "Situación Jurídica de 
los Refugiados, Repatriadosj'Desplazados en el COntinente Ame­
ricano" y constata "un desarrollo gradual y positivo en m~teria de 
repatriación ·voluntaria de refugiados éentroamericanos y' los de 
otros Estados miembros, lo que ha con.tnbuido a aliviar el problema 
en el continente". 

La Declaración de Cartagena de 1984 aparece cOmo "guía 
para la solución de los refugiados en la región" y se señala la im­
portancia de la Declaración y del Plan de Acción derivadas de 
CIREFCA. 

La resolución anima a los Estados miembros a incorporar en 
sus legislaciones internas la Declaración de Cartagena "con el pro­
pósito de fortalecer el régimen jurídico de la protección de ·Ios 
refugiados". 

43.- En 1992, la Asamblea General de la ORA' áprobó la 
resolución intitulada "Situación Legal de los Refugiados, Repatria­
dos y Desplazados en el Hemisferio Americano", en la cual recuerda 
que los movimientos de repatriación voluntaria de refugiadós cen­
troamericanos "han continuado en 1991 y se espera que aumenten 
todavía más en 1992 como resultado, entre otros aspectos, de los 
acuerdos de paz firmados en El Salvador". En esos movimientos "el 
ACNUR tiene una importante funCión de protección en la vigilariéia 
del bienestar de los repatriados". . 

176 I 

La resolución establece que "se siguen realiZando esfuer­
zos para alcanzar soluciones efectivas a los problemas de 
los refugiados y desplazados en varios países, gúiados por 
los principios de la Declaración de Cartagena, la cual con­
tiene UD marco jurídico para el tratamiento de los refugia­
dos en la región"; 



JAIME RUIZ DE SANTIAGO 

Igualmente la resolución recuerda la Segunda Reunión Inter­
nacional de Seguimiento de CIREFCA, realizada en El Salvador del 
7 al 8 de abril de 1992, recomendando que el proceso de CIREFCA 
se continúe hasta mayo de 1994. 

La importancia de la Declaración de Cartagena es señalada, al 
igual que se insta a los Estados que aún no lo hayan hecho a "consi­
derar la posibilidad de adoptar medidas con el propósito de fortale­
cer los regímenes jurídicos internos para la protección de los 
refugiados". 

44.- Entre tanto, tras el derrocamiento del Presidente Aris­
tide ocurrido en Haití el 30 de septiembre de 1991, miles de ciudada­
nos haitianos buscaron refugio en los Estados Unidos y en otros 
países latinoamericanos. La mayor parte de ellos fueron intercepta­
dos por guardacostas de los Estados Unidos y conducidos a la base 
norteamericana de Guantánamo, en Cuba. Se iniciaba un dramático 
episodio que todavía no se acaba de cerrar y que puede tener, en el 
futuro, consecuencias sumamente negativas en el tratamiento dado 
a peticionantes de refugio ... 54 

45.- La experiencia de refugiados centroamericanos ha teni­
do invaluables consecuencias en América del Sur, en donde, en los 
últimos años, se produjo el retorno a gobiernos democráticos en dos 
importantes países: Chile y Paraguay. 

La Declaración de Cartagena es cada vez más aceptada en 
esta parte del Continente, en la cual algunos Estados la han llegado 
a incluir en su legislación interna. Tal es el caso de Ecuador y Bolivia. 

De este modo, además de coexistir esas dos instituciones pro­
tectoras de la persona en peligro, como son el asilo y el refugio, este 
último es aceptado en los términos de la Convención de 51 y el 
Protocolo de 67, al tiempo que la Declaración de Cartagena conoce 
cada día mayor recepción. 

Debe subrayarse que en América del Sur la totalidad de países 
han aceptado la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 en su 
integridad, habiéndose levantado la reserva geográfica que existió 
en algunos de ellos hasta hace muy poco tiempo. 

La repatriadón voluntaria que se efectúa hacia Chile y Para­
guay se ha beneficiado también de lo aprendido en América Central, 
en aspectos tan importantes como formación de comisiones nacio-
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nales que celebran acuerdos con el ACNUR y países de donde los· 
refugiados retoman, al igual que un intenso trabajo de colaboración 
entre las propias agencias del sistema de Naciones Unidas y de éstas 
con organismos gubernamentales y no gubernamentales. 

El tema de la repatriaCión voluntaria es contemplado en una 
consideracit?n Wás global de los problemas que afectan a los países, 
teniendo especial relieve, en América Latina, el planteado por la 
situación económica existente. 

El futuro requiere encontrar respuestas a todavía importantes 
problemas. 
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NOTAS 

1. El Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile 
organizó en julio de 1990 un Seminario sobre "Nuevas Dimensiones en 
la Protección del Individuo". El texto de las diversas intervenciones fue 
publicado por el mismo Instituto en 1991. 

2. Ed. Aguilar, Madrid, 1978. 

3. Estudios sobre Derechos Humanos, Ed. Jurídica Venezolana, Caracas, 
1985, pág. 24. 

4. Op. cit., pág. 542. Esta misma opinión es la que aparece en las palabras 
pronunciadas recientemente por lan Martenson, hasta hace poco Se· 
cretario General adjunto para los Derechos Humanos a la vez que 
Director General de la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, 
cuando afamó, cuando se le preguntó si la post·guerra fría ha modifi­
cado la percepción de los Derechos Humanos por la comunidad inter­
nacional, que "en su artículo primero, la Carta de la ONU hace 
depender el mantenimiento de la paz, entre otras cosas, del respeto de 
los Derechos Humanos. El no-respeto de éstos durante setenta años ha 
conducido a los países ex-comunistas a la situación en la cual hoy se 
encuentran. Las resoluciones de la presente sesión de la Comisión me 
parecen más honestas que anteriormente. Para mí. es "la primavera de 
los Derechos Humanos" de los cuales se puede discutir en una atmós­
fera diferente. Pero no hay que felicitarse del trabajo realizado, pues, 
jel verano aún no aparece! Los Derechos Humanos son constantemen­
te violados en el mundo: la puesta en práctica de los textos requiere un 
compromiso suplementario" (Entrevista publicada en elloumal Gé­
neve el5 de marzo de 1992). 

5. Se puede consultar en especial "Co-existence and Co-ordination of 
Mechanism oC International Protection of Human Rights (At Global 
and Regional Levels)", 202 Recueil des COU1'3 de l'Academie de Droit 
lntemational (1987) pp. 21-435; "The Application of the Rule of Ex­
haustion of Local Remedies in International Law", Cambridge, Cam­
bridge University Press, 1983, pp. 1-440, obra que es resumida en la 
versión brasileira "O Esgotamento de Recursos Internos no Direito 
Internacional", Brasilia, Ed. Universidade de Brasilia, 1984, pp. 19-245. 
El autor se refiere al Sistema Europeo en Osterr, 2., OfIentl Recht und 

179 I 



DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS 

Volkerrecht, 29, 211-231 (1978) Y al Sistema Interamericano en Revista 
del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, N23, 1986. 

6. "Elementos Fundamentais da Evolu~o da Prote~o Internacional dos 
Dereitos Humanos", en Revista "Arquivus" do Ministério de Justi~, 
año 44, N°177, Janeiro-Junho 1991, Brasil. 

7. L'Homme etl'Etat, PUF, París, 1965, pp. 70-71. El autor se refiere 
igualmente a una de las reuniones de la Comisión nacional francesa de 
la UNESCO, en la cual se discutían los Derechos Humanos, durante la 
cual alguien manifestó su asombro al ver que ciertos defensores de 
ideologías violentamente opuestas se habían puesto de acuerdo para 
redactar una lista de derechos. "Naturalmente, replicaron estos, esta­
mos de acuerdo en esos derechos, a condición de que no se nos 
pregunte por qué". Es precisamente en el "por qué" que comienzan las 
disputas. 
A nivel de la UNESCO, al igual que sucede en otras agencias de la ONU 

y organizaciones internacionales, los acuerdos se Uevan a cabo no a 
nivel especulativo sino práctico, no en tomo a una misma concepción 
del mundo, del hombre y su conocimiento, sino sobre la afirmación de 
un mismo conjunto de convicciones que dirigen la acción. 
Por ello los términos usados, al igual que sucede en las formulaciones 
dogmáticas, . no responden a determinada concepción filosófica sino 
simplemente expresan el sentido común. Conforme se van desgranan­
do las riquezas de tales expresiones -en sucesivas formulaciones que se 
expresan en resoluciones y convenciones-, el sentido común continúa 
trabajando y manifestando lo que se quiere expresar. 
Jacques Maritain se refiere a los Derechos Humanos desde una pers­
pectiva filosófica en su importante obra Les Droils de I'Homme et la Lo; 
Naturelle, Ed. Paul Hartmann, París, 1947. 

8. En Nuevas Dimensiones en la Protección del Individuo, Estudios Inter­
nacionales, Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de 
Chile, Santiago de Chile, 1991, pp. 171-182. 

9. Op. cit., pág: 47. 

10. A este respecto resulta interesante el Boletín de Derechos Humanos 
publicado en 1989 por el Centro de Derechos Humanos de Ginebra 
dedicado al tema "Implementation of International Human Rights 
Instruments". 
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11. La obra de Héctor Gros Espiell Los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en el Sistema Interamericano, Ed. Libro Verde, San José -
Costa Rica, 1989, posee bibliografía al respecto. 

12. Puede consultar con provecho la pequeña obra de Alfred de Zayas, 
Jakob Th. Moller y Torke Opshal, Application o/ the Intemational 
Convenant on Civil and Political Rights under the Optional Protocol by 
the Human Righs Committee, publicado por el Centro de Derechos 
Humanos de Ginebra en 1989. 

13. Estos Estados son los siguientes: Argentina, Austria, Barbados, Boli­
via, Camerún, Canadá, Congo, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador, Es­
paña, Finlandia, Francia, Gambia, Guinea Ecuatorial, Hungría, 
Islandia, Italia, Jamaica, Luxemburgo, Madagascar, Mauricio, Nicara­
gua, Niger, Noruega, Paises Bajos, Panamá, Perú, Portugal, República 
Centroafricana, República Dominicana, San Marino, San Vicente y las 
Granadinas, Senegal, Suecia, Surinam, Togo, Trinidad y Tobago, Uru­
guay, Venezuela, Zaire, Zambia. 

14. Estas diferencias son analizadas con detenimiento por Carlos Villán 
Durán, en "El Sistema de Naciones Unidas de Protección de los Dere­
chos Humanos y de las Instituciones Especializadas", Institut Interna­
tional des Droits de I'Honune, Strasbourg, 1.990. 

15. Para esta comparación véase lo que aparece en la publicación "Proce­
dimientos para Presentar Comunicaciones", Folleto Informativo NIY7 
publicado por el Centro de Derechos Humanos de la Oficina de las 
Naciones Unidas, Ginebra, 1989. 

16. Véase "Derecho Intemacional Público. Principios Fundamentales", de 
Antonio Remiro Brotons, Tecnos, Madrid, 1983, con buena bibliogra­
fía. Importante es la obra de Antonio Gómez Robledo "Ellus Cogens 
Internacional (Estudio Histórico y Crítico)", UNAM, México, 1982, que 
reproduce el texto en español de su intervención en los Cursos de 
Derecho de La Haya, que en 1982 se dedicaron en buena parte al tema 
de "Jus Cogens". 

17. Estas y otras opiniones aparecen en la obra "La Protección de la 
Persona Humana en el Derecho Intemacional", de Alejandro Etienne 
Llano, Ed. Trillas, México, 1987. 

18. Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Estudios sobre Dere­
chos Humanos (Caracas, Ed. Jurídica Venezolana, 1985), pp. 26-27. 

19. Op. cit., pág. 43. 
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20. Lo son, por ejemplo, los que aparecen en el Pacto de Derechos Civiles 
y Políticos, Art. 4.2.: Convención Europea de Derechos Humanos, Art. 
15.2: Convención Americana sobre Derechos Humanos Art. 24: las 
cuatro Convenciones de Ginebra de 1949 sobre Derecho Internacional 
Humanitario, Artículo Común 3. 

21. La comparación más reciente entre el sistema europeo de protección 
de Derechos Humanos y el sistema americano ha sido realizada por 
Héctor Gros Espiell en "La Convención Americana y la Convención 
Europea de Derechos Humanos. Análisis Comparativo", Ed. Jurídica 
de Chile, Santiago de Chile, 1991. Se trata del texto, en español, de su 
intervención en los Cursos de Derecho Internacional de La Haya en 
1989, al que se han añadido, como anexos, los textos de ambas Conven­
ciones, al igual que el Estatuto de la Comisión Interamericana, los 
Reglamentos de ambas Comisiones, el Estatuto de la Corte Interame­
ricana y los Reglamentos de ambos Tribunales regionales. 

22. Hasta fines de 1992 son 23 los Estados que han ratificado la Conven­
ción Europea y han aceptado el Derecho de petición de individuos. 

23. Ello ha sido reafirmado por la resolución 41/117 de diciembre de 1986, 
con motivo del vigésimo aniversario de los dos Pactos. En diciembre de 
1988, la Asamblea General, en sus resoluciones 43/113, 43/114 Y 43/125 
- subrayó de nuevo la necesidad de dar igual atención a la aplicaci6n 
tanto de los derechos civiles y políticos como de los derechos econ6mi­
cos, sociales y culturales. 

24. C.E.D.H., caso Airey, sentencia del 9 de Octubre de 1979, Serie A, vol. 
32, pág. 15, Ni! 26. 

25. El tema, sin embargo, continúa siendo objeto de discusiones en el 
ámbito europeo. 

26. Para un estudio más detallado de la evolución conocida por el actual 
texto de la Declaración Americana, se puede ver Héctor Gros Espiell, 
''Estudios sobre Derechos Humanos", Vol. 11, Ed. Civitas, Madrid, 1988, 
en especial, "La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre -Raíces conceptuales en la Historia yel Derecho Americano", 
pp. 87-117, con la bibliografía que contiene. También se puede consul­
tar con provecho, para diferentes aspectos de la Declaraci6n America­
na, los diversos aportes que aparecen en "Derechos Humanos en las 
Américas", Homenaje a la Memoria de Carlos A. Dunshee de Abran­
ches, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Washington, 
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1984. Véase también de César Sepúlveda, "Las Fuentes del Derecho 
IntemacionalAmericano", Ed. Porrúa, México, 1975. 

27. Estatuto de la Comisi6n Interamericana de Derechos Humanos, arts. 
1, 2.B, 18 Y 20. F.V. García Amador, "Atribuciones de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en relación con los Estados 
Miembros de la OEA que no son parte en la Convención de 1969", en 
"Derechos Humanos en las Américas", op. cit.; Andrés Aguilar, "La 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la entrada en vigen­
cia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos", Mundo 
Nuevo, Revista de Estudios Latinoamericanos, NIl 5 - 6, Caracas, 1979; 
Antonio Augusto Canc;ado Trindade, HA Evolu~o do Sistema Intera­
mericano de Protec;áo dos Direitos Humanos: Avaliac;áo Critica~, Re­
vista de InfonnOfao Legislativa, 73, Brasilia, 1982; Antonio Augusto 
Can~do Trindade, "A evoluc;ao das competencias dos organos politi­
cos internacionales: os casos da ONU et da OEA", Mundo Nuevo, numo 
17-18, Caracas, 1982; Héctor Gros Espiell, "Estructura y Funciona­
miento de los Organos que tutelan los Derechos Humanos en el Siste­
ma Interamericano", en: op. cit.; Edmundo Vargas Carreño, "Algunos 
Problemas que presentan la aplicación y la interpretación de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos". La Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, OEA, Washington, 1980, p. 163. 
Especial importancia posee el curso impartido por Héctor Gros Es­
piell en la Academia de Derecho Internacional de La Haya en 1989 al 
que hicimos referencia en la Nota 21. 

28. En este sentido se puede consultar "Los Derechos Humanos en el 
Sistema Interamericano: Recopilación de Instrumentos Básicos", Insti­
tuto Interamericano de Derechos Humanos, Costa Rica, 1987. 

29. Los Estados signatarios de la Carta de la OEA son: Antigua y Barbuda, 
Argentina, Bahamas, Barbados, Bolivia, Frasil, Canadá, Colombia, 
Costa Rica, Cuba, Chile, Dominica, Ecuador, El Salvador, Estados 
Unidos, Grenada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Ni­
caragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, St. Kitts y 
Nevis, Santa Lucía, San Vicente y Granadinas, Surinam, Trinidad y 
Tobago, Uruguay y Venezuela. 

30. Argentina, Barbados, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Grenada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Surinam, 
Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. 

I 83 I 



DERECHO INTERNACIONAL DE lOS REFUGIADOS 

31. Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Hondu· 
ras, Nicaragua, Panamá, Perú, Surinam.. Trinidad y Tobago, Uruguay y 
Venezuela. .. 

32. Esta posibilidad que responde a una tradición invariable del Sistema 
Interamericano, está reconocida por el art. 44 de la Convencióri Ame­
ricana: "Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no guberna­
mental legalmente reconocida en uno o más Estados Miembros de la 
Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que conten­
gan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado 
Parte". 

33. Héctor Gros Espiell en, op. cit., observa que la Corte Interamericana 
tiene una competencia consultiva que va más allá de la interpretación 
de la propia Convención, de la Carta de la OEA y de los tratados sobre 
derechos humanos elaborados en el marco o con el auspicio de la OBA, 

incluyendo además na todo tratado concerniente a la protección de los 
derechos hUmanos en que sea Parte un Estado Americano Miembro de 
la OEA" (pág:242). Véase la importante obra de Manuel EitVentura y 
Daniel Zovatto, "La Funci6n Consultiva de la Corte Interamericano de 
Derechos Humanos\ Ed. Civitas, Madrid, 1989. 

34. Tal es el caso de México que, sin embargo, tiene capital impor~~ncia 
por el número de refugiados que ha acogido. 

35. V éanse a este respecto Antonio A. Can~do Trindade, "La Cuestión de 
la Protección Internacional de los Derechos Econónucos, Sociales y 
Culturales: Evolución y Tendencias Actuales·, lIDH, San José, Costa 
Rica, 1992 y Héetor Gros Espíell, "Los Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales en el Sistema Interamericano", Libro Verde, San José, 
Costa Rica, 1986. Ambas obras contienen bibliografía al respecto aun­
que la segunda desconoce importantes progresos ulteriores. 

36. Antonio A. Can~do Trindade en: op. cit., describe con todo detalle Jos 
pasos que se dieron entre 1980 y )a adopción de este Protocolo Adicio­
nal. 

37. Véase en especial "La Secoltde Gue"e Mondiale el les Déplacements de 
Populations. Les Organismes de Protection", de Robert Ginesy, Ed. 
Pedone, París, 1948. 

38. Esta postura considera que la materia de Derechos Humanos cae bajo 
la previsión del Art. 1.7 de )a Carta y que constituye una materia que 
pertenece esencialmente a la jurisdicción interna de los Estados. Esta 
opinión ha sido ya p~eviamente analizada. 
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39. Pefune Zarjevski, "40 Años al Servicio de los Refugiados", en Refugia­
dos Nº 10, 1985, pág. 21. 

40. En 1956 el Dr. Van Heuven Goedhart recibiría, a título p6stumo, la 
Medalla Nan..c:¡en, la cual había sido instituida en 1954 como reconoci­
miento a quienes hubiesen prestado servicios excepcionales a la causa 
de los refugiados. La Medalla Nansen cs atribuida en principio cada 
año por un Comité integrado por dos personalidades nombradas res­
pectivamente por los Gobiernos de Noruega y Suiza, por el Secretario 
General del Consejo de Europa, por el Presidente de la Comisi6n para 
los Refugiados y Migraciones del Consejo Internacional de Agencias 
Benévolas y por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados. 

41. A este respecto se puede consultar el "Manual de Procedimientos y 
Criterios para Detenninar la Condición de Refugiado·, publicado por el 
ACNUR en Ginebra, 1988. 

42. En este momento son 113 los países que han firmado la Convenci6n de 
1951 y/o el Protocolo de 1967. 

43. Así, por ejemplo, la Conclusi6n 6 y la 17 analiza el delicado problema 
de la extradici6n. El sentido general de esta última es que la extradici6n 
se debe evitar cuando se trate del caso de los refugiados. 

44. A modo de ejemplo baste citar la Declaraci6n de Cartagena Ill.5 y el 
Documento Jurídico de CIREFCA de 1989 (Principios y Criterios para 
la Protección y Asistencia a los Refugiados, Repatriados y Desplaza­
dos Centroamericanos en América Latina), párr. 45 a 47. Y no debe 
olvidarse la importancia del Artículo 22.8 del Pacto de San José, que 
tiene un ámbito personal de validez mayor que aquel de los refugiados. 

45. Héctor Gros Espiell, Estudios sobre Derechos Humanos, Ed. Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1985, pp. 26-27. 

46. A la repatriaci6n voluntaria el Comité Ejecutivo del ACNUR ha dedica­
do dos importantes Conclusiones, la 18 y la 40, que constituyen "la 
armazón jurídica" para la realización de este programa. 

47. "The 1951 Convention relating to the Status of Refugees: A Universal 
Basis for Protection", en: Internacional Jouma! 01 Refugee Law, Oxford 
University Press, Vol. 3 N°3, 1991, pp. 411-412. Este número de la 
Revista recoge las ponencias pronunciadas en Ginebra entre el 22 y el 
24 de julio de 1991 con ocasión del Coloquio realizado para conmemo­
rar el 4()2 Aniversario de la Convenci6n de 1951. Véase también el 
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artículo del ex-director de Protección Internacional del ACNUR, Michel 
Moussalli, intitulado "International Protection: The Road Ahead", pp. 
606-616. 

48. Para analizar las relaciones entre asilo y refugio se puede con~últar mi 
artículo "Reflexiones sobre la Regulación Jurídica Internacional del 
Derecho de los Refugiados", en: Nuevas Dimensiones en la Protección 
del Individuo, op: cit., pp. 123-134, al igual que "Consideraciones Gene­
. rales acerca del Derecho Internacional de los Refugiados", en: Jorna­
das sobre los Sistemas Internacionales de Protección JU1Ídica de la 
Pe;sona Humana, ClCR·llDH·ACNUR, Buenos Aires, 1991, pp. S9-104. 

49. Problemas en la Protección de los Refugiados en América Latina, 
Anuario JU1Ídico Interamericano, OEA, Washington, 1983, pág. 226. 

50. Los países latinoamericanos que han ratificado la Convención de 1951 
y el Protocolo de 1%7, hasta esta fecha son los siguientes: 

Paises Convención de 1951 Protocolo de 1967 
Argentina 15/11/61 06/12/67 
Belice 27/06/90 27/06/90 
Bolivia 09/02/82 . 09/02/82 
Brasil 16/11160 ,()7/04m 
Chile 28/02/72 27/04m 
Colombia 10/10/61 04/03/80 
CoslaRica 28/03n8 28/03nS 
Ecuador 17/08/55 06103/69 
El Salvador 28/04/83 28/04/83 
Guatemala 22/09/83 . 22/09183 
Haití 25/09/84 25/09/84 
Honduras 23/03/92 23/03/92 
Jamaica 30/07164 30/10/80 
Nicaragua 28/03/80 28/03/80 
Panamá 02/OSn8 02/OSnS 
Paraguay 01/04nO' 01/04nO 
PerO 21/12/64 15/09/83 
Rep.Dorninicana 04/Oln8 04/0m8 
Surinam 29/1m8 29/1mS 
Uruguay 22/09nO 22/09nO 
Venezuela 19/09/86 19/09/86 
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51. A principios de 1991 se creó una nueva oficina regional del ACNUR en 
Caracas, Venezuela, que se encarga de prestar sus servicios en Vene­
zuela, Colombia, Ecuador, las Guyanas, Surinam y el Caribe (con 
excepción de Cuba, que permanece siempre a cargo de la oficina de 
México). 

52. Las memorias de este coloquio aparecieron en el volúmen ''Asilo y 
Protección Internacional de los Refugiados en América Latina", UNAM, 

México, 1982. 

53. Las Memorias de este coloquio aparecieron en el volúmen "La Protec­
ción Internacional de los Refugiados en América Central, México y 
Panamá: Problemas Jurldicos y Humanitarios", Un. Nacional de Co­
lombia, Colombia, 1984. 

54. Para comprender con un poco de más detalle esta compleja situación 
cfr. el arto "Haití: No room al the inn"; de Bill Frelick, Revista "Refu­
gees", N290,julio 1992, pp. 35-37. 
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Reflexiones sobre la ProtecCÍón Internacional 
en los '90 

Virginia Trimarco • 

Introducción 

Refiriéndose a los problemas que el ACNUR debe enfrentar en los 
'90, estos fueron enunciados de modo simple y esclarecedor por la 
Alta Comisionada en el mensaje de inauguración de uno de los 
instrumentos de promoción y difusión más importantes de la Oficina 
la revista Refugiados. Ella decía: "La situación de los refugiados 
evoluciona rápidamente en todo el mundo, más rápidamente, en 
verdad, de lo que cualquiera de nosotros pudiera haber previsto. 

Cuando el ACNUR entra en su quinta década de actividad, nos 
enfrentamos a una infinidad de cuestiones para las que no hay una 
respuesta fácil. Hay que discutir el alcance e interpretación de nues~ 
tro Mandato a la luz de las nuevas realidades del mundo que nos 
rodea. 

Si estamos comprometidos en la búsqueda de auténticas solu­
ciones permanentes ¿podremos evitar el considerar la cuestión del 
desarrollo? Cuando hablamos de las "causas fundamentales" de las 
afluencias de población, ¿podremos eludir el espinoso tema de la 
violación de los derechos humanos? ¿Cómo podremos mejorar la 

• Encargada de Misión ACNUR en Chile. (Conferencia dictada en el X Curso 
Interdisciplinario en Dettthos Humanos. Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 
San José, Costa ruca. 22 septiembre - 02 octubre 1992). 
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promoción de las políticas liberales de asilo a la vez que reconoce­
mos las legítimas preocupaciones de los gobiernos en torno a los 
controles de inmigración?" 

Con el fin de situar el.tema, es vital que abordemos estas 
cuestiones y los desafíos que ellas representan de forma abierta y 
directa, y dado que nos encontramos en esta región del mundo 
sugiero lo hagamos a la luz de la experiencia en América Latina con 
particular énfasis en América Central que ha representado un apor­
te muy rico en este proceso de cambio, tanto para enfrentar ¡os 
nuevos desafíos de protección de derecho internacional de refugia­
dos como para aportar soluciones. 

Situación general 

A modo general conviene recordar que la situación de los refugiados 
en todo el mundo continúa deteriorándose (en particular en el 
Golfo Pérsico, el Cuerno de Africa, el Asia sudocciden tal y Europa) 
pese a los cambios trascendentales registrados en el orden mundial 
que habían permitido esperar perspectivas de solución. Si bien se 
hicieron algunos progresos hacia la solución de ciertas situaciones de 
refugiados, como en Centroamérica, la población mundial de refu­
giados se mantuvo en la cifra exhorbitante de 17 millones, récord en 
la historia de la Oficina. América Latina se encuentra con procesos 
democráticos en casi todos los países y con un número decreciente 
de refugiados. Ello permite enfrentar y analizar los desafíos de los 
'90 con mayor profundidad y distancia evaluando la historia para 
trazar objetivos adecuados. 

Raíces del Desplazamiento de personas 

Las raíces de las salidas de personas son a menudo complejas y no 
están sujetas a solución rápida a través de medidas de prevención. 
Incluye serias violaciones de derechos humanos, disparidades de 
desarrollo Norte-Sur, disparidades históricas, divisiones étnicas, 
conflíctos internos, y en una menor medida, agresión externa. Otras 
condiciones que pueden influir en la salida incluye sobrepoblación, 
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pobreza, degt"adacióh 'ambiental7y creciente movilidad global debido 
al progreso técnico. . '".' '. ··,' .. ··Yh. ,;/ : 

En el plano político intemacionalá 'pesa¡;:gue el restableci­
miento de las relaciones Este/Oeste ha sido un factor positivo para 
la cooperación internacional, se ha abierto, al mismo tiempo, una 
brecha entre países ricos y pobres, así como entre sectores de la 
sociedad dentro de los países. Además, la recesión económica mun­
dial, el resurgimiento del nacionalismo, la inestabilidad política y los 
mayores riesgos del desplazamiento se han sumado a la complejidad 
del clima internacional, ocasionando en' casos extremos, nuevos con-
flictos productores de refugiados. . 

No sólo los desplazamientos de refugiados continúan forman­
do parte de movimientos más amplios de poblaciones a través de las 
fronteras sino que las violaciones de derechos , humanos y los conflic­
tos han desplazado a un gran número de refugiados n() sólo en el 
interior de sus países sino también hacia el exterior. La complejidad, 
magnitud y celeridad de estos desplazamientos, han planteado difi­
cultades logísticas y de protección sin precedeptes. En algunos casos, 
el contexto en que debe llevarse a cabo una asistencia absolutamen­
te necesaria, implica riesgos para la seguridad casi intolerables. Ade­
más, el nuevo fenómeno de los desplaZamientos internos se ha ido 
incrementando, como así también la continua y amarga realidad de 
los movimientos Sur-Stir.que imponen una carga insoportable' a los 
Estados más pobres. Por otra parte, ha resultado cada vez más 
evidente que la repatriación voluntaria, la solución duradera más 
apropiada al problema de los refugiado..li, no puede ser estable y 
realmente duradera sin una reintegración significativa, basada en el 
desarrollo y la reconciliación nacionales. 

Desaflos 

La tarea de dar protección internacional se encuentra así amenaza­
da con la evolución histórica y el aumento en tamaño y complejidad 
de la situación de los refugiados. Las realidades del pre.sente desa­
fían la protección y la capacidad del ACÑuR de llevarla a cabo. 
Estas, conocidas por todos, tienen carácter masivo más que indivi­
dual de movimientos intra-regionales y transcontinentales con una 
composición mixta, de refugiados y desplazados, acompañados ade-
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más, a menudo, del abuso del sistema de asilo por estos migrantes. 
La situación de refugiados en muchos países de asilo se encuentra 
dificultada por la falta de solidaridad internacional unida a situacio­
nes de dificultades socio-económicas graves. a nivel nacional. El 
crecimiento dramático de grupos de refugiados, unido al aumento de 
casos sin decisión hace que la recepción e integración en los países 
se vea desbordada. 

Ningún organismo de las Naciones Unidas por sí solo puede 
hacer frente a esta multitud de retos. El marco para una respuesta 
adecuada del Sistema a las complejas situaciones de emergencia 
humanitaria lo dio la Asamblea General que aprobó la resolucÍón 
46/182, en diciembre de 1991, sobre el fortalecimiento de la coordi­
nación de la asistencia de emergencia del sistema de las Naciones 
Unidas, constituyendo por ello un hito importante. Nuestra Oficina 
coopera con el Coordinador de las Naciones Unidas para el Socorro 
en Casos de Desastre a fin de explorar la forma de aportar la 
experiencia para mejor abordar estas complejas situaciones de emer­
genCIa. 

Propuestas 

Formando parte de esta estrategia, la capacidad de preparación y 
respuesta del ACNUR a las situaciones de emergencia ha mejorado 
gracias a una serie de medidas que nos han permitido estar en 
mejores condiciones para hacer frente a las situaciones de emergen­
cia de refugiados en todo el mundo. 

Se han aprovechado también todas las oportunidades de repa­
triación voluntaria, cada vez más frecuentemente en el contexto de 
acuerdos políticos negociados bajo los auspicios del Secretario Ge­
neral yen estrecha consulta con todas las partes interesadas, Cen­
troamérica ha resultado terreno fértil para ensayar fórmulas 
regionales globales destinadas a lograr soluciones duraderas a cier­
tas situaciones. 

Por último, otro aspecto ha consistido en promover las medi­
das de prevención, tarea a la que la Oficina se encuentra abocada no 
con el objetivo de impedir las corrientes de refugiados sino de 
eliminar o reducir los factores que inducen los desplazamientos, 
prestando especial atención a la difusión del derecho de los refugia-
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dos, a la promoción de este derecho entre todas las partes interesa­
das y a la supervisión. 

La Proteccron Internacional y la Asistencia 
: .. ' .. ~ 

Dar protección internacional a' los refugiados es una de las dos 
funciones básicas de la Oficina del Alto Comisionado de las Nacio­
nes Unidas para los Refugiados. Es una responsabilidad del Manda­
to que se realiza como una actividad apolítica, humanitaria y social. 
Se lleva a cabo con la cooperación internacional, sobre la base de 
principios de solidaridad internacional de refugiados, los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario así como, con las 
directrices para el proceder de los Estados acordadas de modo mul­
tilateral, en particular, a través de las Conclusiones del Comité 
Ejecutivo de la Oficina. . 

Las nuevas realidades impulsaron al ACNUR hacia nuevos 
campos de actividades y han puesto en debate las nociones de la 
protección internacional tradicional. Entre los temas centrales se 
encuentran la necesidad de una creciente ratificación de la Conven­
ción de 1951 y su Protocolo de 1967 - ya son parte de ella 113 países, 
23 en América Latina. 

Al mismo tiempo se muestra cada vez más necesario promover 
la uniformidad en los criterios de determinación, toda vez que la 
protección es óptima cuando los pror,edimientos seguidos son rápi­
dos y equitativos y las normas internacionales de la legislación nacio­
nal y los procedimientos administrativos se aplican eficazmente. 
Estas cuestiones son las que reciben máxima prioridad en los esfuer­
zos de promoción. 

Con relación a la asistencia se muestra cada vez más compleja 
la aplicación de un régimen global de asistencia y protección para 
creciente número de refugiados que huye de conflictos internos. 

Todos estos factores que han conducido a un aumento cons­
tante del número de -refugiados y solicitantes de asilo han tenido 
como respuesta en los Estados una tendencia a limitar los derechos 
de los refugiados, a través de situaciones tales como la admisión, 
acceso a procedimientos, refoulement, expulsión, seguridad física, 
detención y tratamiento humano. A otros los ha impulsado a tratar 
el problema más allá del asilo, a través del reasentaF.liento y buscar 
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soluciones alternativas enfocándolas más directamente en las res­
ponsabilidades de los países de origen, a la prevención de situaciones 
que producen refugiados y en la solución del retorno de un modo 
más abarcador. 

Todos estos cambios han requerido a su vez un acomodamien­
to por parte del ACNUR a fin de continuar otorgando una adecuada 
protección internacional. 

Situación de América Latina 

El análisis de la situación en América Latina estará centrado en la 
evolución en la América Central durante la década de los '80. Previo 
una breve referencia a la situación en América del Sur. 

Una vez planteada la situación internacional, es necesario que 
nos ubiquemos en América Latina donde la presencia del ACNUR, 
que comienza en los '60 en América del Sur, se consolida con los 
movimientos de los '70 en particular en Bolivia, Argentina, Uruguay 
y Chile. Exilio que en algunos casos como Chile, se extendió más allá 
de la década. En los '80 se reinicia el camino democrático que se 
consolidará hacia el final de la década. Los movimientos de repatria­
ción se hacen frecuentes a medida que en estos países se consolida 
la democracia. La Oficina, si bien coopera con el retorno voluntario 
de los refugiados, no incursiona sino tímidamente en proyectos de 
reinserción y reconstrucción en los países de origen. 

Centroamérica. Desplazamientos Masivos 

El istmo Centroamericano comienza a ser el centro del interés de 
nuestras actividades a fines de la década de los '70. La Oficina del 
ACNUR para el Norte de América Latina con sede en San José que 
había sido creada por esa época para brindar apoyo a las situaciones 
de refugiados suscitadas en el área por los refugiados del Cono Sur, 
se vio a poco de establecida, enfrentando el fenómeno de refugiados 
centroamericanos, esta vez con carácter masivo. 200.000 nicara­
güenses, que a partir de 1978 encuentran refugio sobre todo en 
Costa Rica y Honduras, aunque también en menor número en Mé-
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xico y Panamá, se repatrian dos años más tarde a Nicaragua al 
finalizar la guerra civil con et,apoyo de la Oficina. 

A partir de esa época,';clproblema de refugiados lejos de estar 
terminándose recrudece, ya que a partir de 1980 comienza otro flujo 
masivo de movimientos de refugiados y desplazados que van a exten­
derse gran parte de la década. Las primeras salidas que se registran 
son de salvadoreños que salen a Honduras. De guatemaltecos, que 
también como resultado de guerras internas se dirigen a la Provincia 
de Chiapas en México. Más tarde de mizquitos nicaragüenses que 
comienzan a entrar en Honduras y también de latinos nicaragüenses 
a Costa Rica y otros países del área. En su mayoría se instalan en· 
campamentos cercanos a la frontera. 

Características 

Conviene recordar algunas de las características fundamentales de 
estos movimientos que presentaron notorias diferencias con los re­
fugiados del Cono Sur. Son en su mayoría de extracción rural o 
semi-urbana. Existen, es cierto, casos de profesionales, obreros, etc., 
pero la gran mayoría son campesinos o semi-urbanos de escasos 
recursos y con bajo nivel de escolaridad. . 

En algunos casos, así los salvadoreños en Honduras y los 
guatemaltecos en México o los misquitos en Honduras, se trata de 
desplazamiento de localidades enteras que salen de los países de 
origen en busca de protección 

También los guatemaltecos en México y los misquitos en Hon­
duras son en su mayoría grupos de campesinos de etnias americanas, 
lo que añade a los problemas corrientes de la protección y asistencia 
a refugiados campesinos la necesidad de preservar su identidad 
cultural. 

Por otra parte existen casos individuales, de extracción semi­
urbana o urbana que se dirigen a distintas ciudades de la región y 
muchos de ellos se integran en su comienzo, en forma espontánea, 
mediante un proceso de mimetización, a las poblaciones locales. El 
flujo creciente también llevó a ubicarlos más tarde en campamentos 
para otorgarles protección y asistencia adecuada. 

La intensidad con la que fueron desenvolviéndose los conflic­
tos internos en El Salvador, Guatemala y Nicaragua determinó la 
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magnitud de los desplazamientos de miles de personas que se vieron 
obligadas a abandonar sus hogares y su actividad económica tradicio­
nal. Estos desplazamientos se dieron tanto al interior de países, 
generando el fenómeno de los desplazados, como hacia el exterior, 
dando lugar a la presencia masiva de refugiados albergados, general­
mente, en campamentos en zonas cercanas a las fronteras. 

El nivel de desarraigo producido en la región fue descrito en 
los siguientes términos: 

"En un período de diez años casi dos millones de centroameri­
canos se han desplazado en la región como resultado de la crisis 
prevaleciente. Hacia el fin de la década, se han puesto en práctica 
numerosos programas de asistencia que han aliviado considerable­
mente la situación de las personas afectadas. En algunos casos, se 
han establecido soluciones duraderas; no obstante, para la mayoría 
de las poblaciones desarraigadas, se deben proponer alternativas 
viables y definitivas", 

"Aunque la magnitud del desplazamiento es difícil de medir 
con exactitud, se considera que, excluyendo el número de refugiados 
asistidos -unos 200.000- este desplazamiento afecta a 1,8 millones 
de personas ubicadas en todos los países del área, ya sea porque se 
vieron obligadas a cruzar una frontera individual, incluyendo a aque­
llos refugiadosique no han sido reconocidos como tales, o aquéllos 
que abandonaron sus hogares manteniéndose dentro de su' propio 
país". 

Primeros intentos de Normativa Legal 

Este movimiento, sin precedentes en su magnitud en épocas anterio­
res, ocasiona el establecimiento de los primeros campamentos de 
refugiados para llevar a cabo una más adecuada protección. Entre 
los primeros derechos que se tratan de proteger, sin perjuicio de el 
pleno ejercicio del principio de non-refoulement, se encuentran el de 
la seguridad física de los refugiados en el país de asilo y se decide el 
alejamiento de los campamentos de las fronteras donde la vida y 
seguridad de los refugiados corre peligro por acciones bélicas, Al 
mismo tiempo se discuten las normas de tratamiento humanitario 
mínimo que el Comité Ejecutivo aprueba en 1981 en su Conclusión 
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22 refiriéndose a las personas que buscan asilo en situaciones de 
afluencia en gran escala . 

. Dicha conclusión enumera una serie de normas mínimas bási­
cas que abarcan principalmente la seguridadJísica de los refugiados 
responsabilizando al país de asilo en la preservación de la seguridad, 
la libertad de movimiento, el acceso a la asis~encia y la satisfacción. 
de necesidades vitales (tales como alimentación, vivienda, servicios 
sanitarios y de salud), la situación ante la ley, la protección a la 
familia y los menores de edad (el principio de la unidad familiar 
adquiere en estas circunstancias particular importancia). 

En situaciones de ,afluencia en gran escala el asilo, aunque 
temporario, cumple por lo tanto desde el momento inicial con su 
primera función, la de preservar la vida y libertad del refugiado. 

El alejamiento de las fronteras del país de origen aparece 
como contrapuesta, cercenando la libertad de movimiento y residen­
cia; dado que la ubicación de los refugiados e inclusive de los asilados 
en el sistema interamericano de protección había sido uno de los 
puntos de preocupación y hasta de controversia entre los Estados, 
los organismos humanitarios concernidos y los propios beneficiarios 
de la protección. Los acontecimientos en América Central sirvieron 
p~ra subrayar la impOrtancia de esta cuestión particularmente deli­
cada. La misma ha encontrado cabida dentro de la tradición de asilo 
de América Latina y en el ámbito del sistema universal de protec­
ción.A este respecto la Conclusión 22 recomi~nda que "en la medida 
de lo posible debe ubicarse a las personas en busca de asilo a una 
distancia razonable de la frontera de su país de origen". 

El considerar a los refugiados aun en condiciones de asilo 
provisional como beneficiarios indiscutibles de la prevención y pro­
tección de los derechos humanos implicó, además de una necesidad 
impostergable, la posibilidad de que se recurra a los organismos 
internacionales competentes de conformidad con las normas vigen­
tes en la materia. En cuanto a la función de protección internacional 
del ACNUR su obligación de no escatimar ningún esfuerzo por 
promover los derechos de los refugiados emana claramente del 
mandato recibido de la Asamblea General de las Naciones Unidas y 
es inherente a la naturaleza humanitaria de la labor que la comuni­
dad internacional ha puesto en .sus manos. 

o '.. ," 
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Se plantean también los primeros problemas de elegibilidad, 
que por aplicación de la Convención de 1951 en aquellos países que 
eran parte como Costa Rica se realizaban individualmente, y se 
sugiere la aplicación de una elegibilidad prima fade más adecuada a 
estos conglomerados, aún cuando las legislaciones nacionales toda­
vía no se referían a ello. Costa Rica es pionera en la materia. 

Antecedentes 

El fenómeno de masas de poblaciones que se desplazan a través de 
las fronteras en busca de protección fue obseJVado primeramente en 
el continente africano durante el período de descolonización. Ello 
llevó a la adopción por parte de los Estados Africanos en 1969 de la 
"Convención de la Organización de la Unidad Africana por la que se 
regulan los aspectos específicos de problemas de los refugiados en 
Africa". Esta Convención representa el primer esfuerzo de los Esta­
dos en complementar los instrumentos universales de refugiados con 
disposiciones sobre la protección y asistencia a refugiados en una 
determinada región, ampliando las causas de reconocimiento para 
responder al fenómeno de flujos masivos de refugiados que presen­
taban en el continente africano rasgos similares a aquéllos que más 
tarde aparecieron en América Central. 

Promoción y Desarrollo del Derecho 

Con esta preocupación, el ACNUR organiza, a fines de 1981 en 
México un Coloquio que se dedicó a examinar los problemas más 
delicados e inmediatos del asilo y de los refugiados en América 
Latina con la mira puesta en una evolución creciente y totalmente 
nueva de la problemática de refugiados. 

El Coloquio subrayó la necesidad de extender la protección 
internacional para adecuarla a las nuevas situaciones sin perder el 
objetivo central del Mandato de la Oficina de otorgar la protección 
internacional a los reales beneficiarios, los refugiados. 

Respondiendo a esta situación sin precedentes los países afec­
tados iniciaron un proceso de identificación y puesta en práctica de 
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medidas humanitarias para la protección y asistencia de los refugia­
dos. 

Coloquio de Cartagena de Indias - Declaración 

En 1984 la situación de refugiados había crecido notablemente y los_ 
problemas que comenzaban a enfrentarse estaban más-relacionados 
a las soluciones. Los propios países receptores sentían la carga a 
menudo exagerada y con un impacto directo en la a veces frágil 
situación socio-económica. El ACNUR organiza en esta época un 
segundo Coloquio que iba a tratar los problemas de flujos masivos en 
Centroamérica y determinar posibles soluciones con la participación 
de los gobiernos de los países concernidos, a los que se le suman 
México y Belice. 

Se adoptan en él una serie de conclusiones y recomendaciones' 
siendo la más significativa la tercera que en nuestro lenguaje co­
rriente se conoce como la Definición ampliada de la Declaración de 
Cartagena que establece que un refugiado es no sólo aquel que 
reúne los requisitos para ser reconocido bajo la Convención de 1951 
yel Protocolo de 1967 sino también se refiere a que: "se considere 
también como refugiados a las personas que han huido de sus países 
porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la 
violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, 
la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias 
que hayan perturbado gravemente el orden público". 

El Coloquio también se refiere en otras recomendaciones a la 
naturaleza del asilo, reafirmando su carácter humanitario, confirma 
el principio de no-devolución como eje central de la protección y el 
alejamiento de la frontera y la importancia de la repatriación volun­
taria en condiciones de dignidad y seguridad y preferentemente al 
lugar de origen. 

A pesar que la Declaración de Cartagena y su Recomendación 
Tercera no constituye un instrumento legal obligatorio para los 
Estados liene, no obstante, una importancia fundamental dado que 
refleja un consenso sobre detenninados principios y criterios,. y ha 
servido de guía a los Estados en el tratamiento de los refugiados. En 
realidad, la Declaración revitaliza la tradición latinoamericana de 
asilo y al mismo tiempo tiene por vocación consolidar una costumbre 
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regional en el tratamiento de los refugiados, repatriados y personas 
desplazadas. Asimismo, la Declaración ha adquirido mayor fuerza a 
través de diferentes pronunciamientos de reconocimiento y apoyo 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Asamblea 
General de los Estados Americanos, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, el Parlamento Andino, el Parlamento Europeo 
y el Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas sobre Refugiados. Asimismo merece mencionarse 
su inclusión en las legislaciones nacionales de algunos países latinoa­
mericanos como Ecuador y Bolivia. 

Sentido Global al Tratamiento del Tema 

El problema de los refugiados centroamericanos, ya sea desde el 
punto de vista del individuo y su necesidad de protección y asistencia 
o desde la óptica del Estado receptor, está Íntimamente vinculado a 
la historia y coyuntura política de la región. En efecto, los aconteci­
mientos políticos, sociales y económicos influyen en el fenómeno de 
desplazamiento de personas y viceversa. De igual manera, las nor­
mas jurídicas para el tratamiento de los refugiados están interrela­
cionadas con las. realidades sociales y económicas y, a su vez, 
dependen de éstas. Los flujos masivos de refugiados afectan no sólo 
el orden interno y la estabilidad de los países receptores, sino tam­
bién llegan a tener impacto en la estabilidad política y social y el 
desarrollo de regiones enteras, arriesgando así la paz y seguridad 
internacionales. 

El fenómeno de los refugiados centroamericanos concitó la 
atención de los países afectados y de la comunidad internacional y 
contribuyó en buena medida a la internalización de los esfuerws de 
paz. Es así, que en 1987, luego de numerosos esfuerws regionales en 
pro de la paz como el de Contadora y otros, los cinco Presidentes de 
los países centroamericanos marcan un hito histórico en estas nego­
ciaciones de paz, y dan una solución global a la crisis que vería 
afectado el istmo en casi una década, al suscribir, el 7 de agosto, en 
Ciudad de Guatemala, el Procedimiento para Establecer la Paz 
Firme y Duradera en Centroamérica, conocido también como Es-
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quipUlas II:En él se consagra un capítulo compl~to a la'necesidad de 
proteger y asistir a los refugiados y a las personas desplazadas así 
como a la repatriación voluntaria, incorporando formalmente el 
fenómeno de los refugiados y desplazados al proceso de paz. 

Ha habido necesidad de apoyo y colaboración de la comuni­
dad internacional, un trabajo coordinado con los gobiernos involu­
crados con la colaboración ,de agencias no gubernamentales 
internacionales y otras agencias del propio sistema de las Naciones 
Unidas, a fin de revertir la situación existente y ayudar a consolidar 
una paz más estable y duradera en la región. 

El Proceso de CIREFCA 

Sustentados en este proceso, los países afectados por la presencia 
masiva de refugiados convocan a la Conferencia Internacional sobre 
Refugiados Centroamericanos (CIREFCA) que se realizó en 1989 en 
la Ciudad de Guatemala, con el apoyo del ACNUR, el PNUD y el 
Secretario General de las Naciones Unidas a la que asistieron 56 
delegaciones gubernamentales, 20 organismos internacionales y 36 
organizaciones no gubernamentales. La Conferencia adoptó una 
resolución fitlal y el Plan de Acción Concertado en el que se recono­
ce, explícitamente, que las soluciones a los problemas de los refugia­
dos, repatriados y desplazados constituyen parte integral de los 
procesos de paz, democracia y desarrollo que tienen lugar en Cen­
troamérica. 

Los retos más importantes planteados por CIREFCA se refie­
ren a establecer parámetros rawnables que permitan desembocar 
en el desarrollo económico y social, eliminando así las secuelas del 
desarraigo y tendiendo a la normalización de la vida de los beneficia­
rios. Es en esta óptica, que la cooperación interagencial planteada 
en CIREFCA adquiere una importancia capital, poniendo el acento 
de las actividades en aspectos vinculados al desarrollo y transfiriendo 
progresivamente responsabilidades a agencias, que como el PNUD, 
pasan progresivamente a desempeñar un rol más preponderante. A 
nivel de los países beneficiarios, el futuro de CIREFCA se enfrenta a 
la necesidad de complementar estrategias de cooperación bilateral 
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con la cooperación multilateral. Esto resulta particularmente impor­
tante dado que algunos de los países se encuentran desarrollando 
planes de reconstrucción. En el marco de CIREFCA, el ACNUR 
consolida las nuevas tendencias en la protección internacional y la 
asistencia, diseñando una estrategia orientada hacia el futuro con la 
atención centrada en la preparación, prevención y solución de situa­
ciones de emergencia y abordando el problema de los refugiados en 
su totalidad, desde el éxodo y el socorro hasta el regreso y la reinte­
gración. 

Como parte de este proceso, la Oficina en estrecha coopera­
ción con otros organismos y programas de las Naciones Unidas, y con 
el generoso apoyo de la comunidad internacional, continúa el es­
fuerzo concertado a fin de buscar nuevas fórmulas para hacer frente 
a los nuevos retos y tratar de encontrar soluciones duraderas en el 
desempeño de su mandato. Las Comisiones Tripartitas o mecanis­
mos similares de consulta que se habían originado a mediados de la 
década para generar espacios de discusión y favorecer soluciones 
duraderas de repatriación voluntaria con la participación de todas 
las partes interesadas: el Estado de origen, el de asilo, los refugiados 
y con la mediación a menudo del ACNUR continúa siendo válida 
para la consecución de derechos y garantías a las poblaciones desa­
rraigadas que hubieran sido inimaginables en otras circunstancias. 

Desarrollo Normativo y Práctico 

El documento jurídico aprobado durante la Conferencia es de parti­
cular interés puesto que es el primero que se refiere de un modo 
estructurado a las principales normas jurídicas aplicables en la re­
gión para dar solución a los problemas planteados en la Conferencia. 

a) Nivel Internacional 
Con base en el Derecho Internacional, recuerda que los trata­

dos son la fuente primaria de obligaciones para los Estados que se 
han adherido a ellos conforme a sus procedimientos constituciona­
les. 

Al tenor del derecho internacional todo tratado en vigor es 
obligatorio para los Estados partes y debe ser cumplido de buena fe , 
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y un Estado parte no puede invocar su legislación interna como 
justificación para no cumplir con las obligaciones del tratado. 

A nivel universal, se encuentran la Convención de 1951 sobre 
el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo Adicional de 1967.l.os 
principios y normas de derechos básicos benefician también a los 
refugiados y repatriados, así como a las personas desplazadas dado 
que estas normas se aplican él todas las personas que se encuentran 
en el territorio de un Estado. En tal sentido en el campo de la 
protección del refugiado conviene destacar el Pacto Internacional 
sobre Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional sóbre 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Por suparte"c:m el 
derecho humanitario, las cuatro Convenciones de Ginebra dé 1949 
Y los dos Protocolos Adicionales de 1977, suministran una orienta­
ción importante en la protección de los refugiados, repatriados'}" 
personas desplazadas en caso de conflictos armados relevantes; . 

Aun cuando los Convenios Internacionales constituyen la­
fuente primaria de Derecho Internacional, existen muchos otros 
recursos que orientan a los Estados y a los organizaciones interna­
cionales en la identificación e interpretación de los principios y 
criterios jurídicos. En el contexto de los refugiados a nivel universal, . 
se destacan con jerarquía diversa la Declaración Universal de Dere­
chos Humanos, el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre AsiJo Territorial, para mencionar 
únicamente los más sobresalientes. Además, existen resoluciones 
relevantes de la Asamblea General de las Naciones Unidas, del. 
Consejo Económico y Social (ECOSOC) y las decisiones y conclusio-
nes del Comité Ejecutivo del Alto Comisionado (EXCOM). . . 

b) A Nivel Regional 
Esto se conjuga a nivel regional en América Latina con un 

gran número de tratados de importancia directa para los refugiados, 
repatriados y las personas desplazadas. Entre ellos están en primer 
lugar, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, llamado 
Pacto de San José de 1969 y con anterioridad y ya desde el siglo 
pasado, el Tratado de Derecho Penal Internacional firmado en 
Montevideo el 23 de enero de 1889, la Convención sobre Asilo de 
La Habana del 20 de febrero de 1928, la Convención sobre Asilo 
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Político firmada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, el 
Tratado sobre Asilo y Refugio Político firmado en Montevideo el 4 
de agosto de 1939, el Tratado sobre Derecho Penal Internacional 
firmado en Montevideo en Marzo de 1940, la Convención sobre 
Asilo Territorial y la Convención sobre Asilo Diplomático ambas 
firmadas en Caracas el 28 de marzo de 1954 y la Convención Intera­
mericana sobre Extradición firmada en Caracas el 25 de febrero de 
1981. 

En América Latina, la Declaración Americana sobre Dere­
chos y Deberes del Hombre, las resoluciones de la Organización de 
Estados Americanos, los informes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, así Como las decisiones y opiniones consultivas 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, también propor­
cionan un conjunto de principios y criterios en materia de derechos 
humanos y la protección del refugiado. 

Así también, sucesivas resoluciones de la Asamblea General 
de la OEA han tratado el tema de los refugiados, repatriados y 
desplazados y han jerarquizado la Declaración de Cartagena al igual 
que el Informe Anual 1984-85 de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. También resoluciones del Pacto Andino se han 
referido a temas similares. 

Además, es reconocida como norma general el principio que 
las normas de derecho internacional, entre ellas el derecho de los 
refugiados, que están contenidas en tratados universales y regionales 
forman parte directa del sistema jurídico nacional y son un compo­
nente del derecho interno. Igualmente, este principio está expresa­
mente consagrado en gran parte de las constituciones de los Estados 
más directamente afectados por el problema de iefugiados centroa­
mericanos. 

La práctica de los Estados de la región confirma muchos de los 
principios y criterios aplicados a la asistencia y protección de los 
refugiados, repatriados y desplazados. Merece particular mención el 
área de la repatriación voluntaria donde varias iniciativas se han 
realizado. Algunas de éstas han sido formalizadas mediante la crea­
ción de las llamadas Comisiones Tripartitas integradas por repre­
sentantes del país de origen, del país de asilo, y el ACNUR y en algún 
caso, a través de un mecanismo bilateral en el cual el ACNUR 
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participa en calidad de asesor. Por otra parte, las disposiciones 
constitucionales, las leyes nacionales y los reglamentos administrati­
vos de los países respectivos confirman los esfuerzos para prestar 
atención y asistencia a los refugiados, repatriados y personas despla­
zadas. 

El carácter y la importancia, .universal de la Convención· de 
1951 sobre refugiados y de su Protocolo de 1%7 y la necesidad de 
que más Estados se adhieian a estos instrumentos ha sido repetida­
mente reconocida. Igualmente la importancia de establecer procedi­
mientos para determinar la .condición de refugiado conforme a los 
instrumentos internacionales ha sido reiterado. El llamado a la adhe­
sión a los convenios universales y regionales va más allá de la Con­
vención de 1951 sobre los refugiados y del Protocolo de 1%7, e 
incluye también los instrumentos más importantes de derechos hu­
manos los cuales tienen una incidencia directa en la protección y 
a~istencia de los refugiados, repatriados y desplazados. Estos mismos 
principios y.criterios han sido reconocidos y reafirmadps por la 
Declaración de Cartagena. 

La Década del '90 

a) Soluciones Duraderas, Repatriaciones Voluntarias, su 
Evolución y Desafíos. 

Los flujos masivos de personas centroamericanas desapareceQ a 
fines de la década, los programas de repatriación y re inserción de las 
personas en sus paíse,s de origen adquieren importancia. Los campa­
mentos de refugiados, un triste testimonio de casi un decenio de 
conflictos, se han ido cerrando, en gran parte como resultado del 
proceso puesto en marcha por CIREFCA en apoyo del Plan de Paz 
de Esquipulas ll. El último campamento de refugiados que quedaba 
en Centroamérica, era en Honduras, el Campamento de Mesagran­
de, se cierra a comienzos de la década a fines de 1991. 

Repatriaciones masivas se realizan a El Salvador en particular 
desde Honduras donde se inician caminos de paz y reconstrucción a 
través del diálogo bajo la convocatoria de las Naciones Unidas que 
culminarán con el establecimiento del ONUSAI.... programa de Na-
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ciones Unidas destinado al seguimiento y supervisión, de la aplica­
ción de los Acuerdos de Paz de Chapultepec, México. 

A comienzos de 1990 las elecciones en Nicaragua marcan un 
hito importante con la transmisión del poder luego de elecciones 
libres. Ello también tiene una repercusión considerable en el incre­
mento de repatriaciones masivas hacia ese país y en los programas de 
reconstrucción. Como parte de las nuevas fórmulas orientadas a las 
soluciones duraderas y los nuevos enfoques de la asistencia para la 
reintegración se ensayan con éxito los proyectos de "impacto inme­
diato" para las comunidades de repatriados en Nicaragua, contribu­
yendo a su asentamiento rápido en las comunidades colmando así 
una laguna en la asistencia orientada al desarrollo en favor de las 
poblaciones desposeídas. La importancia de la incorporación del 
país de origen como un actor clave en la búsqueda mancomunada 
para una solución global al problema de los refugiados fue puesta así 
de relieve. 

Otros desafíos que se enfrentan en el ámbito de las repatria­
ciones voluntarias se relacionan con la necesidad de respaldar el 
derecho humano fundamental del refugiado de volver a su país de 
origen. Este retorno se realizará cuando en éste se encuentre en 
situaciones de persecución o violencia generalizada y/o donde la 
Oficina no tiene presencia fija. Contrasta esto, con la necesidad de 
promover la repatriación voluntaria en condiciones de seguridad y 
dignidad y donde le sea permitido el acceso al ACNUR a fin de 
controlar la reinserción en el país de origen, política respaldada por 
los Estados y por Resoluciones de la Asamblea General. Aun cuan­
do el dilema no esté totalmente resuelto las repatriaciones conti­
núan tomando a la voluntad de los refugiados como eje de reso­
lución. 

La magnitud y complejidad de los procesos de repatriación en 
marcha en Centroamérica abarcan no sólo el transporte de las per­
sonas a sus países de origen como era tradicional, sino que garanti­
zan el flujo de información adecuada a los refugiados a fin de que 
puedan tomar una decisión bien fundada. Al mismo tiempo requiere 
la comprobación del carácter voluntario del regreso, la negociación 
de garantías o amnistías, y la obtención de permisos para regresar, 
todos ellos forman parte de las modalidades de un regreso en condi-
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ciones de seguridad y dignidad, supervisando a la vez, el trato recibi· 
do al regreso. 

Los problemas encontrados se relacionan con detenciones y 
encarcelamiento de repatriados a su regreso y las dificultades en la 
supervisión que son a menudo mayores en el caso de la repatriación 
espontánea. El éxito de las operaciones de repatriación voluntaria 
exige la movilización de recursos adecuados y el mantenimiento de 
condiciones de seguridad en particular con referencia a las activida-· 
des de protección en el país de origen en favor de los repatriados, 
que en ciertos casos, tiene lugar durante el proceso en curso de 
solución política del conflicto. 

El proceso iniciado por CIREFCA permitió realizar nuevos 
progresos en este sentido dado que favoreció el tratamiento de 
soluciones globales. La repatriación voluntaria a casi todos los países 
de la región en particular de Costa Rica a Nicaragua, de México a 
Guatemala y de varios países de la región a El Salvador se llevaron a 
cabo de modo relativamente satisfactoria. Por otra parte, la política 
del Gobierno de Costa Rica de facilitar programas de integración 
local permitió la clausura de todos los campamentos de refugiados 
en el país. 

En Guatemala tienen lugar negociaciones para la puesta en 
práctica de uno de los últimos movimientos masivos de repatriaeión 
voluntaria pendientes. En noviembre del año 1991, la Alta Comisío· 
nada y el Presidente de la República de Guatemala firmaron una 
Carta de Entendimiento en la que el Gobierno de Guatemala da 
garantías para la seguridad de los repatriados y del personal de las 
Naciones Unidas y de las ONGs que trabajan enJas zonas de repa­
triados, asimismo el Gobierno adquiere cOmpromisos con relación a 
la libertad de los repatriados para elegir su destino en el país de 
origen, a la libertad de movimiento dentrorlel país yeJ pleno disfrute 
de sus derechos, como ciudadanos y la no· discriminación de su 
carácter de repatriados. Paralelamente, continuaronde&8flrollándo­
se las negociaciones entre los representantes de los refugiaaos y el 
Gobierno con respecto a condiciones requeridas previas a su repa­
triación colectiva y voluntaria. El ACNUR por su parte como inte­
grante del Grupo de ·Mediación, junto a la Comisión Especial del 
Gobierno para los Refugiados Repatriados y Personas D~splazadas 
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(CEAR), el Mediador de Derechos Humanos, la Conferencia Epis­
copal y la Comisión de Derechos Humanos, han formulado un Plan 
de Acción que incluye el movimiento de repatriación y la ayuda a los 
repatriados previendo un movimiento de 10.000 personas en 1992. 

Actividades Especiales 

a) FOREFEM 
Dentro de] marco de CIREFCA merece especial mención el 

Primer Foro Regional de Mujeres refugiadas, repatriadas y despla­
zadas (FOREFEM) que tuvo lugar en febrero del año 1992 en Gua­
temala bajo los auspicios del ACNUR y del PNUD. La iniciativa es el 
resultado de un proceso de evaluacionesrealizadas en algunos de los 
países sobre la situación de las mujeres desarraigadas. Con el fin de 
generar modelos concretos de programas que incluyan en su prepa­
ración un enfoque acorde con el análisis de género, favoreciendo de 
este modo a sectores especialmente desprotegidos de las poblacio­
nes desarraigadas en la región. 

b) Segunda Reunión de CIREFCA 
Dentro del desarrollo más reciente de este proceso a raíz del 

fin del primer ciclo de actividades de CIREFCA fue convocada 
la Segunda Reunión Internacional del Comité de Seguimiento de 
CIREFCA que tuvo lugar en abril de 1992 en San Salvador, con la 
presencia de los cinco países centroamericanos junto a Belice y 
México, y con organización conjunta del ACNUR y PNUD. Se aprobó 
una Declaración que resalta la continua contribución del proceso de 
CIREFCA a la consolidación de la Paz en la región mediante el 
diálogo, la coordinación y la acción concertadas entre las distintas 
partes interesadas aprobándose asimismo, la prolongación por dos 
años, hasta mayo de 1994, del Plan de Acción. 

Importantes promesas de apoyo financiero destinadas a llevar 
a cabo las actividades de la CIREFCA presentadas en la Reunión 
fueron también parte de sus resultados concretos. Entendiéndose de 
este modo que en la primera mitad de esta década el acento conti­
nuará en la consolidación de los procesos de paz, desarrollo y de ser 
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orientados ,al crecimiento de la región. De la solidez de estos proce­
sos dependerá el futuro de los movimientos migratorios de la región. 
Sin duda se han dado importantes avances en particular en El Salva:': 
dar y Nicaragua pero es aún prematuro evaluar la solidez' de los 
mismos. De la evolución de la situación en Guatemala dependerá 
también la consolidación del proceso. 

Protecci6n en el país de origen, tendencia de los ''90 

En la misma época, al comienzo de los '90, América del Sur se 
encuentra en proceso de consolidación democrática en los distintos 
países con la consiguiente disminución del fenómeno de los refugia­
dos; podría decirse que los desafíos de la protección internacional 
podría ser también decreciente lo que es sólo aparente. Por un lado, 
los procesos de retorno y reinserción se encuentran todavía inacaba­
dos como es el caso de Chile. Por otro lado, dada la fragilidad de 
algunas democracias, comienzan síntomas de inestabilidad interna 
que podrían dar origen a nuevos fenómenos de refugiados en parti­
cular en países como Perú y Colombia. Las nuevas figuras necesita­
das de la protección internacional tales como posibles solicitantes de 
refugio provenientes de estos regímenes democráticos dentro de un 
mundo cada vez más renuente a aplicar políticas liberales en grandes 
movimientos migratorios. Las presiones para tratar de prevenirlos se 
acentúan y por ende, la de actuar en los países de origen con los 
desplazados internos. 

Para confrontarse a esta nueva etapa de desafíos, la presencia 
del Alto Comisionado se encuentra más arraigada en la región que 
en las décadas anteriores con una conciencia más estructurada de la 
importancia de la aplicación de los principios internacionale..'i de 
protección por parte de los países del área. La mayoría son parte de 
la Convención de 1951 y del Protocolo de 1967, las reservas geográ­
ficas o temporales que existían han sido levantadas. 

Tradicionalmente la aplicación del Mandato humanitario y 
apolítico de la Oficina fue entendida, como excluyente de activida­
des en el país de origen. Analizando la evolución del rol del ACNUR 
a través de la experiencia se ha demostrado que el Mandato es 
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suficientemente flexible para permitir, la adaptación a las nuevas 
circunstancias, incluyendo en áreas de prevención y protección en el 
país de origen. 

Con cada vez mayor intensidad a finales de los 'SO la Oficina 
se ha referido a la necesidad de entender su rol a través de la 
comprensión de las realidades políticas y otras que dan origen a los 
movimientos de refugiados y que en consecuencia tienen influencia 
en ello. La única salida legítima del Alto Comisionado continúa 
siendo aquélla orientada a sus tareas humanitarias en favor de los 
refugiados. Los términos apolíticos y humanitarios deben ser enten­
didos pues, como conceptos flexibles que la autorizan a proteger su 
neutralidad sin perjudicar su habilidad de tomar iniciativas para 
asegurar la permanente relevancia de su Oficina en un mundo de 
~~~~h . 

Aun cuando los principios de protección durante las pasadas 
décadas se han referido tradicionalmente a la etapa del asilo, tratan­
do el problema de los refugiados desde el momento de la salida hasta 
el momento en que se logra una solución, la tendencia creciente se 
orienta a tratar el problema de los refugiados desde sus raíces, 
incluyendo las soluciones en los países de origen, llevando el trata­
miento de los principios de protección a nuevas áreas como las de 
prevención y solución de movimientos de refugiados, en los propios 
países de origen. 

En este sentido conviene recordar, las reiteradas resoluciones 
de la Asamblea General ampliando el Mandato a situaciones especí­
ficas en Asia o Africa y en América Latina. Se entiende que el 
Mandato de otorgar protección internacional y buscar soluciones al 
problema de los refugiados va unido al impulso de estimular y llevar 
a cabo acciones que previenen o reducen la salida de refugiados. 

La resolución 46/106 de la Asamblea Generai de diciembre de 
1991 apoya esta interpretación y sostiene que la actividad de explo­
rar nuevas opciones y estrategias preventivas son consistentes con 
los principios de protección así como con formas en las que la 
responsabilidad del Estado y el reparto de la carga que deben a su 
vez ser reforzados. 

Si bien es cierto que en Centroamérica la profundización de 
los procesos de paz y desarrollo de la Región llevaron a realizar 
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. tareas de esta naturaleza, para el resto de América Latina, y en 
especial en América del Sur es aún materia de discusión y análisis. 

Como mencionara, la situación de algunos de los países del 
área de gran inestabilidad interior ha demostrado la necesidad que 
la Oficina desarrolle nuevas opciones para referirse al problema de 
los refugiados de un modo abarcador y global, realizando actividades 
a ambos lados de las fronteras de los países. 

La cuestión que se plantea en este caso implica no sólo el 
hecho de involucrarse en tareas de prevención y solución de los 
problemas de los refugiados en los países de origen lo que parecería 
de acuerdo al análisis anterior, sino también en delimitar los paráme­
tros de tales actividades y su relación con las tradicionales activida­
des de protección en el pals de asilo, lo que es todavía materia de 
discusión. 

La discusión queda así centrada en las actividades de preven­
ción que podrían cubrir un amplio rango de tareas, es por ello, lo más 
prudente que para su involucramiento el Alto Comisionado necesite 
y/o solicite la autorización de la Asamblea Generala del Secretario 
General para tal ejercicio. Dicha solicitud al Secretario General 
tiene sus fundamentos en la Resolución 2956 (XXVII Período de 
Sesiones) que se refiere a actividades del Alto Comisionado en 
relación directa con su experiencia y conocimiento humanitario. 
Esto adquiere importancia en los casos en que la protección preven­
tiva sea requerida para las personas desplazadas en sus países de 
origen y con el fin de prevenir su salida hacia terceros países, encon­
trándose envueltos recursos financieros y humanos en gran escala. 

Como nos referimos anteriormente, el Mandato apolítico no 
significa ausencia de todo contenido político aun requiriendo neu­
tralidad, debe ir acompañado de una exhaustiva comprensión de la 
política actual y otras realidades lo que facilitará las acciones preven­
tivas. 

Las funciones primordiales de] ACNUR continuarán siendo 
las de asegurar la protección internacional a los refugiados y demás 
personas de la competencia de la Oficina y facilitar soluciones dura­
deras a sus problemas. Si bien el objetivo último de la protección 
-ofrecer soluciones duraderas- no ha variado, las nuevas dimensio­
nes del problema mundial de los refugiados, durante el último dece­
nio en particular, han provocado un cambio en el orden de 
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preferencias en favor de las soluciones duraderas de repatriación 
voluntaria, integración local y reasentamiento. La repatriación vo­
luntaria es cada vez con más frecuencia la solución elegida. Al mismo 
tiempo, la comunidad internacional se muestra cada vez más dis­
puesta a reconocer la necesidad de prevenir las circunstancias que 
obligan a las poblaciones a huir, y a tomar medidas al respecto. 

Conclusión 

La insolubilidad de muchos problemas de refugiados y la aparición 
de nuevas y complejas situaciones de refugiados fueron la base que 
puso de relieve la importancia de los esfuerzos encaminados a en­
contrar nuevos planteamientos e instrumentos a la protección de los 
refugiados. 

Las actividades desarrolladas en el último decenio, extendie­
ron de hecho la competencia más allá de aquellas personas que 
fueron originalmente contempladas en la Convención de 1951 sobre 
el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo Adicional de 1967 así 
como en el Estatuto de la Oficina. Se admitieron otras personas, 
forzadas a dejar sus países debido a conflictos armados, desórdenes 
o violencia social generalizada. En ello el rol de la Declaración de 
Cartagena ha sido preponderante. 

Analizando este proceso, dentro de un marco teórico y po­
niendo al centro la Protección Internacional, núcleo del Mandato, es 
claro que, el desplazamiento unido a ]a falta o necesidad de protec­
ción determinan en esencia el contenido de la participación de la 
Oficina. 

El mismo razonamiento puede aplicarse a personas desplaza­
das dentro de sus propios países por razones similares a las de un 
refugiado. La oficina en principio no tiene competencia para este 
grupo, a pesar de ello ciertas responsabilidades se han ido asumien­
do dependiendo de sus necesidades de ayuda y de protección. En 
este contexto, el ACNUR indica su disposición a extender su habili­
dad humanitaria a los desplazados internos, sobre la base de análisis 
caso a caso y en respuesta a las solicitudes del Secretario GeneraL 
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Esta es una parte importante de los retos de la protección­
internacional de los '90. 

Además de sus actividades tradicionales de protección, tales . . . 
como la prevención de la devolución y la defensa de los derechos de 
Jos refugiados y solicitantes de asilo en [os países de asilo, la Oficina 
participa cada vez más en actividades en los países de origen con los 
refugiados que regresan, los repatriados. Pero también y allí la dife­
renciación, con las personas desplazadas en el interior de sus países 
a petición de estos. Dichas actividades en los países de origen están 
orientadas también a facilitar la protección y asistencia a las perso­
nas cerca de sus hogares y promover el retomo voluntario de aque­
llos que se han visto obligados a abandonarlos. 

Por lo tanto, y a modo de resumen, el marco de referencia para 
las actividades del ACNUR permanece en los principios fundamen­
tales de protección, siendo el esencial entre ellos el principio de 
no-devolución. No debe haber ambigüedad en el ámbito de esta 
protección básica. La Oficina continúa promoviendo el derecho de 
todos los refugiados a buscar y recibir asilo y al mismo tiempo ser 
tratados de acuerdo a los principios humanitarios básicos estableci­
dos en la Convención de 1951 yel Protocolo de 1967. La garantía del 
respeto del derecho de los refugiados constituye la esencia de la 
protección. En tal sentido toda contnbución a los esfuerzos destina­
dos a fortalecer la observancia de los derechos humanos fundamen­
tales constituye un importante aspecto de las actividades de 
protección del ACNUR, al contribuir a prevenir las circunstancias 
que obligan a los refugiados a huir ya facilitar las condiciones que les 
permitan regresar. 

La tarea de la Oficina en el país de origen, analizada previa­
mente, se realiza no sólo en el marco de la repatriación voluntaria 
sino también de personas desplazadas por razones similares a las de 
los refugiados y otras víctimas de los conflictos armados a menudo 
internos. La atención a los desarraigados y otras víctimas se debe a 
las crecientes necesidades humanitarias a las que se encuentran 
sometidos y se llevan a cabo con coordinación y colaboración con 
otras agencias del sistema de Naciones Unidas así como agencias 
no-gubernamentales en los dos lados de las fronteras de los Estados 
concernidos. 
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Ello nos refiere a las tareas de prevención directa, es decir 
actividades específicas dentro de los países de origen de tal modo 
que la gente no se sienta obligada a atravesar la frontera en busca de 
protección. Tal protección que debe distinguirse de la protección 
internacional e implica un monitoreo/control internacional de dere­
chos humanos fundamentales y la seguridad física de los desplazados 
internos, con una acción de seguimiento apropiada. 

La experiencia ha demostrado que la protección, particular­
mente dentro del país de origen, puede alcanzarse mejor como un 
esfuerzo cooperativo entre Estados y organizaciones. La coopera­
ción entre agencias es especialmente importante, teniendo en cuen· 
ta la complementación de los mandatos y experiencias de las 
organizaciones pertinentes y la necesidad de coordinar las propues­
tas. Como se ha visto, CIREFCA ha dado en este sentido una magní­
fica experiencia. 

Las actividades dentro del marco interagencias que se refieren 
a la prevención directa orientan a mejorar el entendimiento de la 
relación entre migración, flujos de refugiados y desarrollo y proble­
mas ambientales, necesitan ser respaldadas y seguidas activamente 
ubicando el tema de los refugiados en la agenda de las agencias de 
desarrollo y financieras, sólo así pueden adquirir la importancia y 
desarrollo que merecen. 

Estas nuevas direcciones o alcances sólo pueden ser parte de 
un esfuerzo cooperativo que involucre a gobiernos, otras organi­
zaciones internacionales y ONGs que trabajen en conjunto, acer­
cándose al apoyo de instituciones académicas, los medios y otros 
segmentos influyentes de las comunidades nacionales, dado que el 
refuerzo de la protección no puede ser alcanzado sin la participación 
de la comunidad internacional y su comprometido apoyo. 

Es nuestro sincero deseo que esta reflexión contribuya al 
estímulo de la acción de nivel internacional hacia una óptica de 
protección para los años venideros más dinámica, operativa yorien­
tada a la búsqueda efectiva de soluciones. Y espero que el consi­
guiente debate ayude al ACNUR a encontrar formas innovadoras de 
obtener oportunidades y afrontar los retos con lo.~ que deberemos 
enfrentarnos en los '90 para continuar contribuyendo a la paz y la 
reconciliación mediante la búsqueda incesante de soluciones huma­
nitarias duraderas. 
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El refugio en situación de violencia política 

Diego García-Sayán· 

El hecho de que individuos o grupos de individuos tengan que dejar 
el lugar en que viven para proteger su vida, su integridad física o su 
libertad porque la autoridad de la cual dependen no está en condi­
ciones de protegerlos o no quiere hacerlo, es un fenómeno proba­
blemente tan antiguo como la propia historia de la humanidad. Que 
los desplazamientos se den individualmente o por grupos, y que los 
motivos de temor sean muy diversos (persecución política, étnica, 
cultural y social) es una cuestión secundaria. 

Estos motivos, hoy en día, como se sabe no se reducen, nece­
sariamente, a la "persecución". Hay nuevas circunstancias de violen­
cia, afectaCÍón de derechos de pueblos enteros que están generando . 
migraciones masivas de personas a diferentes partes del planeta. 
Imprevistamente está ocurriendo en Europa, el último lugar en 
donde se pensó que eso podría empezar a ocurrir al borde ya del 
siglo XXI. 

La violencia política tiene relación directa con los desplaza­
mientos de personas. Lo que se expresa tanto en desplazamientos 
fuera del país de origen como dentro de su propio país con un motivo 
tan dramático como concreto: proteger su vida, su integridad física o 
su libertad. Las causas sociales, políticas, institucionales de uno u 
otro desplazamiento suelen ser las mismas y, en consecuencia, un 

• Jurista peruano. Comisi6n Andina de Juristas. Lima, Perú. Miembro del 
Programa de Naciones Unidas para El Salvador, ONUSAL. 
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análisis integral del problema dará una respuesta también integral, 
coherente y consistente. 

La situación en América Latina 

Los antecedentes de la situación actual en América Latina se cen­
tran, por cierto, en la historia del asilo que tiene un hito en las 
convenciones interamericanas sobre asilo diplomático y territorial 
(Convenciones de Caracas de 1954). Luego de ello es central refe­
rirnos a las circunstancias que llevaron a la ampliación de la defini­
ción de refugiados mediante la Declaración de Cartagena de 1984. A 
ello se llegó luego de la crisis regional centroamericana con motivo 
de la grave situación de violencia política, especialmente desde me­
diados de la década del 60 y, posteriormente durante la década del 
80, que produjo entre otras expresiones y resultados, desplazamien­
tos masivos de personas, tanto al interior de las fronteras como fuera 
de las fronteras de los países de esa región. 

Hay millones de refugiados y desplazados en el mundo. Indu­
dablemente dentro de ese universo el problema centroamericano 
parece pequeño, marginal, minúsculo. Hablar de 400 o 500 mil 
refugiados y probablemente de otros tantos desplazados dentro del 
bloque centroamericano, comparándolo con el fenómeno mundial 
parece realmente insignificante. Pero para el contexto centroameri­
cano, la población total en esa zona y la dimensión física de esos 
países, el problema tuvo y sigue teniendo todavía grandes implican­
cías sociales, humanas y políticas y, por cierto, jurídicas. 

Los antecedentes en Asia y Africa permitieron constatar, que 
una cantidad importante de personas salían de sus países sin que 
fuera factible determinar en cada caso, por ser materialmente muy 
difícil hacerlo, si se tenía el status de refugiados en el sentido clásico, 
es decir el de lapersecuci6n a la persona. La situación de persecución 
en razón de las ideas políticas o de su pertenencia a un grupo étnico, 
social u otro, es difícil de constatar en situaciones donde hay masas 
de personas desplazadas. Situación en la que no necesariamente hay 
una persecución individualizada sino en la que existe más bien una 
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situación de violencia generalizada y de violación masiva y sistemáti~ 
ca de los derechos humanos. 

Era ese el marco que explicaba la situación de los nicaragüen­
ses que se encontraban en Costa Rica, de los salvadoreños que 
estaban en Honduras y de los guatemaltecos en México, para men­
cionar sólo tres de los muchos ejemplos de las posibles combinacio­
nes que se han dado durante los últimos 15 o 20 años en América 
Central. 

Es en este contexto que el ACNUR empieza a dar reconoci­
miento y protección a personas que no encajaban estrictamente 
dentro de la definición restringida de la Convención del año 51. No 
es que las personas reconocidas no cumplieran esas condiciones, 
pero se partía de una problemática bastante más compleja que la de 
persecución a las personas. Aquí se trataba de la violencia contra 
personas que a veces huían de un poblado y que no habían sido 
nunca dirigentes de nada. Las operaciones de ACNUR y la protec­
ción humanitaria a los refugiados se fueron dando sobre esas nuevas 
circunstancias. Más adelante, y a lo largo de la década del 80 el 
propio ACNUR, en una especie de continuum humanitario siguió 
dando protección a los repatriados extendiendo, de esta forma, su 
protección al "interior de los países de origen de los repatriados, 
ex-refugiados. Un accionar humanitario que se producía no en con­
tradicción sino más allá de lo que estrictamente estipulaban la letra 
de la Convención y el Protocolo. 

A ello se sumaron los procesos de paz en Centroamérica. 
Primero Nicaragua, más adelante El Salvador y, en el futuro, espera­
mos que Guatemala, hicieron ver cómo la modificación de los mar­
cos de vigencia de la paz y de respeto a los derechos humanos eran 
esenciales para una reintegración consistente y para que esas perso­
nas pudieran gradualmente regresar a sus países. 

Este antecedente centroamericano es el contexto dentro del 
cual surge la definición ampliada de Cartagena del año 84 con la cual 
se extiende el concepto de refugiado a aquellas personas o grupos de 
personas que huyen para proteger su vida o integridad física de una 
situación de violencia generalizada, violación masiva a los derechos 
humanos o amenaza de intervención extranjera. 

Sobre la base de estas circunstancias concretas presentadas en 
los fenómenos sociales y políticos del continente, algunos países de 
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fuera de la región centroamericana, como el Ecuador, fueron adop­
tándola como definición válida para su legislación interna sobre· 
refugiados. Esto tiene una gran importancia en la medida en que la 
Declaración de Cartagena a ocho años de su creación se constituye 
sin lugar dudas en una fuente importante del Derecho Internacional 
de los refugiados en el ámbito latinoamericano. 

La violencia política en la década del noventa 

Si bien estos conceptos tuvieron una raíz geográfica claramente 
delimitada en el contexto centroamericano, la problemática poste­
rior de otras subregiones latinoamericanas nos empieza a llamar la 
atención de la significación y trascendencia de esa definición amplia­
da. Quiero hacer un breve comentario sobre lo que significa la . 
violencia política en los países andinos y las predicciones previsibles 
para el futuro. Entre ellos hay dos que en los últimos años han 
llamado la atención del mundo en lo que se refiere a la generación 
de violencia política al interior de sus fronteras: Colombia y Perú. 

Ambos países han sufrido durante varios años y en distinta 
intensidad, una situación de conflicto armado entre grupos subversi­
vos y las fuerzas de seguridad. En ese contexto, las normas del 
Derecho Internacional Humanitario, en particular los estándares 
mínimos establecidos en el Art. 3 común de las Convenciones de 
Ginebra de 1949, han estado permanentemente en cuestión por los 
excesos cometidos por uno y otro lado. Asimismo, las normas inter­
nacionales de derechos humanos, entre las cuales destaca la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, han estado también 
seriamente confrontadas. Hay repercusiones de todo esto en el 
fenómeno del derecho de los refugiados. 

No se trata aquí de analizar lo ocurrido en estos países. Pero 
el hecho es que en una situación de conflicto armado en donde se 
han opuesto bandos en pugna que en forma sistemática y reiterada 
no han respetado los estándares míIÜmos del derecho internacional 
humanitario se expresa en un cuadro de violencia masiva y de des­
protección de la población civil, principal VÍctima de estos conflictos. 
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Desde las últimas guerras mundiales,los conflictos internos en 
muchos países nos demuestran que la principal víctima no son los 
combatientes sino la población civil. Costaría trabajo dar con exac­
titud las cifras, nadie las conoce, pero probablemente entre las 
25.000 personas que han muerto en el Perú como consecuencia de 
la violencia política en los últimos 10 años, no menos del 75% es 
población civil. 

En términos de derechos humanos la situación no podría ser 
hoy más paradójica. América Latina es un continente que ha tenido 
el éxito de haber logrado por primera vez que en todos los Estados 
existan gobiernos constitucionales. Recientemente este proceso ha 
sido interrumpido por dos golpes de Estados, uno en Haití y otro en 
Perú. Pero lo que quiero resaltar es que en el nuevo marco de 
preeminencia de gobiernos constitucionales, se producen situacio­
nes de aguda violación de los derechos humanos. 

No se puede comparar una situación co'n otra. Cada realidad 
social y política es comparable, ante todo, a sí misma en su proceso 
de evolución y con sus tendencias. Pero es un hecho grave por 
ejemplo, que en un país como Colombia mueran por motivo de la 
violencia política alrededor de diez personas al día o que en Perú el 
número total de desapariciones forzadas que viene manejando el 
Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre ese tema, exceda las 
3.000. Es un contexto paradójico que las herramientas instituciona­
les del sistema interamericano de los derechos humanos para inves­
tigar las violaciones denunciadas, tengan mayor urgencia y necesidad 
en circunstancias en donde hay una preeminencia de gobiernos 
institucionales. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
por ejemplo, está ventilando en este momento dos casos contencio­
sos de Perú ocurridos ambos dentro del contexto de gobiernos cons­
titucionales. 

Cartagena en los países andinos 

Todo esto nos da cuenta que hay aplicabilidad de esta definición 
ampliada de Cartagena en ciertos países de la región andina. La 
violencia masiva y la violación extendida de los derechos humanos, 
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no obstante, debiera haber producido un flujo masivo de refugiados. 
No ha sido así. Las fronteras ecuatoriana"colombiana, peruano-baH" 
viana o peruano-chilena tienen problemas de migraciones económi­
cas o de contrabando, pero no de una masificación de refugiados. 

No porque el marco de violencia o de violación a los derechos 
humanos en los términos de la definición ampliada no existan. Sino 
porque hay algunas otras consideraciones que explican el énfasis 
mayor por las personas que quieren proteger su vida y su integridad 
física de la violencia, por desplazarse dentro de su propio país. La 
situación es, en este sentido, muy semejante en Colombia y Perú: 
muy pocos refugiados, básicamente desplazados. Un ingrediente 
para explicar este resultado es la propia dimensión física de los 
países. Por otra parte, la condición social de las personas que sufren 
primordialmente la violencia, en especial en el caso de Perú (una 
población victimizada de origen predominantemente indígena) 
acentúa la dificultad de emigrar, incluso dentro de su propio país. 

Pero hay algo más. En estos países no sólo hay violencia o 
violación de derechos humanos. Hay algo tal vez más grave por su 
profundidad: la desprotección ciudadana por la propia inoperancia 
de la autoridad del Estado de ejercer plenamente su jurisdicción 
dentro del ámbito de sus fronteras. Es decir, la sensación que tiene 
el ciudadano promedio de que no existe autoridad o un ente institu" 
cional que procese los conflictos y ante el cual se pueda recurrir para 
hacer frente a un abuso o a un atropello. Estados que se han cons­
truido a veces como ficción de Estado"nación, pero que en la prácti­
ca durante décadas de historia repubiicana no han sido capaces de 
integrar geográfica, política y socialmente a las sociedades complejas 
que tenían que articular. Al producirse situaciones de conflicto que 
en otros contextos hubieran sido marginalizadas o aplastadas rápida­
mente, estas circunstancias adquieren una inusitada velocidad y 
fuerza. 

¿Cómo se podía pensar que un grupo como Sendero Lumino­
so que arrancó en 1980 con unos cuantos petardos de dinamita 
robados a los yacimientos mineros, podía erosionar de la forma en 
que 10 ha hecho a un Estado con más de 150 años de historia 
republicana? Este fenómeno pone de manifiesto la vulnerabilidad 
de estructuras institucionales cuya función básica es el monopolio de 
la coerción y de la administración de justicia. Al no poderse ejercer 

I 119 I 



DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS 

mínimamente la función básica de policía y orden público eHo se,,' • .-.;, ' 
refleja en la privatización de la justicia y de los mecanismos de orden ,; '"! , , 

público. Si alguien quiere tener hoy día seguridad y tiene dinero en~t' 
uno de estos países, contrata una compañía de seguridad y unguar- ' ." 
daespaldas. Si carece de recursos tiene que organizarse: rondas de 
campesinos o grupos de autodefensa. La "zona gris" entre "grupos de 
autodefensa" y grupos paramilitares se convierte rápidamente en '~ 
algo permanente. ' " "" ' 

Menciono esto para dar cuenta de una situación de desprotec- " , 
ción general que sólo se agrava, muy seriamente por cierto, en ' 
situaciones de violencia política. ,Las VÍctimas de la violencia y los 
que optan por el desplazamiento, pues, no se trasladan de pronto a ',< , 

una situación de desprotección. Lo-que ocurre es que se acentúa su 
situación de desprotección. La desprotección del individuo que tie-" , 
ne que salir de su habitat natural, de su lugar de vivienda para 
desplazarse a la capital de provincia o al país vecino, es una despro­
tección colosal, gigantesca; 'entonces-no es que esto genere la situa-
ción de des protección sino que es un agravante de tremenda 
significación. 

. . c. ~ . 

Desplazados-Refugiados y la protección humanitaria'" 

Hoy día nadie sabe cuántos miles de desplazados existen en Colom-
bia o Perú. Se dice que entre ochenta mil y cien mil en cada caso. En 
realidad se especula con cifras,así están las cosas de precarias y de ,L, 

borrosas. No cuentan con la protección del Estado nacional que :~,:.; 

carece de las condiciones para ello; a veces porque no quiere pero 
otras porque no puede: Si la población no está en su hábitat natunil 
sino que adicionalmeQte está desplazada y en una situación de crisis 
y recesión económica, sobran las explicaciones de cuál es el drama 
humano social que resulta de esa situación. 

Todo desplazado o refugiado al final está en la situación aná­
loga. Tiene el mismo origen y tiene los mismos problemas. En la 
medida en que el Derecho de los Refugiados, el Derecho Interna­
cional Humanitario y los Derechos Humanos se articulen como 
piezas complementarias, es obvio que la protección de la persona 
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humana y las posibilidades de que se respete su dignidad son mayo­
res. En la medida en que esas estructuras se desarticulan y no 
funcionan, -porque la propia autoridad no puede o no quiere hacer 
respetar estas normas mínimas- y que existen adicionalmente fenó­
menos insurgentes de una violencia especialmente aguda -como 
Sendero Luminoso en el Perú- estamos ante un problema bastante 
más grave. 

Esto nos pone ante la interrogante de si en algunas circunstan­
cias los mecanismos de protección institucional en cualquiera de 
estos tres ámbitos son insuficientes para la gravedad de la situación 
existente y en qué medida las herramientas jurídicas e institucionales 
de los países vecinos se han adaptado a la nueva situación que es en 
donde se pueden sentir algunas de las repercusiones internacionales 
de esta situación. En otro nivel, ¿en qué medida los organismos 
multilaterales y las agencias humanitarias cuentan no sólo con recur­
sos materiales sino con el instrumental jurídico adecuado para res­
ponder creativamente a estas circunstancias? ¿Qué se podría hacer? 
No me atrevo a dar respuestas sino a insinuar líneas de reflexión. 

Ante todo se trata de paliar los efectos de esta situación. La 
primera tarea, la gran urgencia es que la gente sufra menos. En ese 
ámbito las tres ramas mencionadas del derecho se imbrican, comuni­
can y enriquecen de manera interdependiente. Hay algunas expe­
riencias importantes en América Latina en los últimos años que vale 
la pena analizar con bastante cuidado. El que, por acuerdo de dos 
partes, -del Gobierno y la guerrilla en El Salvador-, se haya puesto 
en marcha un mecanismo de verificación internacional de los dere­
chos humanos y de los acuerdos de paz (ONUSAL) es algo induda­
blemente importante. Porque no es una ingerencia prepotente del 
extranjero en el Estado sino es la concordancia de las partes en 
pugna de que hay cierta dificultad real (política e institucional) para 
poder hacer ciertas tareas que son fundamentales y la voluntad de 
cooperación expresada por la comunidad internacional a través de 
las Naciones Unidas. Lo que ocurre hoy en El Salvador tiene una 
trascendencia más allá de las fronteras de ese país. 

Esto nos pone de manifiesto que la agenda está abierta en lo 
referente a los mecanismos de acción y cooperación internacional 
dentro de las fronteras de Estados soberanos. Pensando en la región 
andina, como he dicho no existen y probablemente no existirán 
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"masas" de refugiados como en América Central. Ello no obsta tener 
actualizado y adecua~o a las circunstancias de los países potencial­
mente receptores de eventuales refugiados recordando, entre otras" 
cosas, que el hecho d~ dar protección humanitaria, de reconocer el 
est~tuto de refugiado a una persona o grupos de personas, de ningu-' 
na manera es un acto inamistoso al país de donde provienen esas 
personas, cuestión que permanentemente se olvida en América'La-' 
tina. 

, '" Lamentablemente, existen los desplazados, un fenómeno de 
aún más, difícil manejo institucional y económico que el de los r~fii;:. 
giados ya que no existe ningún organismo internacional que clara": 
mente tenga alguna atribución de protección humanitaria sobre las 
decenas de miles de desplazados en nuéstra sub-región y más de 
veinte millones en el mundo. ¿Qu~ ,pasa con eso~ millones de perso­
nas?, ¿qué pasa con los doscientos mil que hay en Colombia y Perú 
sumados? No sólo no existe organización intemacionaloompetente 
para operar sino se carece de una normatividad específica. Sólo hay 
algunas acciones puntuales específicas que realiza el Comité Inter­
nacional dela Cruz Roja (cuando 10 puede hacer) y algunas agencias 
privadas, particularmente la Iglesia Católica. , , , 

" Hay aquí un terreno muy importante de reflexi6n sobre las 
tar(!as que tiene por delante la comunidad internacional y, en parti­
cular, el ACNUR ya que es precisamente el ACNUR quien ha demos­
trado contar con la maquinaria adecuada para manejar el problema 
de los refugiados, hermanos de los desplazados. El reto es muy claro: 
cómo montar un sistema de protección y asistencia humanitaria a las 
personas desplazadas dc;:ntro de las fronteras de sus países de origen. 
Vale decir, personas 9 grupos de personas que no se encuentran 
cubiertas por la definición de refugiados por carecer de un elemento 
sustancial para ello: encontrarse fuera de su país de origen. 

Esta aparente herejía" es decir proponer que ACNUR vaya 
más allá de su mandato, tiene algunos precedentes e, incluso, Reso­
luciones de la Asamblea General,de NaCiones Unidas que, sin con­
travenir la razón de ser de la protección a los refugiados, toman en 
cuenta el problema análogo de los desplazados. No es un tema fácil 
ya que entraña complejidades que .tocan a la soberanía de los Esta­
dos y al deber de protección de los mismos en relación a sus nacio­
nales pero adquiere relevancia práctica cuando se constata que en 
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muchos rincones del planeta -precisamente aquellos en donde exis­
ten los desplazados- el Estado no está en condiciones de proporcio­
nar las condiciones mínimas de subsistencia a su población. 

Entonces, actuar hoy sobre los efectos otorgando una aten­
ción humanitaria a desplazados que tienen incluso menor capacidad 
de negociación que los refugiados y mayores problemas de seguridad 
que los lleva a mantener un perfil bajo para no ponerse en situación 
de peligrosidad pues ya huían de otros peligros. Hay aquí un núcleo 
de retos muy importantes en un contexto en el que los que buscan 
protección humanitaria ya no suelen ser dirigentes políticos conoci­
dos ni usan corbatas. 

Atacar raíces 

Todo lo hasta aquí dicho se mueve sólo en el plano de los efectos, 
vale decir partir de un hecho que es el de la existencia de desplaza­
dos y buscar aminorar sus sufrimientos. Pero existe la necesidad de 
atacar las raíces de estos padecimientos yendo a las causas de los 
mismos. No es posible desarrollar este tema en esta ocasión pero es 
claro que mientras no haya un marco de paz y de respeto a los 
derechos humanos, las condiciones latentes para la generación de 
masas de refugiados y desplazados se mantendrán. 

Conseguir la paz en países como los mencionados es, en este 
orden de ideas, una tarea crucial que obviamente excede los marcos 
humanitarios para situarse más claramente en el terreno de la políti­
ca. Pero es un ámbito en el que el derecho internacional y los 
organismos multilaterales han demostrado gran creatividad en Amé­
rica Latina con resultados asombrosamente atractivos e interesan­
tes. Vale la pena, por cierto, mencionar otra vez el ejemplo de El 
Salvador en donde la labor mediadora de Naciones Unidas ha ido 
más allá de la simple observación y constatación de lo que una u otra 
parte tenía que decir y más bien facilitó propuestas y mecanismos 
para verificar su cumplimiento como herramientas básicas para con­
solidar la paz en Centroamérica 

E] contexto de los países andinos es, por cierto, muy distinto al 
de Centroamérica que se encuadraba dentro de acuerdo regionales 
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(O:mtadora y Esquipulas, principalmente) muy importantes que,ha-. fÁ-.·· 

cían de los procesos de paz nacionales una tarea internacional. Esta' 
"internacionalización de la paz" lamentablemente no parece estar a 
la orden del día en los países andinos. Pero la naturaleza de los . 
fenómenos, la interconexión de las realidades y problemas compar- ' ... 
tidos como el narcotráfico apuntalan la necesidad de respuestas 
comunes. La comunidad internacional tiene ahí una tarea importan- ¡. 

te, tal vez a través de Naciones Unidas que es el aparato que ha 
demostrado más eficiencia, dentro de sus tremendas limitaciones, en 
el continente en los últimos años. Sin hacer comparaciones odiosas, 
no podemos dejar de pensar en la inoperancia de la OEA en materia 
de restablecimiento constitucional en Haití o Perú. 

Si queremos actuar seriamente en asuntos tan graves como los 
conflictos internos es necesario, por último, darle un espacio sustan­
tivo a la protección internacional de los derechos humanos. Labor 
que suele ser mal entendida por los gobiernos que reducen la acción 
de los organismos internacionales a la "manipulación" por opositores 
políticos pero esencial en el mundo de hoy para preservar ciertas 
condiciones mínimas de democracia. Así como conceder asilo o 
refugio no es un acto ¡namistoso, la protección de los derechos 
humanos tampoco es un acto hostil a la autoridad existente sino la 
protección de estándares mínimos fundamentales. Si esa protección 
de los derechos humanos, que hoy se encuentra seriamente afecta­
da, no es perfeccionada y consolidada, los factores de generación de 
refugiados y desplazados se agudizarán. 

Algo parecido atañe a los efectos de la violación del derecho 
internacional humanitario. Lógicas contrainsurgentes que piensan 
que la política de tierra arrasada puede ser la manera de lograr la paz 
en un país o la existencia de grupos insurgentes que hacen del .' " 
terrorismo un arma permanente y de la población civil, de una u otra. 
forma, la principal víctima. Como es evidente este es un factor que 
debilita las posibilidades de protección humanitaria en todas estas 
circunstancias y genera más refugiados y desplazados. 

Tenemos ante nosotros un problema serio que debe apuntar a 
que busquemos de prevenir un mal mayor del que existe ahora 
fortaleciendo los espacios institucionales y las herramientas jurídicas 
al interior de los países que potencialmente pueden estar involucra­
dos en esto. Y fortalezcamos aquellas corrientes que permitan que . 
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lo que hoyes un problema local-nacional se resuelva lo más pronto 
posible con la participación respetuosa pero activa de la comunidad 
internacional para que no se convierta esto en un factor multiplica­
dor de tensiones regionales que acabe poniendo a América Latina, 
al borde del siglo XXI, en una situación que creíamos ya superada 
como parte de una historia que no queremos que se repita nunca. 

AqUÍ la tarea es de todos, la tarea de quiene.o; estamos en una 
actividad profesional, la tarea de quienes estudian y serán los profe­
sionales del futuro. 
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Procedimiento para la determinación 
de la condición de refugiado 

Jorge Vallés R. * 

Introducción 

Se denomina procedimiento de determinación al acto o mecanismo 
por el cual el órgano competente examina las condiciones particula­
res de un individuo que afirma ser refugiado, con el fin de establecer 
si posee tal condición. Se trata de un acto jurídico sumamente 
delicado, cargado de gran responsabilidad humanitaria por su inci­
dencia en el destino del solicitante. 

En este estudio monográfico trataremos sobre las normas 
legales de carácter proCedimental requeridas para el tratamiento de 
los solicitantes, individuales y de grupo, de reconocimiento de la 
condición de refugiado. Las normas derivan de un respeto funda­
mental de la dignidad del individuo y de las obligaciones humanita­
rias adquiridas por los Gobiernos en virtud de su adhesión a la 
Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo Adicional de Nueva 
York de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, así como en otros 
Instrumentos Internacionales relevantes en la materia, como la De­
claración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 
1948, y Regionales como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 22 de noviembre de 1969 (Pacto de San José de Costa 
Rica). 

• Oficial de Protección Adjunto ACNUR. 
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& importante precisar que la normativa internacional básica 
vigente en la materia, la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, 
no contiene reglas de procedimiento para la determinación de la 
condición de refugiado, remitiendo esta obligación a las disposicio­
nes internas de los &tados partes, dada la dificultad de establecer un 
procedimiento homogéneo en vista de las diferencias constituciona­
les y jurídico-administrativas de los &tados partes. 

Aun cuando los &tados siguen contemplando el reconoci­
miento de la condición de refugiado y la concesión del asilo como un 
derecho inherente a la soberanía nacional de cada uno de ellos, es 
un principio fundamental del derecho el que un solicitante de refu­
gio tenga acceso a un territorio ya un procedimiento para la deter­
minación de su estatuto que debidamente proporcione y respete la 
libertad del individuo. 

Importantes retos humanitarios y prácticos suponen, por un 
lado, los problemas que enfrentan los refugiados y solicitantes de 
refugio, y por otro la manera con que los &tados de acogida dictan 
normas al respecto. 

Legislaciones y políticas que, intencionalmente o no, impidan 
el acceso de los solicitantes a los procedimientos y, en consecuencia, 
a la protección contra la persecución sufrida, resultan claramente 
inconsistentes con la norma de derecho humano fundamental, con­
figurada hoy como una norma de conducta internacional o ley inter-

. nacional. 

A) Procedimiento para la determinacion individuai, 
masiva y los procedimientos acelerados 

La definición básica de refugiado, tanto en Derecho Internacional 
como en el régimen jurídico adoptado por los sistemas nacionales es 
altamente individualista. Supone un minucioso examen "caso por 
caso" de los elementos objetivo y subjetivo. Para los solicitantes de 
refugio en general, la mera existencia de procedimientos para la 
determinación del status puede garantizar tanto el "non-refoule­
ment", o principio de "no devolución", como el tratamiento acorde 
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con los instrumentos internacionales relevantes en materia de Dere­
cho Internacional de los Refugiados. 

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados, en lo relativo. a la determinación del estatuto de 
refugiado y los procedimientos de asilo, continuará promocionando 
el establecimiento de procedimientos eficaces y expeditos así como 
el acceso seguro de los solicitantes a ellos, como un elemento esen­
cial para garantizar la protección, y más genéricamente, como parte 
de una coherente estrategia internacional para el manejo y solución 
de los problemas de los refugiados. 

El principal propósito de promover el acceso a los procedi­
mientos es asegurar la puntual protección de los refugiados que lo 
necesitan. No es una oportunidad de conveniencia para los solicitan­
tes de refugio escoger el país de asilo más agradable para ellos. 

Los movimientos masivos de solicitantes de refugio, usual­
mente provocan que los procedimientos de determinación del status 
individual sean inoperantes, lo que clama una respuesta práctica 
basada en la determinación de grupo. A este respecto, el Grupo de 
Trabajo sobre Protección Internacional del ACNUR, en su informe 
de fecha 6 de julio de 1992, recomienda que, cuando se diere una 
llegada o afluencia en masa de refugiados, los cuales fueran víctimas 
de conflictos armados·o de violencia generalizada, en países donde 
los procedimientos de asilo o de determinación de la condición de 
refugiado existen sólo en el marco de la Convención de Ginebra de 
1951, el ACNUR deberá instar a las autoridades para que sustituyan 
los procedimientos de determinación individual del status, y en su 
lugar adopten la determinación de grupos sobre la adopción de un 
régimen de protección adecuado y de soluciones para tales grupos 
de personas. 

En América Latina, sobre -todo a· finales de los años 70 y 
durante los 80, se han observado situaciones de desplazamientos 
masivos de personas que huyen de su país de origen. En esos casos 
resultó prácticamente imposible proceder a la determinación indivi­
dualde la condición de refugiado, por lo que se procedió entonces a 
un examen general de las razones que impulsaron a los grupos a 
abandonar su país de origen. Si se constata que pueden prevalecer 
en el grupo razones que justifiquen temores de persecución por 
causas de naturaleza política, étnica o de cualquier otro de los 
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supuestos ya estudiados en el análisis del artículo 10 de la Conven­
ción de Ginebra de 1951, se puede proceder al reconocimiento del 
carácter de refugiado de forma colectiva. Los integrantes del grupo 
serán considerados "prima Jacie" como refugiados, a menos que se 
pruebe lo contrario. 

Por otra parte, el Comité Ejecutivo del Programa del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados ha reco­
nocido que un cierto número de gobiernos enfrenta serios proble­
mas para responder al creciente número de solicitantes de refugio. 
El Comité ha aceptado también que, para solicitudes manifiesta­
mente infundadas, un procedimiento acelerado es una respuesta 
apropiada. El ACNUR reconoce su valor y acepta la necesidad de 
simplificar, o acelerar, los procedimientos para la determinación de 
solicitudes claramente fraudulentas o no relacionadas con los crite­
rios del refugio, así como solicitudes que resulten obviamente funda­
das o evidentemente válidas. 

Sin embargo, los procedimientos acelerados pueden incre­
mentar el riesgo de rechazo, ya que las garantías o salvaguardias 
procedimentales pueden ser cercenadas. Es por ello que el ACNUR 
recomienda a este respecto las siguientes directrices de actuación 
para los Estados Contratantes de la Convención de 1951 y/o su 
Protocolo Adicional de 1967: 

La vía aconsejable para acelerar las decisiones es concentrar 
los esfuerzos en la fase inicial de las entrevistas, que deberán 
ser llevadas a cabo por personal profesional e imparcial, cuya 
única responsabilidad sea la determinación del estatuto de 
refugiado, y que gocen de pleno apoyo para obtener la infor­
mación actualizada del país de origen de los solicitantes. En­
trevistadores bien entrenados con acceso a los recursos 
apropiados, deben ser capaces de tratar las solicitudes de 
refugio competente y expeditamente. Adecuados procedi­
mientos judiciales de apelación deben ser implementados .. 
Todos los solicitantes de refugio deben recibir asesoramiento 
preliminar en el lenguaje apropiado, provisto por ONGs loca­
les, el Gobierno, el ACNUR, o alguna combinación entre es­
tos, debiendo ser también asistidos los solicitantes en la 
presentación de las declaraciones por escrito. Todos los solici-
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tantes deben tener una entrevista completa de la cual debe 
resultar alguna de las siguientes situaciones: 
a) Reconocimiento del status en los casos "prima facie", o 
sea, los claramente relativos a los criterios de. la Convención 
de 1951 y su Protocolo de 1967, y en situaciones donde los 
solicitantes, en virtud de disposiciones de las Convenciones 
Internacionales sobre Derechos Humanos y de otras, como las 
Convenciones Internacionales contra la Tortura, o por otras 
razones claras, obviamente no puedan retomar a su país de 
origen. 
b) Ofrecimiento del status humanitario a aquellos que hu-
yen del peligro pero no de persecución. 
c) Canalización al procedimiento de determinación nor­
mal de aquellos que presenten una solicitud de refugio que 
requiera un examen más profundo y minucioso. 
d) Derivación a procedimiento acelerado de aquellas soli-
citudes que aparecen como manifiestamente "no creíbles". 
Las solicitudes consideradas bajo el procedimiento acelerado 

deben resultar dentro de un corto período de tiempo en alguna de 
estas tres soluciones: 

1. Reconocimiento del estatuto de refugiado 
2. Referencia al procedimiento normal si posteriores 

complejidades devienen evidentes. 
3. Denegación del status. A este respecto, un mecanismo 

debe ser establecido para proveer a los casos rechazados de 
una revisión independiente. 
El ACNUR, en cualquier caso, debe tener la posibilidad de 

acceso a todas las solicitudes en todos y cada una de las fases de 
procedimiento. 

B) Procedimiento para la determinación individual 
de la condición de refugiado 

En la Convención de 1951 yel Protocolo de 1967 se prevé la coope­
ración entre los Estados Contratantes y ACNUR. Esta cooperación 
incluye también la determinación de la condición de refugiado, lo 
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que ha sido reiterado en múltiples resoluciones y recomendaciones 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas y por el propio 
Comité Ejecutivo del Programa del ACNUR, que en todas sus con­
clusiones aprobadas desde el ~ período de sesiones reitera la 
importancia de establecer procedimientos para determinar la condi­
ción de refugiado. 

La última y más clara resolución en este sentido fue la Reso­
lución 106 de diciembre de 1991 adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en la que se reafirma enérgicamente la 
importancia fundamental que reviste la Protección Internacional del 
ACNUR en base a la aplicación INTEGRA y EFECTWA de los instru­
mentos internacionales y regionales pertinentes. 

Para que las di~posiciones internacionales en materia de refu­
giados puedan ser aplicadas es necesario que los sujetos afectados, 
los refugiados, sean previamente identificados o lo que es lo mismo, 
determinados como tales. 

Vale la pena reiterar que la Convención y el Protocolo no 
regulan en su articulado un procedimiento preciso para llevar a cabo 
la determinación de la condición de refugiado. Es de competencia de 
los propios Estados contratantes el que se establezcan los procedi­
mientos que, considerando sus propias estructuras constitucionales 
y jurídico-administrativas, se estimen más adecuadas. 

En consecuencia, de un país a otro varían considerablemente: 
en unos países se determina con arreglo a los procedimientos 
expresamente establecidos para este fin; 
en otros, el problema de los refugiados se trata en el marco de 
los problemas migratorios de admisión de extranjeros; 
y en otros, se adoptan medidas oficiosas o especiales para 
determinados efectos, como pueda ser la emisión de docu­
mentos especiales para extranjeros. 
Los objetivos básicos de este estudio son: 

1. Evaluar la importancia de garantizar la aplicación de 
procedimientos justos y eficaces. 
El ACNUR debe velar, en el cumplimiento de su Mandato, por 

la implementación efectiva de los procedimientos para la determina­
ción de la condición de refugíado. 
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2. Detenninar las características esenciales de esos 
procedimientos. 
En el presente documento describiremos los prqcedimientos 

que deben utilizarse para determinar si una persona cubre los crite­
rios para ser reconocido como refugiado, así como los mecanismos 
utilizados para adoptar la decisión. 

3. Detectar ÚlS deficiencias de los procedimientos vigentes 
o propuestos 
Una decisión errónea puede costar la vida o la libertad a una. 

persona, de ahí la fundamental trascendencia de estos procedimien­
tos y de su funcionamiento eficaz. 

B.l. Consideraciones Generales 
Organo Receptor de las solicitudes 
Una persona en busca de asilo puede solicitar la condición de 

refugiado: . 
- Directamente al Gobierno. En los Estados partes a la 

Convención y Protocolo, con procedimientos especifica-· 
mente establecidos 

- Directamente al ACNUR 
- Por intermedio del PNUD (cuando no exista Oficina de 

ACNUR en el país en que se encuentre) 
- Por intermedio de una ONG (organismos de las iglesias, 

organizaciones Derechos Humanos .. etc) 

Organo DecisOllo 
Autoridades u órganos competentes para determinar la condición de 
refugiado ¿Quién decide acerca de la condición de refugiado? 

a) Refugiados bajo Mandato, reconocidos por el ACNUR 
(denominación que se refiere exclusivamente a la fuente de deci­
sión) 

En los Estados que no son Parte de la Convención ni del 
Protocolo, o en los que siendo partes, no han establecido procedi­
mientos para determinar la condición de refugiado, como es el caso 
de Chile, es el ACNUR quien decide si un solicitante es un refugiado 
en el marco de su Mandato, de acuerdo con la Resolución 428 (V) 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 14de diciembre 
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de 1950 que aprueba el Estatuto de ACNUR. El ACNUR sería el 
punto de referencia para la recepción, análisis y determinación de las 
solicitudes, así como la presentación de los casos ante las autorida­
des nacionales. 

b) Refugiados bajo la Convención, reconocidos por los Go­
biernos Partes en la Convención y el Protocolo. 

En los países que son Partes a la Convención del 51 y/o al 
Protocolo del 67 sobre el Estatuto de los Refugiados, las cuestiones 
relativas al reconocimiento del status o condición de refugiado sue­
len ser decididas por las autoridades estatales competentes de acuer­
do con los procedimientos específicamente establecidos para este 
fin. 

B.2. Papel del A CNUR en los procedimientos nacionales de 
determinación individual 
Deacúerdo con el art. 35 de la Convención de 1951 la impor­

tancia de 'la participación del ACNVR radica en que esta oficina 
supeiVis(l'la aplicación de la Convención de 1951 y su Protocolo 
AdiCional de 1967, vigilando los procedimientos y criterios aplica­
dos. Esa participación puede adoptar diversas formas: 

Participación como único órgano de decisión: este sería el caso 
actual de Chile y de otros países, en los que, como sabemos, los 
instrumentos internacionales no han sido todavía implemen­
tados en la normativa interna. Para el ACNUR este es el rol 
menos deseable dado que, como se puso de manifiesto, son los 
propios &tados signatarios de la Convención y el Protocolo 
quienes se obligan a asumir esta función, creando para este fin 
organismos generalmente colegiados revestidos, normalmen­
te, de un carácter interdisciplinario. 
En casos como el de Chile es de vital importancia para 
ACNUR el contacto y estrecha colaboración con las autorida­
des nacionales, dado que son las propias autoridades las que 
en última instancia otorgan las facilidades y prerrogativas ne­
cesarias de residencia. 
Participación como obsetvador o con derecho a voto en primera 
instancia y/o en la etapa de apelación. &ta sería la solución 
preferible para el ACNUR, en la que aparece como un organis-
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mo consultivo y supervisor de la estricta observancia de los 
compromisos internacionales adquiridos por los Estados en 
materia de determinación de la Condición de refugiado. 
Revisión, fuera del procedimiento, de las solicitudesreéluiia­
das. Esto ocurre en particular cuando una solicitud es recha­
zada por las autoridades nacionales y a priori pudiera resultar 
válida al tenor de los hechos y'situación aducidos por el solici­
tante. Esta revisión tiene como objetivo, por un lado, evitar las 
consecuencias de\ui eventual rechazo y expulsión al país don­
de sé teme ser perseguido, y por otro, velar por la aplicación 

. justa r ~ficaz de los procedupf,entos para la determinación de 
la condición de refugiado. . . 
Cada uno de estos tipos diferentes de participación en los 

procedimientos para determinar la condición de refugiado entraña­
ría sus pros y sus contras. La forma más apropiada, tal como ha 
demostrado la experiencia en materia de refugiados de la Oficina del 
AltoComisionado es que la participación de la Oficina en los proce­
dimientos nacionales de determinación es sumamente valiosa espe­
cialmente en la instrucción o primera instancia es decir en la 
formación o configuración de los elementos que conforman el caso, 
y de ser necesario, en la etapa de apelación o de revisión de los casos 
rechazados. 

Las personas reconocidas por las autoridades nacionales como 
refugiados en base a los instrumentos internacionales, conocidos 
como viéramos, con el término de "refugiados bajo la Convención", 
son normalmente considerados asimismo como personas bajo el 
Mandato del ACNUR. 

Si las autoridades nacionales no reconocen a una persona 
como refugiado, el solicitante podría, no obstante, ser objeto de la 
atención del ACNUR. 

B.3. Requisitos Básicos de los Procedimientos para la 
determinación individual por las Autoridades Nacionales 
Dado que es prácticamente imposible que todos los Estados 

obligados por la Convención y el Protocolo puedan adoptar proce-
dimientos idénticos, el Comité Ejecutivo del Programa del Alto 
Comisionado, con ocasión del 28° período de sesiones, en octubre 
de 1977, recomendó que los procedimientos se ajustasen a determi­
nados req uisÍtos básicos. 
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Esos requisitos responden a una situación especial, ya antes 
mencionada y descrita, en que se encuentra la persona que solicita el 
reconocimiento de la condición o status de refugiado, y que permi­
ten ofrecer al solicitante ciertas garantías esenciales. 

Una de las .principaies funciones del ACNUR consiste en pro­
mover la adopción de procedimientos de determinación justos y 
eficaces. Se habla de una tensión natural entre la justicia y la eficacia 
en el procedimiento de reconocimiento de la condición de refugiado 
o de asilo. Las medidas tendientes a acortar los procedimientos, a 
menudo conllevan una disminución de las salvaguardas legales, 
mientras que, por otro lado, los procedimientos que ofrecen una 
compleja cadena de intervenciones legales son consideradas inefi­
cientes. 

Las experiencias en muchos países en los últimos años mues­
tran, sin embargo, que justicia y eficacia no necesitan enfrentar sus 
propósitos, en una sociedad abierta y democrática la justicia es un 
presupuesto para procedimientos eficaces. La demanda de justicia, 
por su lado, requiere que los procedimientos sean también eficien­
tes. 

La experiencia del ACNUR ha demostrado que, no obstante, 
todos los procedimientos para la determinación de la condición de 
refugiado ~eben revestir unos requisitos mínimos, que han sido en su 
mayoría indicados en las Conclusiones N°8, 28 Y 30 del Comité 
Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado de las Naciones Uni­
das para los Refugiados: 

Requisitos m(nimos de las solicitudes 
1. Todas las solicitudes de reconocimiento de la condíción de 

refugiado así como todos los casos en los cuales haya indica­
ción o indicio de que una solicitud de refugio o asilo está invo­
lucrada, debe ser examinada, en el marco de procedimientos espe­
cialmente establecidos, por personal cualificado que tenga el cono­
cimiento necesario de la materia y la comprensión de los hechos y 
circunstancias concernientes al solicitante. 

2. Se debe designar una autoridad claramente identificada y 
siempre que sea posible, una autoridad única central para 

evaluar inicialmente las solicitudes de reconocimiento de la condi­
ción de refugiado. 

I 135 I 



DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS 

3. Al solicitante se le debe permitir a presentar su caso en perso-
na ante el órgano decisorio siempre que fuere posible, tanto 

en primera instancia como en la fase de apelación. La audiencia 
personal reviste especial importancia dada la complejidad de evaluar 
un caso sobre la base de la transcripción de una entrevista o un 
informe. El solicitante debe tener el tiempo suficiente para preparar 
la entrevista o audiencia personal, con la asesoría legal que fuere 
necesaria. El entrevistador le deberá informar de sus derechos. 

4. La información que facilite el solicitante a las autoridades 
competentes de la determinación del caso, es estrictamente 

confidencial y sólo puede ser utilizada por las autoridades decisorias 
para los fines para los que se ha solicitado. Sólo podrá ser facilitada 
a terceros con el consentimiento expreso del interesado, que será 
otorgado libremente. 

5. Los oficiales de inmigración o de frontera deben informar a 
los solicitantes sobre los procedimientos para solicitarla con­

dición de refugiado. Los oficiales deberán tener instrucciones claras 
para ocuparse de los casos, y si es necesario deberán ser provistos de 
entrenamiento para situaciones o problemas particulares de los soli­
citantes, como fuera el caso de los impedidos por razonespsico­
lógicas, menores no acompañados o de las mujeres solicitantes de 
refugio. Las partes involucradas y los oficiales de inmigración o de 
frontera así como los oficiales decisores, deben disponer de informa~ 
ción detallada del país de origen del solicitante así como en su caso, 
del país de primer asilo o tránsito. Los oficiales de inmigración o 
frontera deben permitir a los solicitantes permanecer en el país y 
remitir sus casos a una autoridad superior. 

6. El solicitante debe disponer de las facilidades necesarias, in-
cluyendo los servicios de un intérprete competente e impar­

cial, en el momento de presentación de la solicitud. Se debe asegurar 
que el solicitante tenga la posibilidad de contactar con un repre­
sentante de ACNUR, de una agencia voluntaria o de un abogado, 
que tendría el derecho de participar en todas las diligencias del 
procedimiento. (Esto se encuentra con dificultades de orden prácti­
co especialmente en los puertos y aeropuertos internacionales). 

7. Se debe permitir que el solicitante permanezca en el país hasta 
que se adopte una decisión definitiva. 
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8. El solicitante debe ser informado de cualquier decisión reláti- . 
va a su petición. Se debe emitir a su favor la documentación 

provisoria o definitiva que certifique su condición como solicitante 
de refugio o como refugiado, y que habiliten tanto a unos como a 
otros a permanecer en el país pudiendo tener acceso a trabajo o al 
ejercicio de actividades profesionales y/o mercantiles. 

9. Cualquier decisión negativa relativa a la condición de refugia-
do podrá ser susceptible de apelación o revisión. El solicitanté 

siempre deberá ser informado sobre las razones que fundamentan la 
denegatoria. El solicitante deberá ser informado sobre las posibilida­
des que tiene de presentar un recurso de apelación o de revisión, 
otorgándole para ello siempre un tiempo razonable. Nunca una 
revisión será afectuada por las mismas personas o autoridades que la 
rechazaron. 

10. La participación del ACNUR en el procedimiento debe ser 
organizada en la forma que resulte apropiada. Las legislacio­

nes nacionales no podrán crear obligaciones para el ACNUR. Al 
ACNUR no se le pueden imponer obligaciones, como por ejemplo, 
de reasentamiento del solicitante o refugiado a un tercer país, ya que 
sólo las autoridades del tercer país serían competentes para aceptar 
la reubicación en su territorio de cualquier persona. 
11. Sobre el procedimiento relativo a las solicitudes manifiesta­

mente desprovistas de fundamento o abusivas, véase 10 ante­
riormente expuesto para los procedimientos acelerados. 
12. Los requisitos de lugar, tiempo y forma de presentación de las 

solicitudes deberán ser observados sin el rigor de otros proce­
dimientos formales ante Jos tribunales, siempre que se justifiquen 
debidamente las omisiones, demora y carencias respecto de los mis­
mos. Ello responde a que casi siempre los solicitantes desconocen 
los procedimientos, además la situación psicológica del solicitante de 
refugio es de tal naturaleza, que debe posibilitarse una presentación 
fuera de plazo, de lugar o de forma, justificando los motivos de los 
errores cometidos. 

Por su parte es interesante considerar que el Comité de Minis­
tros del Consejo de Europa, en su Recomendación N°R (81) 16 
relativa a la armonización de procedimientos nacionales en materia 
de asilo y refugio, recomienda y llama la atención a Jos servicios 
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encargados del control de fronteras sobre la obligación de respetar 
el principio de no-devolución. Asimismo exige de estos servicios o 
autoridades que'provean a la áutoridad central competente de todos 
los elementos susceptibles de ser recopilados o completados para la . ,._, 
instrucción de la demanda o solicitud de refugio para su correspon- . ;, 
diente estudio y evaluación. 

El Consejo de Europa subraya léJ necesidad de tomar en ,oon­
sideraciónla situación particular en que se encuentra el solicitante 
de refugio, yen especial, recomiend~que en tanto la autoridad ., 
central antes mencionada. no haya decidido sobre la solicitud, el 
solicitante deberá ser autorizado a permanecer en territorio del Estado, 
a menos que la autoridad central competente haya constatado lo 
contrario por considerar la .petición manifiestamente fundada en 
motivos extraños al refugio y a las normas e instrumentos internacio­
nales que rigen la materia. 

BA. Determinación de los hechos 
Principios y Métodos 
La información pertinente se suele consignar primeramente 

completando un 'cuestionario uniforme. Por lo general, esa informa-
ción básica no será suficiente para permitir llegar a una decisión al 
examinador, y habrá que proceder a una o más entrevistas persona- . : 
les. . 

Es fundamental que el examinador se gane la confianza del 
solicitante con objeto de ayudarle a presentar su caso con absoluta' 
transparencia y amplitud y a exponer cabalmente sus opiniones y 
manera de sentir. Esto no es fácil por los hechos angustiosos vividos 
por el solicitante y su condición psicológica, muchas veces de recha­
zo ante las autoridades o instituciones públicas. Como es lógico, para 
crear ese clima de confianza es de suma importancia que las declara­
ciones del solicitante tengan el carácter de confidenciales y no sean 
utilizadas para otros fines distintos a la determinación de la condi­
ción de refugiado, y que se le informe de ello al interesado. 

Una vez comunicados los hechos pertinentes del caso por 'el 
propio solicitante, la. persona encargada de examinar la solicitud 
deberá apreciar la validez de las pruebas y el crédito que deba 
atribuirse a las declaraciones del solicitante. 

El énfasis debe ser puesto en las razones objetivas de persecu­
ción en el país de origen o donde se teme, pero informaciones sobre 
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la familia u otros Vínc'ulos en e] país deben ser Íncluídosocoosidera­
dos en el examen de la solicitud. 

Es un principíogeneral del derecno que la carga de lá prueba 
incumbe al peticionario. Sin embargo es frecuente que el solicitante 
no pueda aportar, en apoyo de sus declaraciones, pruebas documen­
tales ó de otra clase. Los casos en que se presentan pruebas de todas 
las alegaciones son la excepción. La mayoría de las veces, una perso­
na que huya de una persecución llegará con lo más indispensable y 
en muchos casos incluso sin documentación personal. 

Por consiguiente, aún cuando, en principio, la carga de la 
prueba incumbe al solicitante, el deber de averiguar y evaluar todos 
los hechos pertinentes corresponde tanto al solicitante como al 
examinador. 

En algunos casos el examinador deberá recurrir a todos los 
medios de prueba de que disponga a su alcance para conseguir el 
apoyo de la solicitud. Sin embargo, es frecuente que esa investiga­
ción independiente no tenga éxito y que haya declaraciones que no 
sean posibles de probar. En estos casos si el relato parece verosímil 
a menos que existan razones de peso para no hacerlo, deberá conce­
dérsele siempre el beneficio de la duda. Si fuera necesario e indis­
pensable que un refugiado pruebe en todos sus punt~s los hechos 
expuestos, la mayoría de los refugiados no verían reconocida su 
condición de tales. 

El requisito de la prueba no debe aplicarse demasiado estric­
tamente, en vista de las dificultades con que se tropieza para la 
obtención de elementos probatorios propios de una situación muy 
especial en que se encuentra el solicitante. No obstante, la toleran­
cia no significa que las afirmaciones no confirmadas sean aceptadas 
forzosamente como ciertas si no concuerdan con la relación general 
presentada por el solicitante. 

La falsedad en los datos aportados por el solicitante no justifi­
ca una revocación de la condición de refugiado: debe tratarse de una 
falsedad que haya determinado el reconocimiento y no de un dato 
irrelevante en la determinación del caso. El status de refugiado sólo 
podrá ser revocado por las razones enumeradas en la Convención de 
1951, si los hechos relevantes en el reconocimiento eran falsos, o si 
el solicitante comete o ha cometido alguno de los actos especificados 
en el artículo 1 (F) de la Convención (Cláusulas de Exclusión). Por 
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otro lado, las declaraciones inexactas o imprecisas no son de por sí 
motivo de rechazo o denegación de la condición de refugiado, siend 

do responsabilidad del examinador evaluar esas declaraciones a la 
luz de las circunstancias del caso. 

El examinador debe aplicar los criterios con espíritu de justicia 
y comprensión, yen su juicio no debe influir la consideración perso­
nal de que el solicitante sea un caso indigno de atención. 

Casos que plantean problemas especilJles en relación con la determi­
nación de los hechos. 

Determinar el estatus de refugiado es fundamental para pres­
tar asistencia y protección a los refugiados y solicitantes de refugio. 
En muchos países existen procedimientos complejos para efectuar la 
determinación de cada caso. A falta de tales procedimientos o según 
las exigencias de la situación, pueden adoptarse decisiones relativas 
a un grupo especial en función de las circunstancias. Además, la 
Oficina del Alto Comisionado en las Naciones Unidas para los Re­
fugiados protege a las personas o grupos que caen dentro de su 
competencia con arreglo a su Mandato y a las directrices de la 
Asamblea General. 

1. Personas que padecen enajenación mental 
Se requieren técnicas de examen diferentes. Se debe recabar 

de ser posible, el asesoramiento de un experto médico con refer­
encia a: 

- La naturaleza y el grado de enfermedad mental 
La capacidad de la persona para defender su causa. 

El examen detallado del caso dependerá de los resultados del 
informe médico. Por regla general la carga de la prueba será más 
ligera. El examinador dependerá de otras fuentes de información 
distintas del propio solicitante y dará mayor importancia a los ele­
mentos objetivos de su sit~ación. 

Conviene subrayar que muchas, si no la mayoría de las perso­
nas que solicitan el reconocimiento de la condición de refugiado, 
están psicológicamente perturbadas. Lo que se necesita en todos 
estos casos, por consiguiente, es sensibilidad por parte de los entre­
vistadores y de los decisores dei caso con respecto a todos los proble­
mas involucrados. 
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2. Menores no acompañados 
Requieren una aplicación liberal del principio del beneficio de 

la duda. 
Existen Directrices de ACNUR sobre los niños refugiados 

(constituyen la mitad del universo de los refugiados, aproximada­
mente unos 9 millones de niños refugiados en el mundo) que apun­
tan a la necesidad de participar con expertos en cuestiones infantiles 
para, entre otras, determinar el grado de desarrollo mental y madu­
rez del niño. 

Es necesaria la asistencia de un representante legal cuando los 
solicitantes no han alcanzado la mayoría de edad jurídica. 

Se debe tener en cuenta la situación objetiva, la situación de 
sus familiares, yel deseo de estos últimos, si son conocidos. 
3. Mujeres refugiadas 

Los casos de las mujeres refugiadas o solicitantes de refugio 
ameritan especial atención. Es fundamental disponer de informa­
ción sobre la situación de las mujeres en el país donde aducen ser 
perseguidas. En su Conclusión N°39 (XXXVI) de 1985, el Comité 
Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado de las Naciones Uni­
das para los Refugiados, reconoció que los Estados, en el ejercicio 
de su soberanía, eran libres de adoptar la interpretación de que las 
mujeres en busca de asilo que se enfrentaba a tratos crueles o 
inhumanos debido a haber transgredido las costumbres sociales de la 
sociedad, en que vivían, podían ser consideradas como un "determi­
nado grupo social", según lo dispuesto en el párrafo 2 de la sección 
A del artículo 1° de la Convención de la Naciones Unidas de 1951 
sobre el Estatuto de los Refugiados". 

A la luz de esta definición del Artículo 1, la solicitud relativa al 
estatuto de refugiados presentada por mujeres que teman tratos 
crueles e inhumanos, a causa de haber transgredido las leyes o 
costumbres de su sociedad sobre el papel de la mujer, plantea difi­
cultades. Un asesor jurídico de la Oficina del ACNUR ha señalado 
que "la transgresión de las costumbres sociales no figura en la defini­
ción universal de refugiado". Sin embargo, en varios países pueden 
encontrarse ejemplos de violencia contra mujeres acusadas de violar 
las costumbre sociales. El delito cometido puede ir desde el adulte­
rio hasta el uso de lápiz labial. La pena puede ser la muerte. El 
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Comité Ejecutivo de la Oficina del ACNUR ha alentado a los Esta­
dos a considerar a las mujeres perseguidas por estas razones como 
una "grupo social" para asegurar su protección,. pero se deja a la 
discresión de los países seguir esta recomendación. . ... 

Las mujeres pueden también huir de sus países a causa de 'una 
grave discriminación ·sexual por los organismos públicos o en las 
comunidades locales. La protección frente a la discriminación sexual 
es un derecho fundamental de todas las mujeres y está consagrado 
en varias declaraciones y convenciones internacionales. Aunque se 
reconoce el derecho universal a la libertad frente a la discriminación 
por motivos de sexo, y la discriminación puede llegar hasta la perse­
cución en algunas circunstancias, la línea divisoria entre discrimina­
ción y persecución no es clara. 

A las mujeres atacadas por personal militar les puede resultar 
difícil demostrar que son víctimas de persecución en vez de violencia 
accidental. Incluso las víctimas de violación por fuerzas militares 
tienen dificultades para obtener el estatuto de refugiado cuando los 
encargados de examinar la solicitud consideran tales ataques como 
"parte normal de la guerra". Las mujeres víctimas a causa de las 
actividades políticas de un familiar masculino tienen dificultades 
especiales para demostrar que tienen derecho al estatuto de refugia­
do. Sin embargo, en muchos conflictos, los ataques contra las muje­
res forman parte programada de una campaña de terror. 

A veces las mujeres que llegan como parte de una unidad 
familiar no son entrevistadas o son entrevistadas superficialmente 
acerca de sus experiencias, aún cuando es posible que ellas, en vez 
de sus maridos, hayan sido víctimas de persecución. Sus familiares 
masculinos pueden no mencionar las cuestiones pertinentes porque 
no conocen los detalles o porque les da vergüenza mencionarlos. 

Las mujeres tienen problemas especiales para exponer su caso 
a las autoridades particularmente cuando han tenido experiencias 
que son difíciles y penosas de describir. Es por ello que se requiere 
de intérpretes y entrevistadoras femeninas, en vista que en numero­
sas ocasiones la persecución de las mujeres a menudo consiste en 
agresiones sexuales. Los métodos de tortura pueden ser de muy 
variada especie. 

La mujer víctima de tales torturas sexuales evidentemente 
puede ser reacia a hablar acerca de ellas, o puede resultarle muy 
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difícil, particularmente con un entrevistador masculino. La viola­
ción, incluso en el contexto de la tortura, en algunas culturas se 
considera una falta de la mujer que no ha preservado su virginidad o 
la dignidad de su marido. Puede ser desechada por su familia u otros 
miembros de la comunidad. Hablar de su experiencia se convierte en 
otro motivo de alienación. 

Un segundo problema se plantea cuando se entrevista a las 
mujeres acerca de la solicitud del estatuto de refugiado presentada 
por familiares masculinos. Una esposa puede ser entrevistada prin­
cipalmente para corroborar la versión dada por su esposo; si desco­
noce los detalles de la experiencia de su marido (por ejemplo, el 
número de la unidad militar de su marido) puede desestimarse la 
totalidad del testimonio por falta de credibilidad. Sin embargo, en 
muchas culturas los maridos no comparten con sus esposas muchos 
detalles de su actividades militares o políticas. 

Otro problema jurídico que afecta a las refugiadas es el esta- ;, 
tuto concreto que el país de asilo les concede. En la mayoría de los 
países, a los miembros de la familia que acompañan o se reúnen con 
una persona a quien se concede el estatuto de refugiado se les otorga 
el mismo estatuto. Sin embargo, esta práctica no se sigue en todos los 
países. En algunos países tampoco se reconoce automáticamente el· 
estatuto de refugiado al cónyuge y los hijos que siguen a un refugia-
do en un país de asilo. La Convención de 1951 no confiere a los 
refugiados el derecho a la reunificación de la familia; es una práctica 
recomendada que se deja a la discresión de cada Estado. En tanto, 
que muchos Estados permiten inmigrar a los miembros de la familia, 
algunos Estados conceden a éstos un estatuto de residencia que 
ofrece menos protección contra la deportación que el estatuto de 
refugiado. Si la familia se ha separado, la esposa (que suele ser la 
persona que viene a reunirse con el que ha recibido el estatuto de 
refugiado) puede encontrarse sin protección alguna frente al retor-
no forzoso. Sin embargo su propio derecho al estatuto de refugiado 
puede ser tan firme como el de su marido. Transcurrido cierto 
tiempo después de los sucesos descritos por su marido o por desco-
nocer algunos de los detalles, la esposa tal vez no pueda exponer 
convincentemente sus razones para que se le conceda su propio 
estatuto de refugiado. 
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Conclusión 

Como se manifie.c;ta en la introducción del presente documento 
importantes retos humanitarios y prácticos suponen, por un lado, los . 
problemas que enfrentan los refugiados y los solicitantes de refugio, 
y por otro, el tratamiento que los &tados de acogida les dan a estos. 

Si se analizan fríamente las cifras, se constata que, a fin de . 
cuentas, el número de solicitantes de refugio es bastante reducido en 
relación con los extranjeros, con los inmigrantes económicos propia­
mente dichos, quienes evidentemente no caen dentro de nuestro 
ámbito de competencia. Ciertamente, algunos de esos emigrantes 
económicos han intentado, y siguen intentando, abusar de la hospi­
talidad y de las tradiCiones humanitarias de los países a los que 
llegan. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refu­
giados comparte plenamente la legítima preocupación de los países 
por poner fin a estos abusos. 

En algunos países, como Chile, las autoridades de Gobierno 
no reconocen, por el momento, la condición de refugiado alguno, ni 
se ha establecido un procedimiento de implementación de la norma­
tiva internacional en materia de refugiados~ 

Sin embargo, pensamos que la solución no debe buscarse en 
hacer recaer sobre otros la responsabilidad del refugio, o en ponerse 
de acuerdo con otros para no recibir a nadie. Tampoco debe buscar­
se en la introducción de prácticas restrictivas o de métodos que 
consistan en negar la condición de refugiado a los solicitantes para 
poder devolverlos más fácilmente a su país, mediante trabas o límites 
a los procedimientos o restricciones a las garantías procedimentales 
de los solicitantes, o mediante interpretaciones restrictivas de los 
criterios de elegibilidad. 

La solución sólo puede buscarse y encontrarse en el respeto a 
los valores éticos, morales y jurídicos en que se basan nuestras 
sociedades. 

Resultados constructivos serán alcanzados sólo si los procedi­
mientos implementados responden simultáneamente a las necesida­
des de justicia y eficacia. 
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ChiJe y el Derecho Internacional 
sobre los refugiados 

Hernán Quezada Cabrera* 

Introducción 

Aún cuando existe en Chile una larga tradición en lo que se refiere 
al derecho de asilo, el fenómeno de los refugiados permanece com­
pletamente ajeno a nuestras preocupaciones, a pesar de la importan­
cia que ha adquirido en América Latina desde fines de los años '70. 
En el mejor de los casos se confunden las instituciones del asilo y del 
reconocimiento de la condición de refugiado, o se habla de "refugio" 
y de "asilo" indistintamente. 

Según el diccionario de la Real Academia, "asilo" es "el lugar 
privilegiado de refugio para los perseguidos"; en tanto "refugio" 
tiene como sinónimos los términos "asilo", "acogida" y "amparo". Es 
decir, en general, "asilo" y "refugio" son términos sinónimos. 

Sin embargo, de lo que en verdad se trata es de diferenciar 
"otorgamiento de asilo" y "reconocimiento de la condición de refu­
giado" o, si se quiere, "asilado" y "refugiado". La Convención de 1951 
sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo complementario 
de 1967 se refieren no al refugio, sino a los "refugiados" y al recono­
cimiento de su condición . 

• Abogado. Doctor en Dere~-;; de la Universidad de Hamburgo (RF.A.) y Doctor en 
Derecho de la Universidad de F.strasburgo (Francia). 
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Chile es parte, desde 1972, en la mencionada Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados así como en su Protocolo Adi­
cional. Sin embargo, las normas sustantivas contenidas en dichos 
instrumentos internacionales no sólo son ignoradas en nuestro país, 
sino que además no tienen aplicación, por cuanto aún no se han 
establecido las normas de procedimiento que permitan hacerlas 
plenamente efectivas. 

El presente estudio tiene por objeto ilustrar acerca de la 
evolución y del estado actual del Derecho Internacional de los 
Refugiados, particularmente en el ámbito latinoamericano, en la 
perspectiva de sentar las bases para la elaboración de una legislación 
relativa a esta materia. 

El trabajo realizado contiene, en primer lugar, un breve análi­
sis de la evolución histórica en América Latina y Chile del derecho 
de los refugiados, que permite apreciar la importancia que éste ha 
ido adquiriendo en nuestro continente; a continuación, un paralelo 
entre las instituciones del reconocimiento de la condición de refu­
giado y del asilo, a fin de aclarar sus diferencias y señalar sus puntos 
de contacto; luego, un examen del estatuto de los refugiados desde 
el punto de vista de los instrumentos internacionales que regulan 
esta instituCión, y finalmente; una exposición acerca de la situación 
jurídica actual, desde el punto de vista de nuestro ordenamiento 
interno, en materia de reconocimiento de la condición de refugiado 
y de asilo. 

I. Evolución histórica del Derecho Internacional de los 
Refugiados en" América Latina y Chile. 

Diversos acontecimientos políticos han ocasionado en la historia de 
América Latina desplazamientos humanos de un país a otro, los 
cuales, hasta hace pocos años, podían ser resueltos dentro del marco 
estrictamente regional y sobre la base de la tradición del asilo y de las 
normas jurídicas elaboradas al respecto.1 " 

1 En esta materia hemos seguido en parte el estudio de Leonardo Franco, titulado "El 
Derecho Internacional de los Refugiados y América Latina", s.c., sJ.,págs. 33-37, documento 
mecanografiado, aparentemente escrito en 1983. 
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Igualmente, América Latina ha sido tierra de asilo para impor­
tantes contingentes de refugiados provenientes de Europa, entre 
ellos los republicanos españoles, quienes fueron recibidos en varios 
países latinoamericanos, incluí do Chile. Pocos años más tarde, diver­
sos países de América Latina ofrecieron asilo a cerca de 200.000 
refugiados de origen europeo, desplazados de sus respectivos países 
como consecuencia de la TI Guerra Mundial o de las transformacio­
nes políticas que siguieron a ésta en ciertos países europeos. La 
mayoría de ellos se integró en sus países de asilo, gracias a la ampli­
tud y generosidad de la política migratoria existente en éstos. 

La cooperación con los respectivos gobiernos de América 
Latina para la atención de dichos refugiados fue el motivo central de 
existencia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR) en sus primeros años en nuestro continente. 

En 1971, a petición del Gobierno de Chile y como consecuen­
cia de los acontecimientos políticos ocurridos en Bolivia, fueron 
requeridos los servicios del ACNUR para prestar ayuda material a los 
refugiados de origen latinoamericano. Posteriormente, a raÍZ de los 
acontecimientos ocurridos en Chile a partir del 11 de Septiembre de 
1973 y aquellos que le sucedieron en otros países del Cono Sur, el 
ACNUR debió cumplir importantes tareas de protección y asistencia, 
a través de su entonces Oficina Regional para América Latina con 
sede en Buenos Aires. 

Así, el ACNUR cooperó, en primer lugar, en el reasentamien­
to de refugiados de varios países de América Latina que se encontra­
ban en nuestro país cuando se produjo el golpe de &ltado, y bajo sus 
auspicios unos 5.000 refugiados latinoamericanos abandonaron Chi­
le, dirigiéndose a 40 &ltados extranjeros. El ACNUR cooperó igual­
mente en la protección y asistencia de refugiados chilenos que 
salieron hacia países limítrofes, en particular Perú y Argentina, e 
intervino también en favor de refugiados uruguayos que buscaron 
asilo en la Argentina. Más tarde, el ACNUR se ocupó igualmente de 
refugiados argentinos, bolivianos y paraguayos, por intermedio de 
sus oficinas existentes en otros países. En este período, pueden 
observarse innovaciones en la práctica relativa al asilo diplomático 
en América Latina, que se expresó en el reconocimiento oficial de 
los "centros de acogida y hospedaje", lugares donde se proporciona­
ba alojamiento y asistencia a los refugiados. 
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En esos mismos años, numerosas otras personas que no solici­
taron protección o asistencia del ACNUR, pudiendo haber sido reco­
nocidas como refugiados, se integraron en varios países de América 
Latina, particularmente en México y Venezuela, como asimismo ,en 
España.., ".' 

Hacia el término de la década de los setenta, el problema de 
los refugiados se hizo más agudo en América Central, desplazándose 
allí el centro de las preocupaciones del ACNUR. En efecto, ciertos 
gobiernos centroamericanos recurrieron al ACNUR para obtener su 
cooperación en la asistencia de refugiados de origen nicaragüense 
(alrededor de 100.000), que habían abandonado su país en tre 1978 y 
1979. Tras la caída del régimen de Anastasia Somoza, el ACNUR 
colaboró en la repatriación y reintegración de esos mismos refugia­
dos a su país de origen. Lamentablemente, los problemas de Améri­
ca Central no terminaron con este acontecimiento, sino que sehaIi 
multiplicado en los últimos años. Así por ejemplo, en febrero de 
1983, el ACNUR asistía a unos 80.000 refugiados en América Central 
yen México. Se estima, sin embargo, que dicha cifra no representaba 
la totalidad de refugiados y personas desplazadas en el área, cuyo 
número en 1983 habría sido superior a 300.000, la mayoría de los 
cuales logró integrarse de modo espontáneo en los países de acogida 
sin solicitar ayuda a los respectivos gobiernos, fundamentalmente 
debido a la generosidad de la población. 

Estos desplazamientos masivos de refugiados en América La­
tina plantean nuevos problemas, que la institución tradicional del 
asilo no logra abarcar en toda su complejidad y frente a los cuales 
nuestro país no puede permanecer ajeno. 

Chile, como miembro de la comunidad internacional, ha con­
traído diversas obligaciones en materia de reconocimiento de la 
condición de refugiado y de asilo. Al respecto, Chile es parte desde 
1972 en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados del 28 de 
julio de 1951 yen el Protocolo Arlicional de 31 de enero de 1%7, y' 
desde 1935 en la Convención Interamericana sobre Asilo Político de 
fecha 26 de diciembre de 1933. 

Una de las obligaciones emanadas de tales instrumentos jurí­
dicos internacionales consiste en dictar las disposiciones legales y 
reglamentarias que permitan hacer efectivo en Chile el derecho de . 
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asilo, así como el derecho de todo refugiado a recibir protección. 
Sobre el particular, se encuentran actualmente vigentes el Decreto 
Ley N°1.094, publicado en el Diario Oficial del 19 de julio de 1975, 
que establece normas sobre extranjeros en Chile, y el Decreto Su­
premo N°597, publicado en el Diario Oficial del 24 de noviembre de 
1984, que aprueba el Reglamento de Extranjería. Al examinar di­
chos textos, puede observarse, a primera vista, que las normas dicta­
das son insuficien'tes desde el punto de vista de los instrumentos 
internacionales sobre los refugiados y que ellas, además, confunden 
las instituciones del asilo y de la condición de refugiado, como si se 
tratare de conceptos sinónimos. 

La relativa falta de preocupación por parte de Chile frente al 
tema del derecho de los refugiados no es ajena al desarrollo obser­
vado en el resto de América Latina sobre el particular. En efecto, 
muy pocos Estados de la región acreditaron representantes a la 
Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el 
Estatuto de los Refugiados y los Apátridas, reunida en Ginebra del 
2 al 25 de julio de 1951, lo cual es explicable, si se considera el hecho 
que la Conferencia se preocupó, fundamentalmente, de los proble­
mas de refugiados post guerra en Europa. Igualmente, pocos países 
de América Latina se adhirieron a la Convención de 1951 en el 
período que va de la aprobación de ésta hasta la adopción del 
Protocolo de 1967, y lo hicieron, generalmente, con reservas geográ­
ficas, esto es, limitando su l!iIcance a refugiados provenientes de 
Europa. 

llustrativo resulta destacar, en esta evolución de América La­
tina con respecto al derecho de los refugiados, que la Segunda 
Conferencia Interamericana Extraordinaria reunida en Río de Ja­
neiro en 1965 recomendó .a1 Comité Jurídico Interamericano de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) la preparación de un 
proyecto de convención sobre refugiados, teniendo en cuenta la 
existencia de problemas complejos que exigían medidas rápidas y 
eficaces. El Comité Jurídico Interamericano, abocado al estudio de 
dicha cuestión, reconoció en su informe que la Convención de 1951 
constituía un considerable adelanto en la materia, pero que no era 
posible extenderla sin las debidas adaptaciones al ámbito americano, 
debido a que su campo de acción estaba limitado en el espacio y en 
el tiempo por las motivaciones fácticas que habían condicionado su 
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adopción. En razón de ello y en cumplirniento;.de la recomendaciÓq.!l. 
formulada por el órgano supremo de laOEA, el Comité Jurídic0 :' 
Interamericano elaboró en abrii de 1966 un anteproyecto de Con~"1 
vención Interamericana sobre Refugiados. Sin embargo, dicho ante"f. ¡: 

proyecto nunca llegó a ser examinado por la Conferencia Intera~:· 
mericana o por otro órgano de la OEA.2 

Con posterioridad al citado informe ocurrieron dos hechos de 
gran importancia para el problema de los refugiados en América 
Latina: la adopción del Protocolo de 1967, que levantó la restricción 
temporal de 1951 para la aplicación de la Convención, y la aproba- . 
ción yentrada en vigencia de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, que incluye una disposición protegiendo el derecho de 
asilo territorial con el carácter de derecho humano. 

En este nuevo contexto, un creciente número de Estados . 
Latinoamericanos se adhirieron a los instrumentos internacionales. 
sobre refugiados o levantaron la restricción geográfica con que ha­
bían ratificado o se habían adherido a la Convención de 1951. En 
consecuencia, puede constatarse que, a pesar de una primera limita~ 
da y restrictiva aceptación de dichos instrumentos en los países de 
América Latina, existe en los últimos años una clara tendencia 
orientada a su aceptación e incorporación normativa. 

Chile, en particular, sostenía el año 1956 que "la eventual 
adhesión de Chile a esta Convención no traería mejora alguna en la 
actual situación jurídica del Gobierno ni en la de los posibles refugia­
dos; y tendría la desventaja de dejar al Gobierno sujeto al control de 
autoridades extrañas en lo que se refiere a la aplicación de principios 
que hasta ahora han sido aplicados por nuestras autoridades, sin 
necesidad alguna de control internacional".3 Esta posición se mantu­
vo durante varios años, hasta que Chile ratificó la Convención de 
1951, con fecha 28 de enero de 1972, y el Protocolo Adicional, con 
fecha 27 de abril de 1972. 

2 Cfr. Edmundo Vargas C..arreño, "El régimen de asilados y refugiados y su protección por 
el sistema interamericano", en: "Asilo Político y Situación del :Refuziado"¡ Trabajps deL'. 
Seminario realizado, bajo el mismo título, en La Paz, Bolivia, del W al 22 de abril de 1~3, 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Bolivia y Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados, Bolivia, 1983, págs. 69·70. 

3 Informe NQ382/g. 52 de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Relaciones de Chile, de 10 
de octubre de 1956. Reproducido en: Hugo Uanos Mansilla, "Teoría y Práctica del Derecho 
Internacional Público·, Tomo IU, Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1983, págs. 325-328. 
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Del desarrollo de esta aceptación paulatina en nuestro conti­
nente de los instrumentos internacionales sobre el derecho de refu­
giados, se ha pasado a una segunda etapa consistente en su 
incorporación legislativa interna. En este sentido pueden mencio­
narse los siguientes países: Panamá, que dictó el Decreto N°100 de 
8 de julio de 1981, por el que se creó una comisión para que se 
ocupara del problema de los refugiados, y la Resolución N°461 de 9 
de octubre de 1984 sobre aplicación de la Convención de 1951 y su 
Protocolo de 1967; Bolivia, que dictó el Decreto Presidencial 
N°19.640 de 4 de julio de 1983 relativo a la determinación de la 
condición de refugiado; Colombia, que dictó el Decreto Presidencial 
NOZ.817 de 20 de noviembre de 1984, por el cual se establece el 
procedimiento para la determinación de la condición de refugiado; 
Perú, que dictó el Decreto Presidencial N°1 de 25 de enero de 1985, 
aprobando el Reglamento que ordena la situación jurídica de los 
refugiados y asilados políticos en Perú; Argentina, que, entre otros, 
dictó el Decreto N°464 de 1985 creando la Comisión para determi­
nar la elegibilidad de los refugiados, y la Resolución 1672 de 1985 de 
la Dirección Nacional de Migraciones, relativa al acceso a los proce­
dimientos y a Jos documentos provisionales para los solicitantes de 
asilo; Costa Rica, que dictó los Decretos Ejecutivos N°16.749 - p de 
30 de agosto de 1985 y N°17.076 P de julio de 1986, por medio de los 
cuales se crean, respectivamente, el Consejo Nacional de los Refu­
giados (CONARE) y la Dirección General para la Protección de 
Refugiados (DIGEPARE), así como la Ley NO?033 de 13 de agosto 
de 1986, por la que se concede el derecho de residencia temporal a 
los refugiados y solicitantes de asilo; Ecuador, que dictó el Decreto 
Presidencial NOJ293 de 29 de septiembre de 1987, conteniendo el 
Reglamento para la aplicación de las normas contenidas en la Con­
vención de 1951 yen su Protocolo de 1967.4 

En el marco de esta nueva tendencia observable en América 
Latina, orientada hacia la aceptación plena del derecho internacio­
nal de refugiados, cabe destacar la denominada "Declaración de 

Naciones Unidas, Asamblea General, Comité Ejecutivo del Programa del Alto 
Comisionado, 4()SI Período de Sesiones, "Nota sobre los procedimientos para detenninar la 
condición de refugiado en virtud de los instrumentos internacionales", Doc. NAC.96IINF. 
IS1JRev.8, 12 de septiembre de 1989, Espaftol, Original: Inglés. Además Registro Oficial, 
Organo del Gobierno del Ecuador, Afta IV NIl782, 30 de septiembre de 1987. 

I 155 I 



DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS 

Cartagena", adoptada en el Coloquio sobre la Protección Interna­
cional de los Refugiados en América Central, México y Panamá, 
realizado en Cartagena, del 19 al 22 de noviembre de 1984, bajo los 
auspicios del Gobierno de Colombia. Dicha declaración, fundamen­
tándose en la Convención de la Organización de la Unidad Africana 
(OUA) sobre los refugiados yen la doctrina utilizada en los informes 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, amplía el 
concepto de refugiado contenido en la Convención de 1951 y su 
Protocolo de 1967. El concepto ampliado de refugiado que reco­
mendara el Coloquio de Cartagena se encuentra ya consagrado en la 
legislación boliviana (Art. 2 del Decreto Presidencial N°19.640 de 

. 1983) Y en la legislación ecuatoriana (Art. 2 del Decreto Presidencial 
N03293 de 1987), estando igualmente contemplado en el art. 4 inc. 2 
del Proyecto de Ley sobre Refugiados de la República Argentina. 

La mencionada tendencia, aun cuando se enmarca estricta­
mente en el derecho internacional de los refugiados, no es contradic­
toria con la tradicional institución del asilo en América Latina. Sin 
embargo, los estudios doctrinales realizados han demostrado que el 
concepto de "refugiado'\ prevaleciente en el sistema universal, con­
tiene matices que lo hacen más amplio y más preciso que el concepto 
de "asilado"; predominante en él sistema interamericano.5 Por ello, 
resulta indispensable no sólo una legislación especial que regule la 
situación de los refugiados en los países latinoamericanos, sino tam­
bién una legislación relativa al asilo, ya que éste en su modalidad 
"territorial" constituye uno de los fundamentos del propio derecho 
de los refugiados y, además, en su modalidad de "asilo diplomático" 
se presenta como una institución absolutamente particular de Amé­
rica Latina. 

$ Véase: Jorge Salvador Lara, "El concepto de asilado territorial según los Convenios 
Interamericanos y la noción de refugiados según los instrumentos internacionales de Naciones 
Unidas", en: Trabajos del Coloquio sobre Asilo y Protección Internacional de Rer~g¡adcs, 
publicados bajo el título "Asilo y Protección Internacional de Refugiados en América Latina", 
UNAM, México, 1982, pág, 101; Y Héctor Gros Espiell, "El Derecho Internacional Americano 
sobre asilo territorial y extradición .. ,", en: Ibid., pág. 65. 
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H. Relaciones entre la concesión de asilo y el 
reconocimiento de la condición de refugiado 

Aún cuando las instituciones de asilo (territorial y diplomático) y de 
la condición de refugiado tienen innegables puntos de contacto y 
elementos comunes, entre ambas existen diferencias que es necesa­
rio considerar, especialmente en la formulación de normas jurídicas 
internas destinadas a su regulación. Así, la aceptación de una perso­
na como asilado no transforma a ésta automáticamente en refugiado 
para los efectos de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1%7, 
pero sin duda tal aceptación constituye un elemento importante a 
considerar en el reconocimiento de la condición de refugiado. Y a la 
inversa, la calificación de una persona como refugiado, según los 
instrumentos internacionales mencionados, no significa, ipso jure, 
que deba ser considerada como asilado.6 

El asilo representa una institución convencional regional, es­
tablecida en el ámbito latinoamericano, en tanto la condición de 
refugiado es una institución universal. Además, la resolución que 
concede asilo a una persona tiene carácter constitutivo, en tanto 
aquella que reconoce la condición de refugiado posee un carácter 
claramente declarativo, abriéndose así la posibilidad d~ refugiados 
"de facto", que actualmente constituye un aspecto importante en el 
tratamiento del problema de los refugiados en América Central. 7 

Por otra parte, tratándose del asilo diplomático, éste puede 
ser concedido en el propio país de origen del solicitante, en tanto 
para el reconocimiento de la condición de refugiado es condición 
esencial, por definición, que la persona se encuentre fuera de su país 
de origen. 

Se puede afirmar que el asilo representa el ejercicio de un acto 
soberano propio de los Estados y respecto del cual no existe ningún 
organismo encargado de vigilar el cumplimiento de las normas que 
lo regulan, 10 cual se desprende claramente del artículo 1 de la 

Héctor Gros Espíell, op. cit., 64. 
7 Para un examen de las diferencias y semejanzas entre ambas instituciones, véase: Jaime 

Ruiz de Santiago, "Relaciones entre el asilo y el refugio', en: Seminario "La protección jurídica 
internacional de la persona humana y el problema de los indocumentados·, seminario realiza­
do en La Paz, Bolivia, del 12 a! 15 de noviembre de 1990, ACNUR, C1CR, CIJ, CAJ, Buenos Aires 
1991, págs. 121-130. 
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CQnvención sobre Asilo Territorial. de Caracas del año 1954 y del 
artículo.!I de la Convención sobre Asilo Diplomático de Caracas del 
mismo año. En cambio, en el caso del' reconocimiento de la condi-

" " ~ión de refugiado, los Estados se encuentran ligados respecto de esta 
institución y es a un organismo internacional, el ACNUR, a quien se 
ha encomendado lá supervisión de las disposiciones contenidas en la 
Convención de 1951. 

Además, el asilo es una institución que nació como medio de 
protección frente a una persecución, la que debe ser actual y presen­
te. Por el contrario, la determinación de la condición de refugiado es 
menos rigurosa, pues no requiere de una actual y efectiva persecu­
ción, siendo suficiente fiel fundado temor de persecución". 

Las causas que permiten la concesión del asilo son más limita­
das que aquellas que dan lugar al reconocimiento de la condición de 
refugiado. El asilo procede con respecto a aquellas personas perse­
,guidas por delitos políticos o por motivos políticos; en cambio, la 
. Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados 
aplica el término de "refugiado" a toda persona que posee "fundados 
temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionali­
dad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas". 

No obstante las diferencias entre ambas instituciones, apunta­
das precedentemente, existen importantes coincidencias que es ne­
cesario destacar. En efecto, asilo y condición de refugiado tienen un 
carácter eminentemente humanitario, no sujeto a reciprocidad y 
apolítico. Ambas instituciones existen para brindar protección a las 
personas; Finalmente, el asilado y el refugiado se encuentran igual­
mente amparados frente a la posibilidad ya sea de extradición por 
delitos políticos o comunes conexos con los políticos, en el caso de] 
primero, ya sea de expulsión o devolución a las fronteras de territo­
rios donde su vida o su libertad peligren por causa de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social o de sus opi­
niones políticas, en el caso del segundo; en ambas situaciones los 
afectados no pueden ser devueltos al Estado donde ha tenido lugar 
la persecución o donde él teme, fundadamente, que ella pueda 
producirse. 
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III. El Estatuto del Refugiado y su 
Regulación Jurídica Internacional 

Ante todo, parece necesario reiterar que el reconocimiento de la . 
condición de refugiado, así como la acogida o asilo que se brinda a 
un perseguido tienen un carácter eminentemente social, humanita­
rio y apolítico, no pudiendo, en consecuencia, ser considerados co­
mo actos inamistosos por ningún Estado, según lo han consagrado 
importantes instrumentos internacionales sobre la materia. 

El denominado "estatuto de refugiado" se rige, a nivel univer­
sal, por la Convención de 1951 yel Protocolo de 1967, instrumentos 
que fueron aprobados en el marco de la Organización de Naciones 
Unidas y que han sido adoptados, mediante ratificación o adhesión, 
por más de 100 Estados. 

Dichos instrumentos jurídicos universales sólo son aplicables 
a aquellas personas consideradas refugiados conforme a las defini­
ciones en ellos contenidas. La determinación de la condición de 
refugiado en virtud de la Convención de 1951 y de su Protocolo de 

. 1967, por su parte, incumbe al Estado contratante en cuyo territorio 
se encuentra el refugiado al momento de solicitar el reconocimiento 
de dicha condición. 

En la Convención de 1951 yen el Protocolo de 1967 se prevé 
la cooperación entre los Estados contratantes y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, creada a 
partir del 1° de Enero de 1951 por la Resolución 319 (IV), de la 
Asamblea qeneral de la Organización Universal de fecha 3 de di­
ciembre' de 1949. El Estatuto del ACNUR figura en anexo a la 
Resolución 428 (V), aprobada por la Asamblea General de la ONU 
el 14 de diciembre de 1950, y en éste se estipula que el Alto Comi­
sionado asume, entre otras, la función de proporcionar protección 
internacional, bajo los auspicios de las Naciones Unidas, a los refu­
giados comprendidos en la esfera de competencia de su Oficina. La 
cooperación entre los Estados partes y el ACNUR incluye también la 
determinación de la condición de refugiado, de acuerdo con las 
disposiciones legales o reglamentarias que puedan haber adoptado 
los Estados. 

Cabe recordar que poco tiempo después de la Segunda Gue­
rra Mundial, y como el problema de los refugiados no había sido 
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resuelto, se dejó sentir la necesidad de un nuevo instrumento inter­
nacional que definiera la condición jurídica de los refugiátlos. En 
lugar de acuerdos ad hoc. adoptados con respecto a determinadas 
situaciones de refugiados, se requería un instrumento que incluyese 
una definición general de quienes debían ser considerados como 
tales. La Convención sobre el.&tatuto de los Refugiados fue adop­
tada por una Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones 
Unidas y entró en vigor el 21 de abril de 1954. 

Con arreglo a la definición general enunciada en la Conven­
ción de 1951, se considera "refugiado" a toda persona "que como 
resultado de acontecimientos ocurridos antes del 10 de enero de 
1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de 
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social 
u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad 
y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la 
protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándo­
se, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde 
antes tuviera su residencia habitual, no pueda 0, a causa de dichos 
temores, no quiera regresar a él". La fecha límite de 1951 :obedecía 
al deseo de los .&tados, en el momento de adoptarse la Convención, 
de restringir sus obligaciones á las situaciones de refugiados existen­
tes en ese entonces o a las que pudieran surgir ulteriormente como 
producto de acontecimientos ya ocurridos. 

Al correr del tiempo y con el surgimiento de nuevas situacio­
nes de refugiados,·se hizo sentir la necesidad de que las disposiciones 
de la Convención de 1951 pasaran a ser aplicables a esos nuevos 
refugiados. Por consiguiente, fue elaborado un ProtocoÍo sobre el 
Estatuto de los Refugiados. El Protocolo, después de ser examinado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas, quedó abierto a la 
adhesión el 31 de enero de 1967 y entró en vigor el 4- de octubre de 
1967. Al adherirse al Protocolo, los .&tados se obligan a aplicar las 
disposiciones sustantivas de la Convención de 1951 a los refugiados 
comprendidos en la definición que figura en ésta, pero sin la fecha 
límite de 1951. Aunque vinculado de tal forma a la Convención, el 
Protocolo es un instrumento independiente, y la adheSión al mismo 
no está limitada a los .&tados Partes en la Convención. 

La Convención de 1951 admite asimismo la posibilidad de 
introducir una limitación geográfica. Al elaborarse la Convención de 
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1951, varios &tados no estaban dispuestos contraer obligaciones de 
un alcance imprevisible, lo que llevó a la inclusión de la fecha límite 
de 1951, a la cual ya se ha hecho referencia. Para atender el deseo 
manifestado por algunos &tados, la Convención de 1951 también 
dió a los &tados contratantes la posibilidad de limitar sus obligacio­
nes a las personas que hubieran llegado a ser refugiados como 
resultado de acontecimientos ocurridos en Europa. En consecuen­
cia, la sección B del artículo 1 de la Convención de 1951 dispone: 

HA los fines de la presente Convención, las palabras 'aconteci­
mientos ocurridos antes del 1° de enero de 1951' que figuran en la 
sección A del artículo 1 o podrán entenderse como: 

a) 'acontecimientos ocurridos antes del 10 de enero de 1951 
en Europa', o como 

b) 'acontecimientos ocurridos antes del 1° de enero de 1951, 
en Europa o en otro lugar'; y cada &tado contratante 
formulará en el momento de la firma, de la ratificación o 
de la adhesión, una declaración en que precise el alcance 
que desea dar a esa expresión, con respecto a las obligacio­
nes asumidas por él en virtud de la presente Convención". 

En todo caso, según prevé la misma disposición, todo Estado 
contratante que haya adoptado la fórmula a) podrá, en cualquier 
momento, extender sus obligaciones mediante la adopción de la 
fórmula b), por notificación dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas. En la actualidad, de los &tados Partes en la 
Convención de 1951, solamente nueve de ellos continúan suscri­
biendo la variante a), es decir, "acontecimientos ocurridos en Euro­
pa!'. 

J unto a la tendencia dirigida a eliminar las restricciones de 
carácter temporal y geográfico establecidas en la Convención de 
1951, puede observarse en el plano regional la tendencia paralela a 
ampliar el concepto de "refugiado". Tal es el caso de la "Convención 
que rige los aspectos inherentes a los problemas de los refugiados de 
Africa", adoptada ellO de septiembre de 1969 por la Asamblea de 
Jefes de Estado y de Gobierno de la Organización de la Unidad 
Africana (OUA). &ta convención contiene una definición del térmi­
no "refugiado" que comprende dos partes, la primera de las cuales es 
idéntica a la definición del Protocolo de 1967, es decir, corresponde 
a la definición de la Convención de 1951 sin la fecha límite ni la 
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limitación geográfica; y en su segunda parte dispone que el término .. 
"refugiado n se aplica también a .... 

"toda persona que, a causa de una agresión, una ocupa- . -': 
ción o una dominación extranjera, o acontecimientos que " .... !, . 

perturben gravemente el orden público en una parte o en 
la totalidad de su país de origen, o del país de su nacionali­
dad, está obligada a abandonar su residencia habitual para 
buscar refugio en otro lugar fuera de su país de origen o del 
país de su nacionalidad". 
Teniendo en cuenta, precisamente, esta Convención de la 

OUA, así como la doctrina utilizada en los informes emitidos por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha comenzado a 
imponerse lentamente en América Latina una definición ampliada 
de "refugiado", acordadaeri el Coloquio sobre la Protección Interna­
cional de los 'Refugiados en América Central, México y Panámá, 
celebrado en Cartagena del 19 al 22 de noviembre de 1984, bajo los 
auspicios del Gobierno de Colombia y con el copatroCinio, entre 
otras instituciones, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados. El Coloquio adoptó, al término de sus trabajos, 
una declaración, conocida como "Declaración de Cartagena sobre 
los Refugiados", en una de cuyas conclusiones se expresa que 

"la definición o concepto de refugiado recomendable pa­
ra su utilización en la región es aquella que además de 
contener los elementos de la Convención de 1951 y el 
Protocolo de 1967, considere también como refugiados a 
las personaS 'que han huído de sus países porque su vida, 
seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia 
generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, 
la violaCión masiva de los derechos humanos u otras cir­
cunstancias que hayan perturbado gravemente el orden 
público". 

Según ya hemos visto, esta definición ampliada del concepto 
de "refugiado" ha sido recogida por las legislaciones de Bolivia y 
Ecuador, aún cuando la DeclaraCión de Cartagena no tiene el carác~ 
ter de convención internacional. 

Las disposiciones principales de la Convención de 1951 y el 
Protocolo de 1967 comprenden ~res tipos de disposiciones: 
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a) Disposiciones que contienen la definición básica de quien es (y 
de quien no puede ser) refugiado y de quien, habiendo sido refugia­
do, ha dejado de serlo, definición respecto de la cual debe tenerse en 
consideración, en el ámbito regional latinoamericano, el concepto 
ampliado de la mencionada Declaración de Cartagena. 
b) Disposiciones que definen el estatuto jurídico de los refugia-
dos y sus derechos y obligaciones en su país de acogida. 
c) Otras disposiciones que se refieren a la aplicación de los instru­
mentos desde los puntos de vista administrativo y diplomático. Al 
respecto, el artículo 35 de la Convención de 1951 y el artículo II del 
Protocolo de 1967 enuncian la obligación de los Estados contratan­
tes de cooperar con el ACNUR en el ejercicio de sus funciones y. en 
especial, de ayudarle en su tarea de vigilar la aplicación de las 
disposiciones de esos instrumentos. 

En lo que se refiere particularmente a la determinación de la 
condición de refugiado, una persona es tal, de acuerdo con la Con­
vención de 1951, tan pronto reúne los requisitos enunciados en la 
definición, lo que necesariamente ocurre antes de que se determine 
formalmente su condición de refugiado. Así pues, el reconocimiento 
de la condición de refugiado de una persona no tiene carácter 
constitutivo, sino declarativo. Esta no adquiere la condición de refu­
giado en virtud del reconocimiento, sino que se le reconoce tal 
condición por el hecho de ser refugiado. 

La determinación de la condición de refugiado es un proceso 
que se desarrolla en dos etapas: en primer lugar, es necesario com­
probar los hechos que configuran cada caso en particular; en segun­
do lugar, es preciso aplicar las definiciones de la Convención de 1951 
y del Protocolo de 1967 a los hechos así establecidos. 

Las disposiciones de la Convención de 1951 por las que se 
define quién es refugiado se dividen, a su vez, en tres partes, a las que 
se ha llamado cláusulas de "inclusión", "cesación" y "exclusión", res­
pectivamente. 

Las cláusulas de inclusión establecen los criterios a los que 
debe responder una persona para ser considerada refugiado; consti­
tuyen la base positiva sobre la que se apoya la determinación de 1a 
condición de refugiado. Las llamadas cláusulas de cesación y de 
exclusión tienen un significado negativo; las primeras indican las 
condiciones en que un refugiado deja de tener tal condición y las 
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segúndas enumeran las circunstancias en las que una persona queda 
excluída de la aplicación de la Convención de 1951, aún cuando 
responda a los criterios positivos de las cláusulas de inclusión. 

En la determinación de la condición de refugiado, así como en 
el correspondiente estatuto jurídico, deberán considerarse, al me~ 
nos, los siguientes principios: 
a) Principio de no~devolución (non-refoulement). Por tratarse de 
un principio de jos cogens, ningún Estado contratante puede, por 
expulsión o devolución, poner en modo alguno a un refugiado en las 
fronteras de territorios donde su vida o libertad peligre por causa de 
su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo 
social o de sus opiniones políticas (Art.33, N°} de la Convención de 
1951). 

Estrechamente unido al principio de non-refoulement,se en­
cuentra el principio de "prohibición del rechazo en las fronteras", 
con respecto a las personas que buscan asilo. Tal principio ha sido 
expresamente consagrado en el art. 3 de la Declaración de la Asam­
blea General de las Naciones Unidas de 1967 sobre Asilo Territorial 
y reafirmado en el Coloquio de México sobre "El Asilo y la Protec­
ción Internacional de Refugiados en América Latina", celebrado en 
Ciudad de México del 11 al 15 de mayo de 1981. 
b) Principio de no discriminación. Tratándose de un principio 
g~neral de derecho, los Estados contratantes deben aplicar las dispo­
siciones sobre reconocimiento de la condición de refugiado y aque­
Has relativas al estatuto jurídico correspondiente a esta condición, 
sin discriminación por motivos de raza, religión o país de origen 
(Art.3 de la Convención). 
c) El principio de la. unidad de la famüia. El Acta Final de la 
Conferencia que aprobó la Convención de 1951 recomendó a los 
gobiernos adoptar "las medidas necesarias para la protección a la 
familia del refugiado y especialmente para: 

1) Asegurar que se mantenga la unidad de la familia del re­
fugiado, sobre todo en los casos en que el jefe de familia reúna las 
condiciones necesarias para ser admitido en un país; 

2) Asegurar la protección a los refugiados menores de edad 
y sobre todo a los niños aislados y a las jóvenes, espeCialmente en 
cuanto a la tutela y la adaptación". 
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Aúncuapdo la Convención de 1951 no recoge el principio de 
la unidad de la familia en la definición de refugiado, la mayoría de los 
Estados, sean o no partes en dicha convención o en el Protocolo de 
1967, observan la mencionada recomendación incluída en el Acta 
Final de la Conferencia. Por lo demás, ello está en armonía con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, la cual afirma que "la 
familia es el elemento natural y fundamental de la sOCiedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado", como asimismo 
con la mayor parte de los instrumentosinte~acionales que se ocu­
pan de los derechos humanos, los que contienen disposiciones simi­
lares para la protección de la unidad de,la familia. 
d) El principio del beneficio de la duda. En materia de procedi­
mientos para determinar la condición de refugiado, se considera que 
el beneficio de la duda debe aplicarse en favor del solicitante. Puede 
suceder que luego de haber hecho el peticionario un· auténtico 
esfuerzo por acreditar la veracidad de su declaración, todavía falte 
comprobar algunas de sus afirmaciones. Como resulta casi imposible 
que un refugiado "pruebe" en todos sus puntos los hechos expuestos, 
suele ser necesario conceder a éste el beneficio de la duda. En todo 
caso, se estima que este beneficio no debe concederse sino cuando 
se han obtenido y comprobado todos los elementos de prueba acce­
sibles y el examinador esté convencido de la credibilidad general del 
solicitante. Por último, las declaraciones del solicitante deben ser 
coherentes y verosímiles, y no estar en contradicción con los hechos 
conocidos.8 

e) Principio de la repatriación voluntaria. El Comité Ejecutivo del 
Programa del ACNUR ha establecido claramente este principio, 
particularmente en sus Conclusiones N°18 (XXXI) de 1980 y N°40 
(XXXVI) dei 1985, en el sentido que la repatriación voluntaria cons­
tituye la solución más adecuada al problema de los refugiados y que 
ella debe proceder únicamente en virtud del deseo libremente ex­
presado por parte de los refugiados. 

8Véase: "Manual de Procedimientos y Criterios para detenninar la condición de Refugia· 
do". Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Ginebra, 
enero de 1988, págs. 54·SS. 
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IV. Situación actual del Derecho de los Refugiados 
en nuestro país 

El actual inciso 20 del artículo 50 de la Constitución Política estable­
ce el deber de los órganos del Estado de respetar y promover los 
derechos' ésenciales del ser humano, garantizados en ella y en los 
tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentran 
vigentes. Por su parte, el artículo 19 de la Constitución Política 
garantiza a todas las personas, entre otros, el derecho a la vida y a la 
integridad física y psíquica, la igualdad ante la ley, la libertad de 
conciencia y la manifestación de todas las creencias, el derecho a la 
libertad y a la seguridad individual, la libertad de emitir opinión, así 
como el pluralismo político. 

Tales derechos fundamentales, tratándose de extranjeros que 
tienen el fundado temor de persecución o huyen de una persecución 
actual y presente, encuentran un importante medio de protección en 
las instituciones del reconocimiento de la condición de refugiado y 
del asilo. ";" . 

En materia de reconocimiento de la Condición de refugiado, 
nuestro país es parte desde 1972 en la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados de 1951 y en su Protocolo adicional de 1967, 
instrumentos en los cuales. se ha definido como refugiado a toda 
persona que "debido a fundados temores de ser perseguida por 
motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado 
grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su 
nacionalidad y no pueda o,a causa de dichos temores, no quiera 
acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionali­
dad y hallándose ... fuera del país donde antes tenía su residencia 
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar 
a élff

• 

En lo que se refiere al asilo, Chile es parte en tres tratados 
internacionales que regulan esta institución o se refieren a ella. En 
primer lugar, la Convención de Derecho Internacional Privado "Có-

9 La Comisión sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 se promulgó mediante Decreto 
N!I287 de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de fceha 19 de julio de 1m. 
Por su parte, el Protocolo de 1967 fue promulgado por Decreto NIl293 de Relaciones Extena. 
res, publicado en el Diario Oficial de fceha 20 de julio de 1m. 
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digo de Bustamante" de 1933,10 cuyo artículo 355 dispone que "están 
excluídos de la extradición los delitos políticos y conexos, según 
calificación del Estado requerido". En segundo lugar, la Convención 
sobre Asilo Político de 1933, adoptada en la Séptima Conferencia 
Internacional Americana,11 en la cual se reconoce el derecho de 
asilo por delitos políticos. En tercer lugar, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o "Pacto de San José de Costa Rica" de 
1969,12 en el cual se garantizan diversos derechos fundamentales, 
reconociéndose igualmente, en su artículo 22, el derecho de toda 
persona a "buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políti­
cos y de acuerdo con la legislación de cada Estado o los convenios 
internacionales". 

Por lo demás, la institución del asilo se encuentra también 
consagrada en el artículo XXVII de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la Novena Conferen­
cia Internacional Americana, celebrada en Bogotá el año 1948, así 
como en el artículo 14 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948 y en el artículo 1 N°l de la Declaración sobre 
Asilo Territorial de 1967, ambas adoptadas por la Asamblea General 
.de las Naciones Unidas. 

Aun cuando las normas sustantivas contenidas en los mencio­
nados tratados internacionales deben considerarse de aplicación 
directa, por mandato expreso del artículo 5°,inciso 2° j d~ la Consti­
tución, resulta indispensable una legislación que permita hacer ple-

. namente efectivo el respeto a los derechos esenciales consagrados 
en tales tratados, entre los que deben contarse el derecho de todo 
extranjero perseguido a recibir protección. 

Las actuales disposiciones del decreto ley N°1.094, de 1975, y 
del decreto supremo N°597, de 1987, que aprueba el Reglamento de 
Extranjería, son manifiestamente insuficientes, particularmente en 
materia de procedimientos adecuados para determinar la condición 

Código de B\lstamante fue promulgado mediante Decreto N2374 de Relaciones 
Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 25 de abril de 1934. 

11 La Convención sobre Asilo Político de 1933 f\le promulgada mediante Decreto N~92 de 
Relaciones Exteriores, p\lblicado en el Diario Oficial de fecha 17 de mayo de 1935. 

12EI "Pacto de San José de Costa Rica" fue prom\llgado por medio del decreto N2873 de 
Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de fecha S de enero de 1991. 
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de refugiado y el otorgamiento de asilo. Es verdad que .tanto .el , 
decreto ley como el decreto supremo contienen un~ sección destina­
da a los asilados políticos y a los refugiados. En efecto" el Título I, 
Párrafo 4, del D.L. 1.094 contiene un acápite (N°V) titulado "De lo~ , 
Asilados Políticos y Refugiados", en tanto el Título 11, Párrafo 5° del 
D.S. N°597 se titula "De los Asilados Políticos o Refugiados". Sin 
embargo, en' ellos se regula básicamente la institución del asilo 
(diplomáticO y territorial) y solamente es posible encontrar una 
referencia clara a los refugiados cuando se señala que, para los 
efectos de la correspondiente visación, "se entenderá que tienen est~ 
condición las personas que se encuentren en algunas de las situacjo::. 
nes previstas en las Convenciones Internacionales suscritas por el 
Gobierno de Chile". 

A fin de dar cumplimiento a las obligaciones internacionales 
que nuestro país ha contraído en este ámbito y de hacer efectivo el 
mandato contenido en el mencionado artículo 5, inciso 2, de ]a 
Constitución, se impone la elaboración de una ley que regule -con­
siderando tanto los aspectos comunes como los propios de cada 
institución- el reconocimiento de la condición de refugiado y el 
otorgamiento'de asilo. 

Nuestro país ha sido tradicionalmente tierra de refugio para 
numerosos perseguidos por razones políticas, quienes han podido 
ser aCogidos en Chile dentro de los marcos del asilo diplomático y 
territorial. Sin embargo, las nuevas realidades que han surgido en 
nuestro continente durante los últimos años, originando corrientes 
masivas de refugiados, exigen respuestas adecuadas a dicho fenóme­
no, que la limitada institución del asilo, tal como ha operado hasta 
ahora, no logra resolver. 

Igualmente, y por razones éticas, debe reconocerse que miles 
de chilenos, luego de los acontecimientos del 11 de septiembre de 
1973, recibieron asilo o refugio tanto en países de América Latina 
como de otros continentes, correspondiendo ahora a nuestro país 
crear las condiciones para corresponder, cuando fuere del caso, 
dicha generosidad. 

En este contexto, y con el objeto de cumplir las obligaciones 
internacionales asumidas por Chile, se hace necesaria la creación de 
procedimientos objetivos que permitan determinar cuándo un ex-

I 168 I 



HERNAN QUEZADA CABRERA 

tranjero debe recibir protección, debido a una persecución eventual 
o actual fundada en la discriminación o en motivos políticos. 

Una ley en esta materia debiera contener una clara definición 
de refugiado, en conformidad con la Convención de 1951 y su Pro­
tocolo de 1%7, que evite cualquier confusión con la institución del 
asilo y que incorpore, en lo posible, los elementos de la denominada 
"Declaración de Cartagena". Junto a eIJo sería necesario crear órga­
nos y establecer procedimientos objetivos que hagan posible la in­
corporación efectiva a nuestro ordenamiento interno y la plena 
vigencia en Chile de los instrumentos internacionales sobre refugia­
dos. 
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Legislación Migratoria. Desafíos y necesidades 

Héctor Contreras Pérez* 

Los observadores, estudiosos, analistas y comentaristas internacio­
nales han llamado, con fundadas razones a esta segunda mitad del 
siglo xx, que estamos finalizando, "la época de los refugiados o de 
las personas desplazadas". 

Numerosos factores, desgraciadamente cada vez más crecien­
tes, provocan el dramático cuadro que nos presenta la tragedia de 
millones de individuos y familias que se ven obligados a dejar sus 
pueblos, donde han llevado siglos arraigados. 

En el mundo de los refugiados, los representantes de ACNUR 
a quienes recibimos en nuestra institución como anfitriones, han 
tenido la buena voluntad de organizar estas reuniones para damos a 
conocer su noble actividad y la terrible realidad mundial de este 
problema que hiere la conciencia humana. 

A ellos agradecemos estas oportunidades que, sin duda nos 
permitirá ensanchar nuestro horizonte en el conocimiento de mate­
rias que ignoramos; les aseguramos que comprendemos la grandeza 
de su humanitaria y social labor, en beneficio de estas masas desafor­
tunadas que, con su generosa ayuda buscan encontrar un nuevo 
destino. 

La labor del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados, se relaciona con estos grupos o categorías de refu­
giados y en su mandato estatutario tiene, entre otras finalidades, la 

• Abogado. Profesor del Instituto Superior de Investigaciones de Chile. 
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de asegurar la protección de estas personas y la de "promover la 
admisión de refugiados, sin excluir a los de categorías más desampa­
radas, en los territorios de los Estados". 

Por consiguiente, desde el punto de vista de nuestra legisla­
ción, nos interesa examinar las normas atingentes para señalar de 
qué forma se contempla y se afronta el problema de los refugiados 
en el marco de los textos jurídicos nacionales, para poder coadyuvar 
al cumplimiento de este compromiso. 

Tal vez sea necesario dejar establecido, para la mejor com­
prensión del problema, que la Policía de Investigaciones de Chile 
actúa como organismo de control del ingreso, egreso y reingreso de 
personas al territorio nacional, como la principal autoridad migrato­
ria, pero no tiene facultades decisorias y resolutivas para otorgar 
permisos de radicación en el país a los extranjeros, cuando ella es por 
plazos superiores a noventa días, en la calidad de Residentes, como 
las denomina la legislación. 

No obstante, como soberana autoridad contralora del ingreso, 
actúa en el ámbito de una especializada legislación, cumpliendo los 
mandatos de la política migratoria que el Gobierno señala. En este 
importante plano, aplicando esa legislación, sus oficiales permiten o 
impiden el ingreso al país y pueden decidir, con criterios preestable­
cidos, cuándo un extranjero puede ingresar en busca de amparo, por 
ser perseguido político o encontrarse en la condición de refugiado. 

En seguida, es preciso dejar constancia que, dentro del campo 
legislativo interno de las migratociones, en nuestro país existen dos 
textos básicos, cada uno de los cuales está profusamente reglamen­
tado: el Decreto Ley N°1094, del año 1975, conocido como Ley de 
Extranjería y el Decreto con Fuerza de Ley N°69, del año 1953 
llamado Ley de Inmigración. Para analizar el problema los refugia­
dos, en los términos del estatuto internacional, nos sirve sólo el 
análisis de la primera de estas leyes. 

El D.L. N°I094 contempló, por primera vez, dentro de nues­
tro ordenamiento jurídico, la concepción de "Refugiado", cuando 
formula una regulación de la visación del "Residente con Asilo 
Político". 

El concepto no se encontraba incluido en la legislación del 
año 1959, la Ley 13.353 y su reglamento. 

&te decreto ley hace una regulación más o menos completa 
del otorgamiento de visación de Residente con Asilo Político -así 
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solamente la denomiJ1~ba la.legisl~~ión de 1959- en los artículos 34 
al 38, pero el apartado V del' párrafo 4°, donde eSta normativa se 
contiene, cambió de denominación y se llama:. "De los Asilados 
Políticos y Refugiados", con lo cual ya se quiso dar a entender que 
son dos cosas distintas, eÍ Asilado Político y el "Refugiado". 

Nuestra práctica, nu~tra larga experiencia hasta ahora, nos 
ha relacionado, dentro de estas disposiciones, con los asilados políti­
cos. Así pues, los Oficiales contralores saben cómo deben actuar 
frente al eventual ingreso de personas que vienen huyendo de otro 
país por rarones estrictamente políticas y saben qué procedimientos 
deben adoptar, sobre todo cuando estos ingresos son irregulares, en 
el sentido que se hacen por lugares no habilitados, o sin que tengan 
documentación o ésta no sea idónea. 

La Ley hace mención expresa a los refugiados, en los artículos 
39 y 40, en el primero, cuando señala: 

"Para los efectos del otorgamiento de esta visación a los 
refugiados, se entenderá que tiene esta condición las per­
sonas que se encuentren en algunas de las situaciones pre­
vistas en las Conyenciones Internacionales suscritas por el 
Gobierno de Chile". 

La tercera y .. úhima referencia está en el artículo 40, en los 
siguientes términos: 

"Los titulares de visación de residente con asilo político o 
refugiado, podrán realizar actividades remuneradas u otras 
compatibles con su condición y ser sometidos al control que 
determine el Ministerio del Interior, el cual podrá fijar los 
lugares en los que no les será permitido domiciliarse o 
residir". 

Por su parte, en el decreto supremo 597, de Interior, del año 
1984, que contiene el actual texto reglamentario del D.L. 1094, al 
referirse a los Asilados Políticos o Refugiados, en el articulado del 
Párrafo 5° del Título n, hace una ·extensa y minuciosa reglamenta'­
ción de este tipo de residentes, en 14 artículos encontramos cuatro 
menciones expresas al término "Refugiados", la que se hace en el 
epígrafe del párrafo y las contenidas en los artículos 62 y 66. 

En el primero de estos artículos cuando se dice: 
"Los titulares de visación de residentes con Asilo Político 

o Refugiado podrán realizar cualquier tipo de actividades 
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remuneradas u otras compatibles con su condición. El Mi­
nisterio del Interior podrá autorizarlos para trabajar mien­
tras se resuelve el otorgamiento de la visación; esta 
autorización no estará afecta al pago de derechos. 

Los asilados políticos o refugiados no podrán realizar 
actividades que, en forma directa o indirecta, puedan signi­
ficar una acción contraria al Gobierno de su país. La con­
travención a este precepto será causal suficiente para 
revocar la visa y disponer la expulsión". 
Finalmente, en el artículo 66 encontramos una cuarta y última 

referencia, en los mismos términos que ya lo había hecho la norma 
legal: 

"Para los efectos del otorgamiento de esta visación a los 
refugiados se entenderá que tiene esta condición las perso­
nas que se encuentran en algunas de la situaciones previs­
tas en la Convenciones Internacionales suscritas por el 
Gobierno de Chile". 
Esta regulación era exactamente similar en el primitivo Regla­

mento de la Ley del año 1975, que se contenía en el Decreto 
Supremo 1306, de Interior, de 27 de octubre de ese año, el cual ha 
sido íntegramente sustituido por el del año 1984. 

En el terreno práctico, esta regulación tan detallada ha opera­
do con relación de los asilados políticos propiamente tales, en los 
que nuestro país tiene una amplia y larga trayectoria histórica, pues­
to que siempre ha reconocido y practicado los denominados asilo 
político diplomático y territorial. 

Nuestra tradición humanitaria ha llevado a nuestro país a 
reconocer esta institución aún en los períodos más álgidos acorde 
con lo que ha sido también la rica tradición latinoamericana, donde 
ella ha sido consagrada en varias convenciones y tratados. 

En estas materias, referentes al tratamiento de la condición de 
los asilados, que en cierto modo pudieron servir para consideración 
de los refugiados, podemos citar, entre otros textos internacionales: 
el Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo, de 1889; 
el Código de Derecho Internacional Privado o de Sánchez Busta­
mente; la Convención sobre condición de los Extranjeros, ambos 
suscritos en La Habana en 1928, de Montevideo de 1933 y las más 
modernas convenciones obre asilo territorial y sobre asilo diplomá-
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tico de Caracas de 1954, que contiene los últimos principios, deriva­
dos de situaciones graves y conflictivas de asilo político que se habían 
producido anteriormente. 

De estos textos fluye la experiencia en el tratamiento interno 
en la condición de los asilados, que se ha reflejado en las normas 
citadas. 

Nuestro país suscribió la Convención sobre Estatuto de los 
Refugiados, de 28 de julio de 1951 y su Protocoló de 1967, los que 
sólo aprobó internamente como leyes de la República, "en julio de 
1972; de manera que ya en 1975, cuando se concibió, estudió y 
propuso el texto del actual D.L. 1094 que contiene la ley de Extran­
jería, se creyó oportuno insertar en ella, disposiciones que se refirie­
ran a este nuevo término de los refugiados, que obviamente es más 
amplio y complejo que el de asilado político. 

Nuestra experiencia con la recepción de refugiados en los 
términos que fijan su condición y determinación la Convención de 
1951, el Protocolo de 1967, las disposiciones que tiene el ACNUR y 
la aplicación de muchísimas recomendaciones y acuerdos de las 
Naciones Unidas, organismo del cual depende, es sin embargo, muy 
escasa, por no decir nula. Tenemos claro, no obstante, que el proce­
dimiento que debe adoptarse frente al ingreso de personas que 
manifiesten esta condición, sin duda alguna debe ser el mismo que se 
adopta con relación a los asilados políticos. 

Pareciera, en consecuencia, que sólo falta la experiencia por 
los casos prácticos. Ló que ha ocurrido es que no hemos registrado 
ingresos irregulares en que se hubiera manifestado por los extranje­
ro~ esa condición y en ello naturalmente influye nuestra posición 
geográfica. 

Muchas veces se ha visto que en casos de asiló diplomático se 
presentan situaciones que pudieran parecerse a casos de refugiados, 
que en definitiva son resueltos por los Ministerios de Relaciones 
Exteriores e Interior, en convenciones expresas. en que se han apli­
cado principios generales, la costumbre o principios consuetudina­
rios en la materia, considerándolos como causa de Asilo Político. 

Lo anterior, no obstante que la Corte Internacional de Justi­
cia, resolviendo el caso de Víctor Raúl Haya de la Torre, en 1950, en 
una larga controversia entre Perú y Colombia no reconoció estos 
últimos principios. 
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La sana práctica y solución de casos concretos sin embargo, 
requiere esa aplicación, sobre todo considerando que nuestro país 
no ha suscrito las modernas Convenciones de Asilo Político de 
Caracas y solamente ha ratificado la Convención de Montevideo de 
1933. 

Cabe insistir en todo caso, que el derecho del &tado a la 
concesión del asilo diplomático está sujeto a normas determinadas, 
una de las cuales es precisamente su procedencia por causas políti­
cas, esto es, se aplica a los llamados delincuentes políticos, dentro de 
cuya gama puede incluirse a los perseguidos por razones políticas. 

La determinación de ]a condición de refugiados es mucho más 
extensa, dentro de los textos que la comprenden y de la práctica que 
se analizará, indispensables para seguir sus criterios aplicando las 
convenciones vigentes. 

Los acontecimientos posteriores al 11 de septiembre de 1973 
trajeron como consecuencia que, por primera vez en su historia, 
Chile presentara casos de asilados políticos, pues miles de chilenos y 
extranjeros salieron del país por la vía del asilo político. Las drásticas 
medidas que el pasado gobierno adoptó, entre las cuales, por prime­
ra vez dentro de nuestro ordenamiento jurídico se dictaron disposi­
ciones que permitieron ]a expulsión de chilenos y se adoptaron miles 
de medidas de impedimentos y prohibiciones de ingreso, que afecta­
ron a chilenos, a muchos de los cuales se les privó de nacionalidad, 
pues hasta el texto constitucional fue modificado para tales efectos. 

En el pasado, cuando ocurrió el conflicto de la guerra civil 
española, nuestro país, actuaba en un sentido contrario, salvando de 
la persecución por la vía del amparo diplomático a miles de ciudada­
nos españoles. En consecuencia, se han vivido histórica-mente los 
dos extremos del mismo camino. 

En todo caso, parece extraño y hasta sarcástico, que en la 
época en que lamentablemente los acontecimientos vividos en las 
décadas de los 70 y 80 dieran origen al refugiado chileno, en un texto 
legal que comenzó a estudiarse en 1974, se incorporara por primera 
vez la noción de los refugiados. Debe aclararse, no obstante, que ello 
no fue por una imposición de la autoridad política o por alguna 
instrucción gubernamental. 

La comisión que estudió el texto del proyecto del Decreto Ley 
1094, lo hizo por espontánea decisión, a proposición del delegado 
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del Ministerio de Relaciones Exteriores, motivada por lá suscripción 
que nuestro país había hecho de los textos internacionales'de 1951 y 
1967 Y porque el problema de los refugiados ha sido siempre perma­
nente. 

En consecuencia, el concepto de refugiado se encuentra in­
corporado en nuestra legislación. Nuestro país reconoce la condi­
ción de refugiado y admite como tales a quienes se encuentran 
dentro de los requisitos y condiciones prescritos en los Convenios 
Internacionales suscritos. La condición, cuando el ingreso de las 
personas se hace diréciainente, sin haber obtenido amparo diplomá­
tico previo, se puede solicitar al Ministerio del Interior, el que 
decidirá soberánamente sobre el otorgamiento de la visación res­
pectiva. ,~: 

Para estos efectos, muchas veces será de extraordinaria utili­
dad la colaboraci6n directa que pueda brindar ACNUR. 

En cilanto a la situación interna del refugiado, cuando ya está 
en posesión de la visación, reglada eri las disposiciones que se han 
señalado, la doctrina nacional, no es otra que la que se deriva de la 
aplicación de las llamadas garantías constitucionales, que se aplican 
por igual ~)lacionales y extranjeros. En lo pertinente a derechos, 
obligacionéS, prohibiciones y deberes, la condición de estos extran­
jeros es siIlular a la de los residentes con asilo político, es decir, que ., 
a su respecto se cumplen todas las garantías que han sido recomen­
dadas por las Naciones Unidas. 

Los refugiados, como lo ha declarado nueslro Ministerio de 
Relaciones Exteriores, de cualquiera procedencia gozan, sin discri­
minación, ~el tratamiento general que nuestra legislación otorga a 
todo extranjero, asimilándolo prácticamente al nacional, en el dis­
frute de las garantías constitucionales y en todos los derechos civiles. 

Permítaseme agregar algunas consideraciones finales: 
De los dos contactos que hasta ahora nuestra Institución ha 

tenido con, los representantes de ACNUR en nuestro país, en sendos 
seminarios talleres, uno con personal de la Jefatura Nacional de 
Extranjería y Policía Internacional, y el otro con alumnos oficiales 
del Curso de Comisario del Instituto Superior, podemos decir que ya 
hemos logrado respuestas a muchas interrogantes que el encuentro 
con personas que puedan arribar a nuestro país en busca de refugio, 
se nos planteaban. 
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Así, hemos conocido los principales beneficios que la Conven­
ción de 1951 y su protocolo de 1967, otorgan a los refugiados, nos 
hemos interiorizado de las pautas y procedimientos generales que se 
deben utilizar para conferir este status, para determinar la condición 
de refugiado; en resumen se nos ha dado a conocer, y hemos tenido 
oportunidades prácticas de aplicar frente a hipotéticos casos con­
cretos, las claúsulas de inclusión para que una persona sea reconoci­
da como refugiada, las de exclusión y las de cesación, los principales 
principios que conforman estos textos. Creemos que hemos logrado 
captar, en términos generales, el mecanismo empleado por ACNUR 
en la materia, de todo lo cual extraeremos experiencia para divulgar, 
en nuestro quehacer, en la cátedra, todas las enseñanzas obtenidas. 

De este modo, áún con la legislación vigente, que como ha 
podido observarse, no es muy abundante en normas, como los varia­
dos aspectos del tratamiento del refugiado lo requiere, dentro de los 
textos universales, estaremos cada vez en mejores condiciones para 
dar aplicación satisfactoria a cualquier requerimiento que en la 
práctica se nos presente en el futuro, a fin de informar adecuada­
mente a la autoridad política administrativa que debe adoptar la 
resolución definitiva. Mientras ella se adopta, sabemos perfecta­
mente a que procedimientos atenernos, para respetar siempre los 
derechos de quien reclama esta condición. 

A los representantes de ACNUR, agradecemos sinceramente 
su presencia y la organización de este seminario; habéis contribuido 
para que se le tienda una mano amiga y generosa al refugiado, que 
tanto necesita de este calor humano al llegar en busca de refugie. 
Esperamos que en el futuro estos contactos se mantengan de este 
modo tan fluido, y recordar que nuestros Oficiales Policiales, ac­
tuando como el principal órgano del control migratorio, son el pri­
mer contacto humano de un servidor del estado con todo extranjero 
que llega a nuestro país. 
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La institución del refugio. 
Fundamentos constitucionales chilenos 

Andrés Domínguez Vzal* 

La experiencia reciente y sus exigencias 

El refugio, como institución jurídica del orden público internacional, 
ha sido tan practiéada por los chilenos en los años recientes, como 
desconocida por casi todos, en su especificidad y alcance. 

Un signo de estp último es la escasa motivación para otorgar 
prioridad a esta materia en los programas de ajuste y articulación de 
las instituciones y normas internas con las internacionales, a que 
obliga el artículo 50 de la Constitución Política y la experiencia 
aprendida en este tiempo. 

Sin embargo, cada día que pasa se hace más urgente avanzar 
en la realización de aquella afirmación de los organismos encargados 
de la promoción y defensa de los derechos humanos en Chile, que 
sostiene que "la solidaridad internacional recibida, no se agradece, se 
retribuye". 

Para que eso sea efectivo, se requiere que el Estado Democrá­
tico de Derecho que se intenta construir en el país, reúna creciente­
mente los atributos que la Cárta de las Naciones Unidas, en su 
artículo Cuarto indica, vale decir, que todo Estado se debe encontrar 
capacitado y su gobierno tener la disposición activa de cumplir con 

. ~ 
Asesor de la Dirección Nacional de Investigaciones de Otile. Miembro de la Corporación 

Nacional de Reparación y Reconciliación. 
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las exigencias del orden internacional, en este caso en relación a los 
derechos humanos y el derecho humanitario. . 

El refugio es, justamente, una institución que reúne a ambos 
ordenamientos construidos para proteger y desarrollar la libertad y 
la igualdad en dignidad y derechos que poseen todos los seres huma-
nos. 

Surgido de una antigua práctica histórica de la humanidad, 
forma parte delJus Cogens, del derecho de los Tratados, del derecho 
consuetudinario, y responde a los principios generales del derecho 
reconocidos universalmente. 

Como parte del Jus Cogens, esta institución es imperativa e 
inderogable y se integra al orden público internacional, y la ocasión 
más reciente de su aplicación la ubica no sólo en relaCión a los 
conflictos armados internacionales o no internacionales, sino tam­
bién a causa de disturbios políticos internos o sólo tensiones sociales 
que afligen a un país e incluso en cualquier caso de persecución 
política individual injusta. 

En tanto parte del derecho de los tratados internacionales, el 
refugio está respaldado por una Convención y un Protocolo de 
carácter universal e integral, en los cuales se han obligado la inmensa 
mayoría de los Estados en relación a toda la humanidad, habiéndose 
instituí do un organismo especializado de las Naciones Unidas para 
la promoción de sus contenidos, el Alto Comisionado para los Refu­
giados -ACNUR- que goza de un merecido respeto y reconocimien­
to, del conjunto de los países que integran la ONU. 

Como parte del derecho consuetudinario, el refugio ha sido 
complementado en diversas regiones del mundo como es el caso del 
sistema interamericano, con otras instituciones de gran raigambre 
histórica y jurídica, siendo la principal de ellas el llamado asilo 
diplomático, el cual, pese a las diferencias de identidad jurídica con 
el refugio, asume muchos de sus principios. 

Los principios generales del derecho se aplican también por 
entero a la construcción de las normas que establecen el refugio, y 
en ello esta institución participa de características propias, tanto del 
derecho humanitario como el de los derechos humanos. 

Desde el punto de vista del derecho humanitario, las caracte­
rísticas del reconocimiento de la institución por la Declaración Uni­
versal y luego la Convención específica, define a las personas como 
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beneficiarias dela protec~ión y no como títularde un derecho a ser 
ejercido por la sola voluntad de ellas.. .. 

Es por esto un derecho inalienable que los Estados no pueden 
desconocer, y las personas como sujeto de la voluntad del pueblo" 
tampoco podrán derogar. ,. 

Ante el temor fundado de ser objeto de persecución grave por 
parte de quien solicita el beneficio a un Estado, éste no puede 
sustraerse al imperativo deber de humanidad de dar acceso a la 
protección del estatus de refugiado a la víctima potencial, si se 
cumplen los requisitos de la ley internacional para ello, y pese a que 
no podría imponerse a ese &tado la carga obligatoria de darle 
residencia, la persona goza del amparo en contra de la amenaza que 
le afecta. 

A partir de entonces, se hace posible que el refugiado recupe­
re del todo la capacidad efectiva de ser titular del ejercicio de sus 
derechos humanos al margen de toda forma de discriminaGi6n. 

El país que otorga el refugio representa en ello al cOnjunte de 
la humanidad, y frente a su de~isión el Estado responsable de la 
amenaza se ve imposibilitado de oponerse, y se cumplen entonces, 
plenamente, los propósitos del orden de los derechos humanos, 
igualdad con el conjunto de las personas que integran la sociedad de 
a.cogida. 

Una adecuada l~gislación nacional sobre la institución del 
refugio, resulta por ello, una forma concreta de integrar al Estado 
democrático de derecho que se construye en Chile, en el orden 
público internacional, articulando al país con el sistema de las Nacio­
nes Unidas, en un área fundamental de los propósitos ceIltral~ de 
ésta. 

En la actualidad, la ley y reglamento vigentes no reúnen las 
condiciones exigidas por la institución. del refugio, y se ha hecho 
necesario por ello, iniciar un proceso de elaboración del diseño de 
una ley específica que resuelva tan importante materia, de manera 
completa y coherente: 
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El Mandato Constitucional 

Desde 1972 el Estado de Chile es parte de la Convención del año 
1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y el Protocolo AdicioI)al de 
1967, como asimismo a los Pactos de las Naciones Unidas y del 
Sistema Interamericano, que se refieren a esta materia. 

El vínculo de dichos instrumentos internacionales con el orde­
namiento fundamental del Estado chileno se precisa en el Art. 5° 
inciso segundo de la Constitución Política de la República del modo 
siguiente: 

"El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el 
respeto a los derechos esenciales que emanan de la natura­
leza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar 
y promover tales derechos, garantizados por esta Constitu­
ción, así como por los tratados internacionales ratificados 
por Chile y que se encuentren vigentes". 

De acuerdo con dicho texto los derechos esenciales que ema­
nan de la naturaleza humana están definidos jurídicamente en dos 
fuentes: la Constitución y los Tratados Internacionales ratificados 
por Chile y se encuentran vigentes. 

Frente a estos derechos los órganos del Estado tienen un 
doble deber: respetarlos y promoverlos. 

Sobre la historia del actual texto del citado inciso segundo del 
artículo 5°, el Ministro de Justicia, don Francisco Cumplid01 autor 
directo en el diálogo que dio origen a su formulación - ha sostenido 
que la negociación buscó "incorporar los tratados sobre derechos 
humanos a la normativa constitucional, por que si no, más nos 
hubiera valido revisar la totalidad del Art. 19 Y esperábamos que la 
interpretación diera preferencia a la norma sustantiva que mejor 
asegurara el derecho humano. En las normas organizacionales o de 
procedimiento podría prevalecer la Constitución de 1980". 

El mismo Ministro agrega que la Corte Suprema, de acuerdo 
con su jurisprudencia respecto al recurso de in aplicabilidad por 
inconstitucionalidad de normas anteriores al 11 de marzo de 1981 

1 Ver aL respecto ·Historia de una negociación para la protección y garantía de los Derechos 
Humanos·, Francisco Cumplido, en: Nuevas Dimensiones en la Protección del Individuo, J. 
Irigoin (ed.), Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile 1991, pág. 195. 
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(fecha de entrada en vigencia de la actual CoIlStitución). sOs,tendría 
que las leyes anteriores a esa fecha y que se contradicen con la 
Constitución, se encuentran tácitamente deroga<;las por esta ley. fun-
damental.' , ' " 

'Concluye Francisco' Cumplido, que "es'te' mismo criterio se 
puede trasladar a la interpretación del Art. 5~ y estimar que toda 
legislación interna contraria a ,los tratados, internacionales sobre 
derechos de las personas, estaría derogado por la reforma constitu­
cional al incorporar los tratados ... lo cual abre la posibilidad de que 
este Art. 5°, en relación con la incorporación de los Tratados, pue­
den estos ser de inmediato aplicados por los Tribunales sin necesi­
dad de modificar la legislación interna", a lo cual nosotros agregamos 
que, al igual que para el Poder Judicial, ello es válido también para 
]os otros dos poderes del :&tado. 

Por su parte, el Profesor Rodrigo Díaz Albónico2 haprofun­
dizado en los términos del Art. 5° de la Constitución en el mismo 
sentido que don Francisco Cumplido. 

En primer término recuerda que de acuerdo con esa disposi­
ción, el ejercicio mismo de la soberanía -fuente originaria del poder 
público- ya sea que ésta sea realizada por el pueblo o por las 
autoridades establecidas constitucionalmente, "tiene un límite que 
es el respeto a ]os derechos humanos esenciales que: emanan de ]a 
naturaleza humana", y agrega más adelante que, "el concepto de 
respeto ... significa que la preocupación dominante debe ser la de 
asegurar los derechos garantizados una verdadera efectividad, pues 
el fin C'.onsiste en proteger esos derechos, no teóricos o ilusorios, sino 
concretos y efectivos". 

De allí se desprende "la obligación de hacer" que pesa sobre 
]os sujetos de la soberanía -el pueblo y las autoridades públicas­
para dar vigencia real a los derechos humanos, no otra cosa signifi­
can las palabras "respeto y promoción". 

En seguida se detiene el profesor Díaz Albónico en la noción 
"garantizados", señalando que "dar garantía significa afianzar lo esti­
pulado", lo cua] comprende tres etapas: el "proceso de estableci­
miento de los derechos"; el"proceso de protección y promoción" y 
por último "la garantía". 

2 "La Reforma del Art{culo S~ de la Constituci6n Pol{tiea', Opus cit., pág. 199-208. 
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Por último el citado profesor explica la naturaleza de los 
tratados sobre derechos humanos, que el artículo S° les atribuye la 
calidad de fuente jurídica del establecimiento de estos derechos. 

Citando a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
precisa que este tipo de tratados 

"no son tratados multilaterales del tipo tradicional, con­
cluidos en función de un intercambio recíproco de dere­
chos para el beneficio mutuo de los Estados. Su objeto y su 
fin son la protección de los derechos fundamentales de los 
seres humanos independientemente de su nacionalidad, 
tanto frente a su propio "Estado como I:rente a )os otros 
Estados contratantes'~ 
Por lo tanto, 

"al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los 
estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, 
por el bien común, asumen varias obligaciones, no en rela­
ción con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su 
jurisdicción". 
Se trata entonces de tratados integrales que tienen fuerza 

intrínseca y que de acuerdo con los Arts. 31 y 32 de la Convención 
de Viena sobre los Tratados, deben ser interpretados según el méto­
do fmalista y progresista, que conduzca a asegurar efectivamente los 
derechos en ellos garantizados. 

Todo ello reafirma la tesis de don Francisco Cumplido, en 
orden a sostener que desde un punto de vista sustantivo, los dere­
chos humanos se reconocen en el ordenamiento jurídico constitu­
cional a través de dos fuentes, los tratados internacionales 
ratificados por Chile y el texto mismo de la Constitución, considerán­
dose que en caso de contradicción, prima la definición del derecho 
más completo del mismo, según el método finalista y progresista 
aludido. 

De acuerdo con estos fundamentos constitucionales las nor­
mas superiores que rigen el refugio o asilo en Chile están contenidos 
en los tratados pertinentes, que han sido ratificados por el país y se 
encuentren vigentes. 

El primer texto que rige las materias es la Declaración Univer­
sal de los Derechos Humanos, la cual pese a su calidad original de 
mera declaración de propósitos, ha recibido por parte de las Nacio­
nes Unidas la condición de tratado integral tanto por repetidas 
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resoluciones de este organismo, como por la práctica internacional 
que la considera expresión del jus cogens. 

En seguida, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos y el de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, más la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo 
Adicional, integran un todo en la materia. 

Para las situaciones excepcionales relativas a situaciones de 
guerra nacional o internacional, también están vigentes para Chile 
las Convenciones de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales. 

En el ámbito regional, la Declaración Americana de los Dere­
chos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos, la Convención sobre Asilo Político del 26 de 
diciembre de 1933, conforman un conjunto jurídico vigente para el 
país, complementario al anteriormente citado. 

En virtud de ello debe entenderse que los conceptos y princi­
pios sustantivos que ordenan la institución del asilo o refugio están 
tiara mente defmidos en el ordenamiento de los derechos humanos, 
no podría legislación alguna reducirlos o reconocerlos en menor 
medida que como ellos se encuentran allí establecidos. 

Por lo tanto, sólo resta asegurar su validez y su eficacia creán­
dose una legislación que facilita el acceso a los beneficios que esta­
blecen esas normas, a todas las personas que puedan estar 
necesitadas de asistencia. 

Tradici6n diplomática chilena sobre la instituci6n 
del refugio 

Algunos informes del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile 
en el pasado, han puesto de manifiesto las afirmaciones centrales del 
mismo, como también las confusiones que encierra la tradición en 
esta materia. Las principales afirmaciones positivas en esta materia 
son las siguientes: 

Primero 
La doctrina tradicional de nuestro país, en relación con los 

refugiados, se haya expresada, en general, en los derechos que la 
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Constitución otorga a todos los habitantes del territorio de la Repú­
blica, sin discriminación de nacionalidades; y, en particular, en las 
convenciones y acuerdos internacionales que específicamente se 
refieren a estas materias. 

Segundo 
La tendencia manifestada es de considerar el Asilo como una 

institución de carácter humanitario que debe aplicarse sin esperar a 
exigir reciprocidad. 

Tercero 
La situación del refugiado dentro del territorio nacional, no es 

otra que la que deriva de la aplicación a nacionales y extranjeros de 
la misma legislación, sin perjuicio de las medidas de seguridad desti­
nadas a evitar las eventuales actividades políticas de los refugiados. 

Cuarto 
Los refugiados de cualquier procedencia gozan sin discrimina­

ciones del tratamiento general que nuestra legislación otorga al 
extranjero, aSimilándolo al nacional en el disfrute de las garantías 
constitucionales y en todos los derechos civiles. 

Hoy no parece que exista duda respecto a la validez de las 
comunicaciones y protocolos relativos al refugio, como institución 
universal y distinta del asilo diplomático, como asimismo la afirma­
ción según la cual, por su rango, las normas jurídicas internacionales 
en esta materia se consideran más imperativas para su aplicación por 
sobre los intereses del país, e incluso en relación a una posible 
resolución judicial que pudiera afectar este estatus de refugio o, en 
su caso, el asilo diplomático acordado en beneficio del perseguido. 

Sobre la necesidad de una nueva legislación sobre el refugio 

Una de 'las propiedades del sistema jurídico relativo a los derechos 
fundamentales, es su permanente perfeccionam.iento fundado en la 
experiencia de la humanidad. 
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Hoy en día existe una fuerte tendencia a vincular más estre­
chamente el desarrollo jurídico internacional, con la normativa in­
terna a cada Estado, siguiendo aquella exigencia contenida en el 
artículo 4 de la Carta de Naciones Unidas, que señala que los Esta­
dos que la integran deben estar "capacitados para cumplir dichas 
obligaciones y deben hallarse dispuestas a hacerlo". 

El Estado de Derecho requerido por el orden de los derechos 
humanos, necesita de una articulación fluida entre el régimen jurídi­
co internacional que los define y el nacional que los hace operacio­
nalmente reales. 

Por otra parte, en dicha operación de integración, no pueden 
descuidarse las particularidades regionales y nacionales de la expe­
riencia y práctica del derecho internacional de cada rona del mundo 
y país de la tierra. 

En el caso chileno, esto último supone tomar en cuenta los 
elementos que hoy parecen criticables en su ordenamiento legal 
sobre esta materia, tales como asilo territorial, asilo diplomático y 
refugio, en ningún caso para mantener la confusión entre los térmi­
nos, sino con el propósito de reconocer la raíz común a ellos, que no 
es otra que el propósito de brindar la protección al que sufre perse­
cución grave para su vida, seguridad y libertad por medios políticos. 

Pero es obvio que esa confusión no puede perpetuarse sin 
llevar consigo todo tipo de inconvenientes para el desarrollo de. las 
relaciones internacionales del país. 

Por ello, el esfuerw en distinguir los objetivos jurídicos que 
"dan identidad a cada una de esas instituciones y desprenden de eso 
las perspectivas, alcances y procedimientos que los podrían susten­
tar, es cada vez más necesario. 

Comenzando por los conceptos propios a los artículos 13 y 14 
de la Declaración Universal, debería elaborarse una legislación que 
ampare el derecho a la seguridad personal de cualquier ser humano 
en el mundo, que tema fundadamente, que existe peligro para su 
vida o su libertad política, debido a condiciones de anormalidad 
política en el país de su residencia habitual. 

Al contrario de la tradición chilena, es necesario afirmar que 
la institución más amplia, universal y vinculante con la comunidad 
internacional, es el refugio y no el asilo diplomático. 
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La consagración del refugio en el derecho internacional, con 
todo su perfil propio y con sus exigencias y límites jurídicos, integra 
a Chile en una dimensión internacional nueva y de vastos alcances: 
la de los tratados integrales, que unen al conjunto de los Estados con 
la protección de la dignidad de la totalidad de los seres humanos. 

Tal como se ha explicado en este trabajo, el alcance del inciso 
2° del Artículo 5° de la Constitución Política vigente, otorga a los 
derechos humanos el carácter de fuente originaria del Estado de 
Derecho, haciendo de ellos el marco del ejercicio de la soberanía 
nacional, como límite a ella y deber de garantía y promoción. 

Estos derechos, "esenciales a la naturaleza humana", encuen­
tran su definición sustantiva en los Tratados Internacionales ratifica­
dos por Chile en la materia, yen la propia Constitución, en ese orden 
de jerarquía. 

Por ello, una legislación interna sobre el refugio, el asilo terri­
torial y el asilo diplomático, debería asumir directamente los concep­
tos originales de esas instituciones, según ellos son definidos en los 
instrumentos jurídicos internacionales ratificados por Chile, y sólo 
abocarse a la reglamentación de los procedimientos tendientes a 
darle vigencia real. 

En la experiencia del mundo, hoy existen múltiples formas de 
arraigar estas instituciones en el ordenamiento jurídico de cada país. 

El derecho comparado comprende diversos niveles de articu­
lación y recepción del derecho internacional y el interno; variadas 
formas de iniciar la tramitación de una solicitud de protección y de 
verificar sus fundamentos; diversas maneras de acoger las argumen­
taciones y apelaciones del afectado, y considerar los principios de 
inclusión, exclusión y cesación del refugio, del mismo refugiado y de 
su familia; todo un conjunto de experiencias para sentar e integrar a 
los beneficiados en el ejercicio del conjunto de sus derechos y liber­
tades fundamentales; de tomar en cuenta los casos particulares y del 
estatus jurídico de derechos y deberes en cada caso. 

El registro y documentación; la intervención de los órganos 
internacionales y los mecanismos de solidaridad; el tratamiento de 
los riesgos propios a esa coordinación; el derecho a la justicia para 
realizar las garantías de los derechos y deberes de esa condición y 
por último, las relaciones de consulta y apoyo entre los Estados con 
los organismos internacionales y multiestatales y no gubernamenta-
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les en el funcionamiento del refugio, como del asilo territorial y 
diplomático, pueden ser· también objeto de una legislación adecua-
da. "'.' . 

< , Las precariedades de la legislación chilena sobre esta materia, 
predisppnen a dos riesgos: por una parte,. el pragmatismo de la 
solución administrativa ad·hoc, tan proclive a la arbitrariedad y el 
oportunismo; por la otra, la pérdida de contacto y vinculación con un 
sistema internacional, y la consiguiente fuente d.e conflict~ y caren-

o cías de recursos para hacer frente a requerimientos tan urgentes y 
apremiantes. ." 

Una legislación de .estas características exige un estudio más 
atento del conjunto de las dimensiones·señaladas y, por sobre todo, 
la búsqueda de soluciones compatibles con el mayor número de 
países con los cuales Chile mantiene relaciones. . ,. ". 
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Las soluciones permanentes al problema 
de los refugiados 

Vitginia Trimarco * 

La Oficina del ACNUR tiene dos funciones principales que le fueron 
otorgadas por Res. 428 (V) de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1950. En su Cap. I p. I dice textualmente: "El Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, actuando 
bajo la autoridad de la Asamblea General, asumirá la función de 
proporcionar protección internacional, bajo los auspicios de las con­
diciones previstas en el presente &tatuto, y de buscar soluciones 
permanentes al problema de los refugiados ... ". Si bien la Protección 
Internacional es la tarea principal, las dos tareas están especialmen­
te unidas ya que la protección última de los refugiados consiste en la 
realización de soluciones duraderas. 

A fin de situar el tema dentro de un contexto más amplio 
podemos decir que con la búsqueda de soluciones al problema de los 
refugiados se contribuye a los procesos de estabilización de las 
democracias, tan frágiles, a veces, en nuestra América Latina. Tam­
bién, en situaciones de conflicto internacional contribuye a los pro­
cesos de búsqueda de la paz, uno de los objetivos principales de las 
Naciones Unidas establecido en la Carta de las Naciones Unidas. 
Por último, el objetivo final de las soluciones es ayudar a terminar 
con el fenómeno del refugio y de los refugiados a través de su 
integración definitiva en sus propias comunidades . 

• Encargada de Misión de ACNUR en Chile. 
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Esta búsqueda de soluciones duraderas nos vincula además a 
tres ámbitos jurídicos importantes, por un lado, el Derecho Interna­
cional de los Derechos Humanos cuya observancia y respeto son 
básicos en todo funcionamiento de las democracias en particular se 
vincula con los derechos econ6micos, sociales y culturales aseguran­
do su disfrute alos refugiados. 

Por otro lado nos vincula al derecho de las migraciones un 
derecho muy sensible a los problemas de seguridad nacional de los 
Estados. 

Por último, con el derecho al desarrollo y al medio ambiente 
igualmente esencial para el adecuado tratamiento de los problemas 
humanos y sociales tanto de refugiados como de los nacionales en 
cada uno de los países. Sin desarrollo sostenido cualquier soluci6n se 
vuelve extremadamente frágil y compleja transformándose la tarea 
de la búsqueda de soluciones en meros asistencialismos denigrantes 

'Jjára el ser humano <que los percibe pu~to que no lo dignifica sino 
<que tan s610 lo ayuda a sobrevivir. .!,,:' 

El comienzo de toda solución al,problema de los refugiados es 
. < el de la asistencia de urgencia y de corto plazo cuyo objetivo es el 
cuidado y mantenimiento de los refugiados. El ACNUR realiza una 
'tarea de coordinaci6n de la ayuda entre las autoridades nacionales o 
'locales deJ.país de acogida, otras organizaciones internacionales del 
sistema de Naciones Unidas y los organismos no gubernamentales 
así como con órganos técnicos y privados. El objetivo central es 
ayudar al refugiado a ayudarse a sí mismo a que pueda valerse por sí 
solo y de este modo, orientar los esfuerzos a las soluciones perma­
nentes. 

Sin embargo, una vez ubicados dentro del· marco amplio, ,el 
jurídico-técnico, podemos desarrollar la búsqueda de soluciones de 
un modo clásico para el estudioso del prob1ema ocupándonos de las 
tres soluciones generales, la Repatriación Voluntaria, la Integración 
Local en el país de acogida y el Reasentamiento' en UQ tercer país. 
Teniendo presente que no existe una situaci6n de refugiados "típica" 
y que las soluciones a los problema. .. válidas para algunos casos no lo 
son tales en otros. 

Las soluciones clásicas son la repatriación voluntaria, la inte­
gración local y el reasentamiento. 
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I Repatriaci6n Voluntaria: 

Es la solución que se estudia en primer lugar ya que es la solución 
por excelencia al problema de los refugiados, puesto que logra la 
rmalidad última de protección internacional que es la reincorpora­
ción de los refugiados a la comunidad de origen, a la suya propia. 
Oaro está que el éxito final de la Repatriación Voluntaria depende­
rá de la efectiva desaparición de las causas que originaron la salida 
de las personas. 

La repatriación voluntaria es un acto puramente humanitario 
y apolítico, como lo es el asilo. Más aún, se considera no sólo una 
solución sino un derecho, el derecho del retomo a la patria y a 
acogerse a la protección de su país de origen que corresponde a todo 
refugiado. 

El Comité Ejecutivo del ACNUR ha tratado en profundidad la 
Repatriación Voluntaria en las conclusiones N°18 de 1980 y N°40 de 
1985. El derecho a la repatriación ha sido ampliamente reconocido 
en nuestra región tanto por la legislación como en la práctica, con­
comitantemente; los refugiados tienen el derecho de ser protegidos 
de tal manera que puedan efectivamente ejercer, el derecho de 
volver a su país cuando así lo deseen. 

En tal sentido, formando parte de la preparación a su retomo 
los refugiados tienen derecho a ser informados de la situación preva­
leciente en el país de origen en forma amplía y objetiva a fin de que 
puedan efectivamente decidir si desean o no repatriarse. 

La repatriación voluntaria puede también promoverse y faci­
litarse por los llamados mecanismos de repatriación, los que algunas 
veces han sido formalmente constituidos en comisiones tripartitas 
compuestas por representantes del país de origen, del país de asilo y 
del ACNUR. Entre las funciones de estos mecanismos está la plani­
ficación conjunta y la puesta en práctica del programa de repatria­
ción, constituyendo a la vez un medio eficaz para facilitar y promover 
consultas entre las partes interesadas .. 

Antes de llevar a cabo cualquier movimiento de repatriación, 
es importante que todos sus aspectos sean aclarados con las partes 
interesadas, incluyendo a los refugiados mismos. Así pues, la Repa­
triación Voluntaria ha de ser concebida como una solución duradera 
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que considera tanto la planificación general de las modalidades 
práctica y política del regreso, como la reintegraCión de los refugia­
dos en la cultura y economías nacionales. 

Los principios esenciales para su ejercicio dan el marco de 
referencia en que las repatriacionés deben efectuarse: 

La voluntad debe ser libremente expresada y en forma indivi­
dual. Realizar el retomo en condiciones de seguridad y dignidad, 
efectuándose al Jugar de origen o de residencia anterior. Este prin­
cipio deriva de los derechos humanos fundamentales de seguridad y 
libertad, y del derecho a la libertad de movimiento y libre eScogencia 
del lugar de residencia. . 

Por otro lado los repatriados deben beneficiarse de garantías 
adecuadas de no discriminación, y de respeto pleno de sus derechos 
humanos en iguales cóndiciones que sus connacionales. Bajo ningu­
na circunstancia deben ser penalizados por haber buscado asilo y 
protección como refugiados. 

El país de asilo, y el ACNUR como representante de la comu­
nidad internacional, poseen un interés reconócido en el desarrollo 
del retomo. En este sentido, tanto nuestra Oficina como el país de 
asilo tienen derecho a ser informados de los resultados de cualquier 
operación de repatriación voluntaria. El regreso de los refugiados 
plantea numerosas cuestiones cuyo análisis hace preciso un enfoque 
multidisciplinario. Los refugiados se convierten en ciudadanos agen­
tes del desarrollo. Su futuro y seguridad están en relación con las 
condiciones objetivas y subjetivas que encuentren en su país. 

La Oficina del Alto Comisionado debe dar seguimiento a la 
situación de los repatriados no sólo durante la operación de repatria­
ción sino también después de su retorno. Esta actividad es de carác­
ter exclusivamente humanitario en general para constatar el 
cumplimiento de los acuerdos que sirvieron de base al retorno. No 
implicará privilegios o inmunidades para los repatriados, y se ejerce­
rá en el marco de consultas estrechas con el Estado en cuestión, que 
proporcionará al personal del Alto Comisionado acceso directo a los 
repatriados. 

A fin de facilitar el proceso de reintegración y también para 
asegurar que los repatriados puedan efectivamente beneficiarse de 
la protección de las autoridades nacionales, es importante que se les 
otorguen los mismos documentos de identidad que a sus compatrio-
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taso Para asegurar que obtengan su nacionalidad debe regularizarse 
el registro de refugiados nacidos en el extranjero. También es nece­
sario que los repatriados puedan hacer valer plena y formalmente los 
estudios efectuados en el extranjero. Si las circunstancias lo permi­
ten, el proceso de documentación y registro deberá llevarse a cabo 
antes de realizarse la repatriación voluntaria. 

En gran medida el éxito de un programa de repatriación vo­
luntaria a nivel individual depende de la adecuada asistencia que se 
suministre a los repatriados, por ello debe incluir transporte y ayuda 
durante el viaje de retorno, así como asistencia en el país de origen 
durante el proceso de reintegración. Esta última asistencia debe ser 
compatible con los planes y proyectos de desarrollo de la comunidad 
a la cual los refugiados retornan. Dichos programas de asistencia 
deberán beneficiar a toda la comunidad, incluyendo a los desplaza­
dos, pudiendo mejorar también las condiciones generales de los 
lugares de retorno, estimulando así futuros movimientos de repatria-
ción. 

La filosofía del regreso es fundamental ya que incluye a los 
repatriados en el proceso del desarrollo que tiene lugar o los con­
vierte en la fuerza conductora del cambio en sus pueblos y vecinda­
des. Adquiere así importancia particular la educación y la formación 
profesional recibida en el exilio. 

En Chile el ACNUR en cumplimiento de su Mandato de otor­
gar protección a los refugiados, buscar soluciones duraderas y coo­
perar con los Gobiernos, suscribió en noviembre de 1990 un acuerdo 
conjunto con el Gobierno de Chile y la Organización Internacional 
para las Migraciones con el propósito de facilitar a los chilenos 
exiliados el derecho inalienable de vivir en su Patria asegurando que 
esta tarea se realice en condiciones de seguridad, dignidad y respeto. 
Fue concebido para beneficiar a 5000 personas en un año, propor­
cionándoles asistencia en materia jurídica relacionada con el exilio, 
asistencia de tipo económico para su reinstalación doméstica inicial, 
de reinserción laboral a través de programas de asistencia técnica y 
créditos para la formación de pequeñas empresas, de transporte 
internacional y nacional así como también se prevee un seguro 
médico durante el primer año posterior a su retorno. Como la 
mayoría de los programas del ACNUR se realiza con la cooperación 
de agencias benévolas y organizaciones no-gubernamentales que se 
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encargan de implementar los proyectos. En este caso concreto, la 
asistencia en materia jurídica se realiza a través de )a Vicaría de la 
Solidaridad y la asistencia material a través del Programa de RetoOlo 
y Apoyo Laboral (PRAL). 

11. La integraci6n del refugiado al país de asilo 
es considerada la segunda soluci6n. 

El disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales por 
parte de los refugiados es considerado fundamental para que pue­
dan llevar una vida digna y productiva en el país de acogida sin que 
por esa razón se conviertan en grupos privilegiados frente a los 
nacionales. 

Con este espíritu la Convención de 1951 sobre el Estatuto del 
Refugiado prevee en su articulado el goce de derechos esenciales y 
establece en el artículo 2° las obligaciones que el refugiado tiene 
para con el país que Jo acoge. Entre los primeros, los principales son 
las normas que se refieren al derecho al trabajo y a la documenta­
ción. Así, en su artículo 17 establece que los Estados partes deberán 
otorgar a los refugiados que legalmente se encuentran en sus terri­
torios "el tratamiento más favorable otorgado a nacionales de otros 
Estados en las mismas circunstancias". La Declaración de Cartagena 
añade en su conclusión undécima que los países de la región exami­
nen la posibilidad de integrar a los refugiados en la vida productiva 
del país a través de la creación y generación de empleo con los 
medios que la comunidad internacional pone a su disposición a 
través del Alto Comisionadó de las Naciones Unidas para los Refu­
giados. 

Otros artículos se refieren a la libertad de circulación, la docu­
mentación de identidad y de viaje. Con referencia a estos últimos, en 
su anexo la Convención provee un modelo de Documento de Viaje 
que se otorga gratuitamente a los Estados que lo soliciten. También 
establece los requisitos para su emisión. Por último, el artículo 33 se 
refiere al principio de la no-devolución (non-refoulement) como la 
piedra angular de la protección internacional del refugiado al país 
donde su vida o su libertad peligre. El efectivo respeto a este pri~ci-
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pio permite que el refugiado tenga una vida digna y segura en el país 
de asilo. 

El ACNUR lleva a cabo diversas actividades para facilitar la 
integración de los refugiados a través de programas que implemen­
tan las agencias no-gubernamentales. De modo sintético, estas acti­
vidades se refieren a: 

(a) La educación, que ha resultado especialmente importan­
te para facilitar la integración de los refugiados como también su 
reinserción en su país al retomo. El Alto Comisionado de las Nacio­
nes Unidas para los Refugiados presta en tal sentido asistencia 
educacional al nivel de la enseñanza primaria y de la secundaria 
elemental. La enseñanza superior se proporciona en casos especia­
les en que grupos de refugiados así lo requieran. También se llevan 
a cabo programas de capacitación técnica que permiten al refugiado 
encontrar trabajo con mayor facilidad. 

(b) Los organismos voluntarios brindan servicios de asesora­
miento social para ayudar a los refugiados a escoger una solución 
adecuada a sus problemas y poder aprovechar las posibilidades que 
el país de asilo les ofrece. 

(c) Se ejecutan, en estrecha cooperación con organismos 
voluntarios, programas locales especiales de asistencia y tratamiento 
para la rehabilitación de los refugiados impedidos. . 

(d) A fin de cumplir las formalidades administrativas del 
nuevo país de residencia se presta asistencia jurídica. 

Esta alcanza, asimismo, a los refugiados que son objeto de 
procedimientos judiciales que afectan a su condición de tales. Esta 
asistencia consiste principalmente en proporcionar a los refugiados 
los servicios de abogados. 

(e) Dentro del marco del creciente interés de las N adones 
Unidas por la situación de las mujeres y a raíz de la reciente entrada 
en vigor de la Convención de los Derechos del Niño, se han promo­
vido programas específicos orientados a favorecer a estos sectores 
tradicionalmente desprotegidos. 
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111. La tercera y última solución en términos de 
soluciones duraderas es el Reasentamiento. 

Se acude a ella sólo cuando ninguna de las otras opciones son válidas 
para garantizar la protección y ofrecer un futuro acorde al ejercicio 
de los Derechos Humano~ fundamentales. 

El Reasentamiento está relacionado con protección legal y/o 
física cuando un refugiado se encuentra en algunas de las siguientes 
situaciones: 

e a) Siente amenazada su seguridad en el país de asilo como 
resultado de persecución sufrida en el país de origen. 

eb) Siente amenaza inmediata, o a mediano o largo plazo de 
la devolución al país de origen, retomo forzado o deportación a un 
país donde no se respeten los principios básicos de la Convención de 
1951 y el Protocolo de 1967. 

e c) Siente amenaZa a su seguridad física o libertad en el país 
de asilo similar a la considerada por la definición de refugiado ha­
ciendo de este modo el asilo insostenibie. 

e d) Por último, siente amenaza a su protección física prove­
nientes de ataques arniados'en áreas donde los solicitantes y refugia-
dos están ubicados. , 

El Reasentamiento puede también ser considerado 'en situa­
ciones que permitan ayuda humanitaria. Estas se refieren a cuatro 
categorías de refugiados que nuestra Oficina ha definido como Gru­
pos Vulnerables. Estos son, las mujeres-en-peligro (con referencia a 
los casos de boat people en Asia del sudeste), las víctimas de la 
tortura y violencia, discapacitados físicos o mentales, y por último 
aquellos casos médicos en que el tratamiento en el país de asilo es 
inadecuado. ' . ' ' 

La toma de decisión parad Reasentamiento debe ser pensada 
con prudencia y orientada en lo posible hacia países de la misma 
región del refugiado. Nuestra Oficina se ha visto enfrentada a gnin­
des dificultades para obtener cupos 'de ReaSentamiento extraregio­
nales, en general en países de la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económico (OCDE). A estas dificultades se le suman 
los problemas de adaptación a un medio socio-culturaí diferente 
agregándoles expectativas generalmente irreales del tipo de vida que 
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llevarán en las nuevas sociedades. Por todo ello la Oficina favorece 
el Reasentamiento regional y sólo cuando éste no es posible opta 
por el extrarregional. 

En los últimos años se han desarrollado programas de reasen­
tamiento regional con éxito en América Latina y en Mrica. A pesar 
de ello, las nuevas confrontaciones regionales en especial las que 
siguieron a la caída del antiguo bloque socialista han tenido impacto 
negativo para el Reasentamiento regional en los países de Europa 
occidental. La rapidez de los cambios sufridos en la escena política 
de los años 90 constituirán un desafío para obtener de los países 
llamados comunmente "desarrollados"la apertura necesaria para dar 
cabida a movimientos de la magnitud de los que ya se enfrentan y los 
que se avecinan. 

A su vez, la Oficina está consciente de las dificultades que los 
Gobiernos tienen al recibir grandes flujos migratorios y de refugia­
dos y por tanto, no cuestiona su derecho a admitir personas en 
concordancia con su propia interpretación de la Convención de 
1951, o de acuerdo al criterio de inmigración naciona1. Pero el 
ejercicio del Mandato de proteger a los refugiados se ve restringido 
al confundir refugiados e inmigrantes económicos, sea que la confu­
sión se manifieste en el establecimiento o en el otorgamiento de las 
cuotas de inmigración de grupos preferenciales o bien durante el 
análisis de las sumisiones de Reasentamiento de la Oficina. Es por 
ello que nuestra Oficina continuará insistiendo ante los Gobiernos 
en la necesidad de que a los solicitantes y a los refugiados se les 
acuerde un procedimiento adecuado de recepción y continuará, por 
ende, rechazando un tratamiento igualitario de migrantes y refugia­
dos, dado que confunden el ejercicio de los principios básicos de la 
Protección Internacional. 

Estas dificultades unidas a los cambios en la escena política ya 
mencionados, hacen que las proyecciones sobre las necesidades de 
Reasentamiento sean cada vez más complejas, en particular aten­
diendo a la evolución de los parámetros tradicionales de las relacio­
nes internacionales. Todos estos desarrollos señalan la necesidad de 
una respuesta más rápida y flexible por parte de los gobiernos a los 
llamados de ayuda para Reasentamiento realizados por la Oficina. 
Las consideraciones de protección internacional deben prevalecer 
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. sobre los criterios de inmigración y de preferencia de admisión 
otorgado a ciertas nacionalidades. 

Vale la pena reiterar la importancia de la legislación en mate­
ria de refugio pero teniendo presente que ésta no es la única res­
puesta a la efectiva protección de los refugiados y a la búsqueda de 
soluciones definitivas a sus problemas. Ambas funciones dependen 
en última instancia, de la moralidad de las naciones y de la voluntad 
política por parte de los Estados, para tratar adecuadamente a los 

. refugiados mediante el desarrollo y la aplicación de prácticas social 
y humanamente responsables. Esta dimensión moral es el carácter 
único de las responsabilidades del ACNUR. La acción concertada de 
los Estados, los organismos no gubernamentales e interguberna­
mentales y el ACNUR es esencial para proteger a los refugiados y 
avanzar un paso para encontrar las soluciones permanentes. Es en 
esta tarea que nos encontramos abocados todos los que de una u otra 
manera tenemos responsabilidades en la búsqueda de soluciones al 
problema de los refugiados y para ello necesitamos la cooperación 
de todos los que se encuentren vinculados directa o indirectamente 
con ellos. 
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